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Introducción

Este es el quinto informe de la serie titulada Un Llamado Profético, producida por el Programa de Investigación e Inciden-
cia Política del Centro Cristiano para Justicia, Paz y Acción Noviolenta (Justapaz) en asocio con la Comisión de Paz del 

Consejo Evangélico de Colombia (Cedecol).� 

Metodología del informe

Desde el año 2004, el proyecto conocido como Documentación e Incidencia Política documenta experiencias por medio 
del trabajo de campo de los equipos regionales que son capacitados en el registro de casos de violación a los derechos 
humanos e infracciones del Derecho Internacional Humanitario contra iglesias cristianas evangélicas. 

Estos equipos regionales, limitados en recursos económicos y humanos, entrevistan a víctimas y a sus familiares, pastores 
y líderes eclesiales como fuentes primarias de información. El resultado de esta recolección en las diferentes regiones del 
país es entregada al equipo nacional del Programa de Investigación e Incidencia Política, en donde los datos son verificados 
y, cuando es posible, corroborados con fuentes secundarias. 

Los casos son registrados en la base de datos Sivel (Sistema de Información de Violencia Política en Línea) para ser orde-
nados en categorías de acuerdo con el tipo de violación, y consolidar los informes y estadísticas anuales.

En el año 2010, el programa de Documentación cambió de estructura y se transformó en el programa de Investigación e 
Incidencia Política, que actualmente está constituido por cuatro líneas de acción:

1.	 Investigación y producción del llamado profético.
2.	 Fortalecimiento de capacidades locales.

�	 El Consejo Evangélico de Colombia (Cedecol), fue fundado en 1950 por iniciativa de distintas denominaciones, reúne el 70 por ciento del pueblo 
evangélico colombiano, que representa iglesias históricas, evangélicas, pentecostales e independientes para dar testimonio de unidad y respeto.
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3.	 Acompañamiento a víctimas.
4.	 Incidencia política.

Este programa basa su marco conceptual en el Banco de Datos de Derechos Humanos y Violencia Política del Centro de 
Investigación y Educación Popular (Cinep). Esta experiencia parte de categorías internacionales de derechos humanos y De-
recho Internacional Humanitario que aplican a los conflictos armados, introduciendo metodologías y ampliando y diversifi-
cando las fuentes, consolidando un marco teórico basado en la categoría de Violencia Social y Política, la cual sustenta las 
distintas categorías utilizadas en el sistema de información y, a través de ésta, desarrollan los distintos análisis e informes 
que buscan explicar la situación de derechos humanos en Colombia.

Los casos que aparecen publicados en este informe cuentan con el consentimiento y la aceptación de la responsabilidad 
por parte de las víctimas y sus familias. Los casos en que los nombres aparecen con asterisco significan que se utilizaron 
nombres ficticios para proteger la identidad de las víctimas y sus familiares.

Composición

El primer capítulo establece un análisis del contexto internacional y nacional a partir de los casos documentados, informes 
de derechos humanos e investigaciones relevantes en cuanto a las violaciones a los derechos humanos e infracciones 
del Derecho Internacional Humanitario (Dih). En el segundo capítulo se recopilan los casos documentados durante el año 
2009 con el propósito de mantener la memoria histórica de los impactos del conflicto armado contra las iglesias cristianas 
evangélicas en Colombia.

El tercer capítulo hace un análisis cuantitativo sobre el número de casos durante el año 2009, estableciendo la demografía 
de las víctimas, su ubicación geográfica, la identificación de los presuntos responsables y los tipos de violación más fre-
cuentes.

Una perspectiva teológica sobre un problema específico relacionado con el conflicto armado y los derechos humanos se 
presenta en el cuarto capítulo, allí se da una mirada teológica de la situación de la tierra en el contexto colombiano.

El quinto capítulo expone las experiencias, proyectos y programas que las iglesias cristianas evangélicas han desarrollado 
como propuestas de construcción de paz y de semillas de esperanza, que como buenas prácticas generan la transformación 
de las iglesias, las comunidades y la sociedad.

Por último, en el sexto capítulo se plantean las recomendaciones que con base en la documentación de los casos y sus 
respectivos análisis, el Programa de Investigación e Incidencia Política presenta al Gobierno colombiano, a los actores 
armados y a la comunidad internacional.
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Informe ejecutivo 

Un Llamado Profético 5 analiza y recopila casos ocurridos en 2009, que se convierten en testimonio de los impactos del 
conflicto armado a las iglesias cristianas evangélicas. Este informe hace parte del proyecto conjunto entre el Centro 

Cristiano para Justicia, Paz y Acción Noviolenta (Justapaz) y la Comisión de Paz del Consejo Evangélico de Colombia 
(Cedecol). 

En el periodo de investigación, comprendido entre el 1 de enero y el 31 de diciembre de 2009, el equipo de trabajo registró 
69 casos de violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario (Dih) en contra de 
pastores, líderes y personas pertenecientes a las iglesias cristianas evangélicas. En estos casos se identificaron 206 viola-
ciones contra 137 víctimas individuales y aproximadamente 553 víctimas de violaciones colectivas. Dentro de las víctimas 
se encuentran miembros de 21 iglesias cristianas evangélicas (la mayoria de las víctimas pertenecen a denominaciones 
como la iglesia Interamericana de Colombia, la Asociación de Iglesias Evangélicas del Caribe y la Iglesia Cuadrangular), 
y víctimas que fueron acompañadas por la Iglesia Menonita de Colombia. Entre las víctimas individuales se registraron 17 
homicidios, entre los cuales se cuentan los de tres pastores y dos líderes eclesiales. 

Al igual que en las publicaciones anteriores de Un Llamado Profético, durante 2009 se registró un mayor número de casos 
por el delito de homicidio contra personas pertenecientes a iglesias cristianas evangélicas por presuntos grupos parami-
litares. Esta situación puede explicarse debido a que la mayoría de los registros se presentaron en departamentos de alta 
influencia y presencia de grupos paramilitares como Córdoba, Antioquia, Meta, Bolívar, Atlántico, entre otros.

El análisis

En los seis capítulos que componen este reporte, se recopilan y documentan los casos identificados; se hace un análisis 
del contexto existente, tanto nacional como internacional, y se proporciona una perspectiva teológica. De igual forma, se 
exponen experiencias y programas que las iglesias cristianas evangélicas han desarrollado como propuestas de constru- 
cción de paz y de semillas de esperanza y se plantean recomendaciones al Gobierno colombiano, a los actores armados y 
a la comunidad internacional.
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Durante el periodo analizado, las violaciones que se registraron con mayor frecuencia fueron: amenazas (94), desplaza-
mientos (71), homicidios (17), lesiones personales (7), torturas (5), toma de rehenes y secuestro (5), desapariciones 
forzadas (2), detenciones arbitrarias (2), reclutamiento de niños y niñas (1), atentado (1) y escudo humano (1). Entre los 
presuntos responsables, en 113 violaciones se identificaron a los grupos paramilitares, en 49 a los guerrilleros y en 15 a las 
fuerzas regulares del Estado. En 29 violaciones no fue posible establecer los autores de los hechos.

Si bien se registraron violaciones en 14 de los 32 departamentos de Colombia, se obtuvieron mayores reportes en Córdoba 
(54 casos), Distrito Capital (49), Antioquia (40) y Meta (14). De igual manera, fue posible establecer que los registros más 
altos de violaciones por desplazamiento y amenaza se presentaron en los meses de enero, abril, agosto y octubre.

El contexto internacional

Fuera de las fronteras colombianas se identificaron avances significativos en el reconocimiento de los mecanismos interna-
cionales de derechos humanos. Indicadores de dichos avances fueron las cuatro visitas a Colombia de relatores especiales 
de las Naciones Unidas: i) Sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias o arbitrarias; ii) Sobre la situación de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales de los indígenas; iii) Sobre la situación de los defensores de derechos humanos, 
y iv) Sobre la independencia de jueces y abogados. 

En cuanto a las relaciones con Estados Unidos, aún con la llegada de Barak Obama a la presidencia, estas fueron tensas 
debido al mantenimiento de la negociación del Tratado de Libre Comercio (Tlc) entre Colombia y ese país, y el apoyo al 
Plan Colombia. Además, en 2009 se firmó un acuerdo secreto de cooperación entre ambos países para establecer siete 
bases militares en el territorio nacional, por lo que hoy preocupan los efectos que estas instalaciones puedan traer para la 
población civil colombiana y en las fronteras. 

La crisis de derechos humanos e infracciones al Dih también produjo cambios en la cooperación internacional. Tal ha sido 
el caso del Parlamento Europeo que ha decidido revisar su posición respecto a la firma del Tlc entre la Unión Europea y Co-
lombia, por los casos de ejecuciones extrajudiciales y los asesinatos a sindicalistas. Aunque en el transcurso de 2010 este 
tratado fue adoptado y firmado por la Comisión Europea y el Consejo de Ministros, ahora tienen que ponerse de acuerdo en 
la forma y el texto del acuerdo para que el Parlamento Europeo defina si será adoptado o no.

Las semillas de esperanza

En esta publicación se han recopilado las Semillas de Esperanza, es decir, iniciativas, proyectos y programas desarrollados 
bajo el liderazgo de las iglesias que buscan romper con el círculo de violencia y plantear la trasformación de la sociedad. 
Dentro de esta compilación se encuentran experiencias tanto en la capital del país como en el departamento del Cauca, que 
han generado cambios y han producido esperanza, aún en medio de los más difíciles contextos. Estas semillas son varias 
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experiencias que van mas allá del trasfondo denominacional, buscando el desarrollo de alternativas en el orden político, 
social, económico, cultural y religioso. 

Las recomendaciones

Un Llamado Profético 5, a partir de la información consignada sobre la violación de los derechos a la vida, la integridad 
personal, la libertad personal, la vida digna, la libertad religiosa y de cultos, y la libertad de circulación contra miembros 
de las iglesias cristianas evangélicas, hace una serie de recomendaciones al Gobierno, a la comunidad internacional y a 
los actores armados.

La publicación, por tanto, es un canal a través del cual se hace un llamado al cese al fuego y a las negociaciones entre los 
actores del conflicto, así como al respeto a la población civil en medio de la guerra. De igual forma, se subraya el impor-
tante rol que cumplen las iglesias en la construcción de la paz y la necesidad ineludible de la elaboración de unas políticas 
direccionadas hacia el fin de las confrontaciones armadas.

En cuanto a las víctimas del conflicto, las recomendaciones aluden a la cuenta pendiente en materia de verdad, justicia y 
reparación, así como a la atención especial a las personas en situación de desplazamiento y otras poblaciones vulnerables 
y a la obligatoria protección de los defensores y defensoras de derechos humanos.

Por último, se menciona específicamente el necesario desmonte del paramilitarismo, el fortalecimiento institucional del 
Estado colombiano y el cambio de la política miliar y antinarcótica que incluye la reducción del gasto militar.
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C a p í t u l o  1

Velas. Fotografía de Shalom Wiebe.
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Capítulo 1.

Análisis de los tiempos. 
Contexto internacional y nacional, 2009

a.	 Introducción

Durante el año 2009 se presentaron diferentes acontecimientos que repercutieron sobre el panorama nacional, regional y 
local de los derechos humanos, el Derecho Internacional Humanitario (Dih) y la situación de las víctimas. 

Las iglesias siguen siendo afectadas por los impactos del conflicto armado en Colombia, estableciendo un constante y 
sistemático uso de la violencia política en contra de las iglesias cristianas evangélicas de los departamentos de Antioquia, 
Atlántico, Bolívar, Caquetá, Cauca, Chocó, Córdoba, Guaviare, Huila, Meta, Norte de Santander Tolima, Valle del Cauca y 
el Distrito Capital. 

En este año se registraron 69 casos que describen 206 violaciones contra 137 víctimas individuales y aproximadamente 
553 víctimas de violaciones colectivas.

b.	 Contexto internacional y derechos humanos

En el marco del contexto internacional se identificaron avances significativos en el reconocimiento de los mecanismos 
internacionales de derechos humanos. 

En 2009 visitaron el país cuatro relatores especiales de las Naciones Unidas: sobre ejecuciones extrajudiciales, sumarias 
o arbitrarias (8 a 18 de junio); sobre la situación de los derechos humanos y las libertades fundamentales de los indígenas 
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(22 a 27 julio); sobre la situación de los defensores de derechos humanos (7 a 18 septiembre); y sobre la independencia 
de jueces y abogados (7 a 16 diciembre).� 

Aunque con la llegada de Barak Obama a la presidencia de Estados Unidos, se esperaba un cambio radical en cuanto a 
la política implementada en la Región Andina, se continua –para el caso colombiano– con la negociación del Tratado de 
Libre Comercio (Tlc) con ese país, y el apoyo al Plan Colombia (en sus dos fases: Iniciativa Regional Andina y el Plan 
Patriota). Este acuerdo afirma la política y la estrategia de seguridad de Estados Unidos en la Región Andina y América 
Latina, constituyéndose en una forma de control de los recursos naturales, afianzamiento del gasto militar, y una estrategia 
antinarcóticos y antiterrorista que ha generado graves efectos en la población, como el desplazamiento forzado y daños al 
medio ambiente. 

Se firmó un acuerdo secreto de cooperación militar entre Colombia y Estados Unidos para establecer siete bases militares 
en el territorio colombiano.� Estas se ubicarían en Malambo, Atlántico; Palanquero, Magdalena Medio; Apiay, Meta; las 
bases navales de Cartagena y el Pacífico; el centro de entrenamiento de Tolemaida y la base del Ejército de Larandia, Ca-
quetá. Este acuerdo no contó con el trámite y la aprobación por parte del Congreso de la República y la Comisión Asesora, 
y preocupan los efectos que estas bases puedan traer para la población civil y las fronteras con los países vecinos. 

Los problemas fronterizos, especialmente entre Colombia con Ecuador y con Venezuela, generaron desestabilización en la 
región y una crisis internacional. Esto ha hecho que las posiciones entre los mandatarios de estos países se polaricen, se 
rompa la comunicación, no tomen en cuenta los canales diplomáticos, y se adopten medidas que afectan la movilidad y la 
economía entre cada uno de estos países.

La crisis de derechos humanos e infracciones al Dih produjo cambios en la cooperación internacional. El Parlamento Euro-
peo ha decidido revisar su posición respecto a la firma del Tratado de Libre Comercio entre la Unión Europea y Colombia, 
por los temas de ejecuciones extrajudiciales y asesinato a sindicalistas.� Aunque en el transcurso del año 2010 este tratado 
fue adoptado y firmado por la Comisión Europea y el Consejo de Ministros, ahora tienen que ponerse de acuerdo en la forma 
y el texto del acuerdo para que el Parlamento Europeo defina si será adoptado o no.�

�	 Tomado del Informe anual de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de derechos humanos en 
Colombia. A/HRC/13/72. Marzo de 2010.

�	 Revista Cambio, ‘‘El ABC de la bases militares colombianas en las que habrá presencia de los Estados Unidos”. Disponible en: http://www.cambio.
com.co/paiscambio/836/ARTICULO-WEB-NOTA_INTERIOR_CAMBIO-5599691.html 

�	 Mayor información sobre el rechazo de la firma del Tratado de Libre Comercio entre la Unión Europea y Colombia: http://www.foeeurope.org/trade/
events/2009/informe_audiencia_UE-Colombia_TLC_PE_300409.pdf 

�	 Mayor información sobre el estado en que se encuentra la firma del tratado: http://trade.ec.europa.eu/doclib/docs/2006/december/tradoc_
118238.pdf
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c.	 Situación de derechos humanos y Derecho Internacional Humanitario

El informe de la visita a Colombia de la Alta Comisionada para los Derechos Humanos de las Naciones Unidas señala 
que:

La plena satisfacción de los derechos humanos en Colombia continúa estando afectada por un conflicto 
armado interno complejo, exacerbado por la violencia organizada, particularmente la relacionada con el 
tráfico de drogas. Esta situación ha perjudicado el funcionamiento de las instituciones democráticas y el 
desarrollo socioeconómico del país.� 

Esta problemática ha hecho que permanezca en el país una situación de crisis humanitaria e incertidumbre en cuanto al 
cumplimiento y garantía de los derechos humanos y al Dih, donde las iglesias cristianas evangélicas siguen siendo objeto 
de amenaza y persecución por causa de su fe y su posición de no cooperación con los grupos armados.

d.	 Control económico, territorial y de los recursos naturales

La historia sobre tenencia de tierras en Colombia ha estado caracterizada por la violencia y la enajenación del territorio de 
campesinos y comunidades indígenas y afrodescendientes. Con el pretexto de acciones contrainsurgentes y de lucha contra 
el narcotráfico se ha generado, bajo intereses de las multinacionales y sus megaproyectos, una política del despojo y de 
concentración de la propiedad de la tierra. 

Un ejemplo de ello es cómo la denuncia interpuesta por una mujer contra Chiquita Brands Inc. en el Estado de la Florida, 
Estados Unidos, por financiar al bloque paramilitar al mando de alias “Jorge 40”, responsable del asesinato de su esposo, 
desencadenó en amenazas de presuntos paramilitares al hermano de esta señora (caso 52).

Por otro lado, se constata cómo presuntos paramilitares asesinaron a un agricultor, líder comunitario, quien había apoyado 
la recuperación de las tierras de personas en situación de desplazamiento con el disgusto de los poderes económicos 
vecinos en Montería, Córdoba (caso 4). Se describe también cómo presuntos paramilitares amenazaron en plena audiencia 
en el marco de la Ley 975 (conocida como de Justicia y Paz) a personas en situación de desplazamiento que buscaban 
recuperar sus tierras en Mampuján, Bolívar (caso 64).

�	 Informe anual de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de derechos humanos en Colombia. 
A/HRC/13/72. Marzo de 2010. Disponible en: http://www2.ohchr.org/english/bodies/hrcouncil/docs/13session/A-HRC-13-72_sp.pdf 
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Durante el año 2009, el Gobierno implementó una política que pretendía otorgar subsidios a los agricultores colombianos. 
Esta política, Agro Ingreso Seguro (Ais), se ha convertido en un escándalo pues benefició a personas cercanas al Gobierno 
y a empresarios, con el argumento que pueden generar empleo y apoyar a los pequeños agricultores.� Ais es un ejemplo 
de la continuidad de una política del despojo de la tierra al campesinado colombiano, que busca proteger la economía del 
modelo agroempresarial y de las elites terratenientes del país en las diversas regiones.

e.	 Narcotráfico como caldo de cultivo del conflicto armado

El narcotráfico sigue vinculado al conflicto armado a través de la lucha y confrontación entre los distintos actores por su 
control y producción, tanto guerrillas como paramilitares buscan controlar el ciclo productivo de estupefacientes, y la  
cooperación entre ellos con el fin de monopolizar la comercialización. 

En 2009 se identificaron disputas entre grupos paramilitares por el control del narcotráfico (caso 32), y cómo las fumigacio-
nes afectaron el nivel de vida adecuado de las personas ubicadas en municipios del departamento de Caquetá (caso 69).

f.	 “Parapolítica”, poder político y control social

Los casos de congresistas investigados por presuntos vínculos con organizaciones paramilitares han continuado en aumen-
to. A finales de 2009, había 93 casos abiertos contra congresistas, 13 personas condenadas, y 294 casos iniciados contra 
12 gobernadores, 166 alcaldes, 13 diputados y 58 concejales.�

Las tensiones entre las ramas ejecutiva y judicial socavaron la independencia y transparencia de la segunda, y han generado 
preocupaciones frente a la seguridad personal de algunos magistrados. 

En 2009 se demostró cómo el Departamento Administrativo de Seguridad (Das), organismo de inteligencia que depen-
de directamente del Presidente de la República, realizó acciones y espionaje ilegal contra defensores de los derechos 
humanos, opositores políticos, periodistas y funcionarios del Gobierno, a través de interceptaciones de teléfonos y 
correos electrónicos, seguimientos, hostigamientos y amenazas, robos de información e ingresos ilegales a oficinas y 
domicilios. 

�	 Revista Cambio, “Programa Agro Ingreso Seguro ha beneficiado a hijos de políticos y reinas de belleza”. Disponible en: http://www.cambio.com.
co/paiscambio/847/ARTICULO-WEB-NOTA_INTERIOR_CAMBIO-6185730.html 

�	 Disponible en: http://www.verdadabierta.com/parapolitica/costa–caribe/595–congresistas–elegidos–en–el–ano–2006–vinculados–en–la–parapolitica 
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Esta situación produjo por parte de la Procuraduría General de la Nación y la Fiscalía General de la Nación distintas inves-
tigaciones a funcionarios del Das,� y en septiembre de 2009 el presidente Álvaro Uribe propuso la liquidación del Departa-
mento y la creación de una nueva agencia de inteligencia. Las Altas Cortes� han pedido al Presidente que diga quién ordenó 
las interceptaciones ilegales10 y el espionaje a opositores, periodistas y magistrados dentro del Gobierno.

Por otra parte, después de la presunta desmovilización de los grupos paramilitares se constató que estas estructuras no se 
han desmantelado, continúan controlando social, económica y políticamente varias zonas del país, y siguen infringiendo 
los derechos humanos y el Derecho Internacional Humanitario. Su recomposición se reconoce fundamentalmente por 
tres fenómenos: 1. La existencia de estructuras paramilitares que no participaron del proceso de desmovilización. 2. El 
reagrupamiento de desmovilizados en las mal llamadas “bandas delincuenciales” que ejercen control sobre comunidades 
específicas y economías ilícitas; reductos de frentes o bloques que no se desmovilizaron abstrayéndose de la negociación. 
3. La existencia de organizaciones que mantienen una motivación política específica, siendo esta una de las pruebas más 
contundentes de la persistencia del paramilitarismo.11

Aunque entre los especialistas y el Gobierno no hay un consenso sobre la forma en que son considerados estos grupos, en 
algunos casos son tratados como bandas criminales emergentes al servicio del narcotráfico (Bacrim), otros las consideran 
como nuevos grupos distintos a los paramilitares, y otros como una nueva generación de paramilitares. 

En su informe de 2010, Herederos de los paramilitares: una nueva cara de la violencia en Colombia, Human Rights Watch 
afirma: 

Independientemente de cómo se clasifique a los grupos sucesores, la realidad es que actualmente 
cometen en forma habitual ataques contra civiles y crímenes atroces que incluyen masacres, ejecucio-
nes, violaciones sexuales y desplazamientos forzados. Y el Estado tiene la obligación de proteger a la 
población civil, impedir que se cometan abusos y juzgar a los perpetradores.12 

�	 Se capturaron policías y funcionarios del Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía (Cti) que espiaban ilegalmente a Iván Velásquez, magistrado 
auxiliar del Corte Suprema de Justicia, investigador de la parapolítica. Disponible en: http://www.semana.com/noticias–nacion/capturas–seguimien-
tos–magistrado–velasquez/131896.aspx 

�	 Disponible en: http://www.eltiempo.com/colombia/justicia/decir-que-autoridad-ordeno-chuzadas-a-magistrados-piden-cortes-al-presidente-uri-
be_5226727-1 

10	 Para nombrar las interceptaciones ilegales, la opinión pública usa el término “chuzadas”.
11	 Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia de la Organización de Estados Americanos (Mapp/Oea). (2009) Décimo segundo informe trimestral 

del Secretario General al Consejo Permanente sobre la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia. Disponible en: http://www.cnrr.org.co/new/
interior_otros/12do%20informe%20MAPP.pdf

12	 Human Rights Watch (2010) Herederos de los paramilitares: una nueva cara de la violencia en Colombia, p. 9. Disponible en: http://www.hrw.org/en/
reports/2010/02/03/herederos-de-los-paramilitares 
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Al respecto, en su informe la Corporación Nuevo Arco Iris (Cnai) considera que estos grupos llamados neoparamilitares han 
crecido de una manera desmesurada manteniendo el control por la fuerza de territorios, población y flujos de mercancías 
de los cuales puedan derivar una extracción de rentas económicas, políticas y militares en 293 municipios, especialmente 
en las zonas urbanas.13

Durante 2009 se constató cómo los grupos armados siguieron manteniendo el control social y territorial y continuaron 
la guerra sucia contra la población civil. Se registraron luchas entre grupos paramilitares (Los Paisas, Rastrojos y Águilas  
Negras) por el control del narcotráfico y el territorio. Estas luchas se registraron especialmente en Córdoba y Antioquia 
dejando en medio a la población civil (casos 40 y 67). En el desarrollo de esta pugna entre Águilas Negras, Rastrojos y Los 
Paisas se registraron masacres de población civil y los asesinatos de un pastor de la Iglesia Interamericana de Colombia en 
Caucasia, Antioquia (caso 10), y un campesino en medio de la confrontación entre Águilas Negras y Los Paisas (caso 12).

Por otro lado, se registraron disputas por el territorio entre el Ejército y los grupos guerrilleros, impidiendo el ejercicio 
de las labores pastorales de algunas iglesias, y dejando a su paso munición sin explotar (Muse) la cual ha producido 
muertes y amputaciones a la población civil (caso 45). En otro caso registrado, se presentaron seis heridos en Toribío, 
Cauca (caso 20). 

De igual forma, se registraron casos en que distintos grupos armados establecieron pactos y alianzas de muerte: guerrille-
ros desmovilizados se unen a grupos paramilitares como sucede con el Ejercito Revolucionario Antiterrorista de Colombia 
(Erpac) (caso 24), o la evidencia de la continua tolerancia del Ejército ante las acciones de grupos paramilitares en el 
departamento de Córdoba (caso 7).

También se tiene evidencia de la confrontación entre grupos armados no identificados en Puerto Libertador, Córdoba (caso 
68), y de combates entre el Ejército y los grupos armados ilegales al encontrarse una base militar en medio del pueblo que 
resulta convirtiéndose en escudo en Dibulla, La Guajira (caso 43).

g.	 Reelección y referendo reeleccionista

Se afirmó la ilegalidad del proceso legislativo que dio lugar a la reelección del presidente Álvaro Uribe en el 2006. Para 
quienes incurrieron en el delito de cohecho al favorecer el referendo reeleccionista, la Corte Suprema de Justicia profirió 
sentencia condenatoria con pena privativa de la libertad a los ex representantes a la Cámara Teodolindo Avendaño e Iván 
Díaz Mateus, a 8 años sin beneficios.14

13	 Romero, M., Arias, A. (2009) Sobre paramilitares, neoparamilitares y afines. Observatorio del Conflicto Armado de la Corporación Nuevo Arco Iris (Cnai): 
Bogotá. Disponible en: http://www.nuevoarcoiris.org.co/sac/files/oca/analisis/documento_emergentes_2009.pdf 

14	 Revista Semana, “Teodolindo y Mateus condenados por Yidispolitica”. Disponible en: http://www.semana.com/noticias-justicia/teodolindo-mateus-
condenados-yidispolitica/124685.aspx 
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En 2009 se radicó el proyecto de ley que buscaba la aprobación del referendo reeleccionista, es decir, la segunda reelección 
del presidente Álvaro Uribe Vélez (elegido en primer mandato en 2002 y reelegido en 2006). Después de ser aprobado por 
la Cámara y el Senado, se requirió que la Fiscalía, la Procuraduría y la Corte Suprema de Justicia, según sus competencias, 
adelantaran las investigaciones necesarias para esclarecer la forma en que se dio trámite al proyecto del referendo. Pese al 
concepto favorable presentado por la Procuraduría, la Corte Constitucional declaró inexequible el referendo reeleccionista 
a principios de 2010. 

h.	 Ejecuciones extrajudiciales

Aunque el Gobierno ha adoptado medidas a través del Ministerio de Defensa y se registra un descenso en el número de 
casos en el año 2009, la situación sobre las ejecuciones extrajudiciales es preocupante por el nivel de impunidad y la falta 
de condiciones para la reparación de las víctimas. Según el informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para 
los Derechos Humanos: 

A septiembre de 2009, la Unidad Nacional de Derechos Humanos y Derecho Internacional Humanitario 
de la Fiscalía había asumido la investigación de 1.273 casos, con un total de 2.077 víctimas (122 de ellas 
mujeres y 59 personas menores de edad) en 29 departamentos.15 

Se constata la presunta participación de militares en las ejecuciones extrajudiciales denunciadas quienes fueron detenidos 
y acusados hasta mediados del año 2009.16 Sin embargo, “ya son más de 40 militares liberados por ‘falsos positivos’”,17 
debido a vencimiento de términos. 

Según la Mesa de Trabajo de Ejecuciones Extrajudiciales de la Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos (Cceeu):

El nuevo sistema está presentando grandes fallas y cuenta con muy poca capacidad de producir verdad 
y justicia respecto a las ejecuciones extrajudiciales, entre otras causas debido a que carece de plazos 
perentorios para evitar la prolongación de la etapa preliminar, y porque las víctimas no pueden ejercer 
adecuadamente su derecho a la defensa en la medida en que se les impide el acceso a los expedientes, a 
los informes sobre las diligencias realizadas, y a los cuadernos principales que contienen las pruebas.18 

15	 Informe anual de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de derechos humanos en Colombia, § 
37.

16	 Revista Semana. “426 militares han sido detenidos por ejecuciones extrajudiciales”. Mayo 7 de 2009. Disponible en: http://www.semana.com/noti-
cias-justicia/426-militares-han-sido-detenidos-ejecuciones-extrajudiciales/123701.aspx 

17	 Revista Semana. “Por vencimiento de términos, en libertad otro militar involucrado en ‘falsos positivos’”. Febrero 2 de 2010. Disponible en: http://
www.semana.com/noticias-justicia/vencimiento-terminos-libertad-otro-militar-involucrado-falsos-positivos/134476.aspx 

18	 Plataforma Colombiana de Derechos Humanos (2009) Continuidad o desembrujo: la seguridad democrática insiste y la esperanza resiste, Anthropos: 
Bogotá, p. 78.
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En el año 2009 se registró la estrategia de acusar falsamente a un líder indígena para detenerlo como “guerrillero” teniendo 
como presunto responsable a la Regional de Inteligencia Militar del Ejército (Rime) número 4 (caso 24).

i.	 Legislando en contra de las víctimas (Ley 975 de 2005)

Las víctimas siguen siendo vulneradas en sus derechos. Con la caída del proyecto de Ley del Estatuto de Víctimas quedaron 
más difusas las condiciones para la verdad, la justicia y la reparación. Los casos documentados evidencian que las víctimas 
están siendo amenazadas y revictimizadas, y que su reparación debe ir mas allá de una entrega de dinero. 

Al respecto, se registró la situación en la que Uber Enrique Banquez, alias “Juancho Dique”, en audiencia pública con res-
pecto a los desplazamientos que efectuó contra población civil en Bolívar, le dijo a una de las víctimas presentes: “Tienes 
que pedir protección, porque nosotros no nos desmovilizamos todos, también quedaron terratenientes y como el Gobierno 
no le cumplió a los desmovilizados estos podrían tomar represalias” (caso 64).

En cuanto al proceso de desmovilización mediante la Ley de Justicia y Paz, el informe de la Alta Comisionada de las Nacio-
nes Unidas para los Derechos Humanos señaló:

Hasta diciembre de 2009, nadie había sido condenado bajo esta Ley, las posibilidades de las víctimas 
de conocer la verdad de lo que les pasó, a ellas y a sus familiares, han estado restringidas en su mayor 
parte a lo revelado en las versiones libres y no se ha reparado a nadie como consecuencia de los pro-
cedimientos de la Ley.19 

Varios de los extraditados como Salvatore Mancuso,20 Diego Fernando Murillo21 y Miguel Ángel Mejía Múnera,22 se sustra-
jeron de declarar en el marco de la Ley 975 por la falta de garantías y efectividad.

j.	 Homicidio a la población civil

Durante el año 2009 se registró, al igual que en las publicaciones anteriores de Un Llamado Profético, un aumento y un 
mayor número de casos por el delito de homicidio contra personas pertenecientes a iglesias cristianas evangélicas por 
presuntos grupos paramilitares con 10 violaciones (casos 6, 7, 9, 10, 11, 12). Para el caso de los grupos guerrilleros se re-
gistró una violación y otra de las fuerzas regulares del Estado. Por enfrentamientos entre los grupos armados se conocieron 
tres violaciones y dos más por grupos sin identificar.

19	 Informe anual de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de derechos humanos en Colombia, § 81.
20	 Disponible: http://colombia.indymedia.org/news/2009/10/107117.php 
21	 Disponible: http://colombia.indymedia.org/news/2009/09/107066.php 
22	 Disponible: http://colombia.indymedia.org/news/2009/10/107136.php 
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k.	 Desaparición forzada

La desaparición forzada sigue siendo una de las violaciones a los derechos humanos que continúa presentándose en el 
país. Las víctimas de desaparición forzada son principalmente hombres jóvenes de escasos recursos o desempleados que 
habitan en áreas urbanas marginales o zonas rurales aisladas. 

El informe de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos afirma que: 

A diciembre de 2009, el Registro Nacional de Desaparecidos había identificado 37.300 casos, de los 
cuales casi 10.000 correspondían a casos de desaparición forzada. La mayoría de estos casos perma-
necen en la impunidad, sin resolver ni identificar perpetradores y móviles.23 

Uno de los casos registrados fue cometido por presuntos grupos paramilitares contra un pescador por la pérdida de una 
carga de mercancía en Buenaventura, Valle del Cauca (caso 16). También se registró una desaparición forzada por parte 
de presuntos miembros de la Sección de Policía Judicial (Sijin), con ausencia de respuesta por parte de Sijin y Fiscalía en 
Medellín, Antioquia (caso 18).

l.	 Desplazamiento forzado

El desplazamiento forzado constituye una de las peores manifestaciones de la crisis humanitaria, y durante el año 2009 se 
mantuvo en aumento por la degradación del conflicto armado interno que afecta directamente a la población civil.

Aunque la política pública plantea avances significativos respecto a la garantía de los derechos a la población en situación 
en desplazamiento, su orientación no lleva a la estabilización socioeconómica de las familias ni a la superación de la situa-
ción de desplazamiento. Durante 2009, la Corte Constitucional expidió el Auto 008 en el que se afirma la persistencia del 
“estado de cosas inconstitucional” con respecto al desplazamiento, y se destaca la ausencia de políticas públicas eficaces 
para prevenirlo. 

Las iglesias cristianas evangélicas siguen sufriendo el desplazamiento forzado por presuntos grupos paramilitares y guerri-
lleros (casos 10, 31, 36,37, 38, 39 y otros).

Se registró la continuidad de los desplazamientos masivos o colectivos en distintas regiones del país, y específicamente 
en aquellas que se encuentran ubicadas en zonas de hostilidades permanentes. En 2009, las iglesias cristianas evangélicas 
 

23	 Informe anual de la Alta Comisionada de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos sobre la situación de derechos humanos en Colombia, § 53.
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identificaron los siguientes casos como violaciones a los derechos humanos e infracciones al Dih por desplazamientos 
masivos los siguientes casos:

•	 Por la disputa entre grupos paramilitares (Los Paisas y Rastrojos contra Águilas Negras) se desplazaron 62 familias 
de Tierralta, Córdoba (caso 40).

•	 Después del asesinato de un líder de comunidades en situación de desplazamiento, presuntos paramilitares des-
plazaron a dos familias en Montería, Córdoba (caso 41).

m.	 Amenazas individuales y colectivas

Durante 2009, el Cinep afirmó que se registraron de manera progresiva amenazas individuales y colectivas, usando como 
modus operandi los panfletos. 

En el informe De los ‘Falsos Positivos’ a la intolerancia social y las amenazas colectivas, el Cinep planteó que esta situación 
se ha presentado en 24 departamentos del país. También señaló:

El presunto responsable de los hechos en el 98 por ciento de los casos es atribuido a grupos paramili-
tares y el 2 por ciento restante a la participación y/o colaboración de miembros de la Policía Nacional en 
asocio con paramilitares. Los principales sectores amenazados son: habitantes de la calle, trabajadoras 
sexuales, vendedores y consumidores de droga, jóvenes, delincuentes, homosexuales, trabajadores, 
pobladores de los municipios y barrios amenazados.24 

El año pasado se registraron casos por amenaza contra las iglesias cristianas evangélicas por presuntos grupos guerrilleros 
(casos 15, 21, 48, 49, 62 y otros), pero, en la mayoría de los casos, se identificaron como presuntos responsables a los 
grupos paramilitares (casos 1, 19, 22, 25, 29, 32, 46, 53, 56, 57, 64, 65 y otros).

n.	 Discriminación e intolerancia religiosa

Durante el periodo comprendido en este reporte, se siguieron registrando violaciones a la libertad e igualdad religiosa y de 
cultos a través de distintas modalidades (casos 9, 10, 17, 44, 50, 56, 57 y otros). 

Aunque para la opinión pública y la sociedad en general todavía son invisibilizadas las violaciones de derechos humanos 
por intolerancia religiosa, el Informe de Christian Solidarity Worldwide (2009) afirma que:

24	 Cinep (2009) De los ‘Falsos Positivos’ a la intolerancia social y las amenazas colectivas, p. 3. 
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Mientras que es indiscutible que muchos cristianos en Colombia ejercen sus derechos de asamblea 
y culto libremente, la realidad diaria para un porcentaje significativo de cristianos colombianos es muy 
diferente (…). A lo ancho y largo del país, iglesias han sido clausuradas y actividades religiosas prohibi-
das por orden de grupos armados, comunidades enteras de cristianos han sido desplazadas, pastores 
y líderes cristianos han sido marcados para ser asesinados; y en muchos casos estas amenazas han 
sido cumplidas.25

Entre las razones por las cuales se discriminan las iglesias cristianas evangélicas se encuentra la posición asumida por 
pastores y líderes eclesiales al no participar y cooperar con los grupos armados. Por esta razón, estos grupos perciben a 
las iglesias como un desafío a su autoridad y control del territorio; y las prácticas de las iglesias, como la evangelización, 
ocasionan deserciones y conversión de los miembros de estos grupos a la fe cristiana (casos 42, 43, 44, 45 y otros).

o.	 Uso y reclutamiento de niños y niñas

El reclutamiento forzado y la vinculación de niños, niñas y adolescentes al conflicto armado se han convertido en unas de 
las situaciones de mayor recurrencia en las diferentes zonas del país en los últimos años, dadas las dinámicas de recluta-
miento que en principio eran propias de las zonas rurales y que se han extendido a las urbanas, especialmente en aquellos 
sectores de mayor vulnerabilidad social. 

En su informe 2009, el Secretario General de las Naciones Unidas26 reportó cómo continúa el reclutamiento de niños y niñas 
por parte de las Farc-Ep en los departamentos de Antioquia, Arauca, Caquetá, Cauca, Chocó y Guaviare. En el caso del Eln, 
esta guerrilla ha concentrado sus acciones de reclutamiento en los departamentos de Nariño, Putumayo, Santander, Sucre, 
Valle del Cauca y Vaupés. 

Los grupos paramilitares y los conformados luego de la desmovilización continuaron amenazando y reclutando niños y 
niñas en diferentes regiones del país. 

Durante 2009 se identificó el caso en que presuntos grupos paramilitares al servicio de alias “Don Mario” buscaban reclu-
tar con incentivos al hijo de una pastora en San Pedro de Urabá, Antioquia (caso 26). Aunque la fuerza pública no recluta 
formalmente a niños, niñas o jóvenes, se ha denunciado constantemente su utilización para labores militares como infor-
mantes, en actividades de inteligencia y propaganda, y campañas cívico-militares. 

25	 Christian Solidarity Wordwide (2009) Reporte Colombia: libertad religiosa y libertad de conciencia, New Malden, p. 3.M
26	 Informe del Secretario General sobre los Niños y el Conflicto Armado en Colombia, S/2009/434. 28 de agosto de 2009. Disponible en: http://dac-

cess-ods.un.org/access.nsf/Get?Open&DS=S/2009/434&Lang=S&Area=UNDOC 	
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En 2008, la Corte Constitucional estableció mediante el Auto 251 los parámetros generales que deben seguir las institucio-
nes del Estado para la ejecución de un programa diferencial de atención a niños, niñas y adolescentes que se encuentran 
en condición de desplazamiento. Al respecto, la Coalición contra la Vinculación de Niños, Niñas y Jóvenes al Conflicto 
Armado en Colombia (Coalico) observó que el programa piloto de prevención al reclutamiento impulsado por el Gobierno 
en el departamento de Putumayo, no respondió suficientemente a dicha problemática y no involucró activamente a las 
organizaciones de la sociedad civil en terreno. Si bien es cierto que se abrió un espacio a nivel nacional desde la sociedad 
civil para establecer ciertas recomendaciones sobre los componentes y alcances del Auto 251, estos no fueron tenidos en 
cuenta para la implementación del programa. 

A finales del año 2009, la Corte Constitucional se pronunció a favor de la objeción de conciencia al servicio militar obliga-
torio a partir de la acción ciudadana y la demanda a la Ley 48 de 1993 presentada por distintas organizaciones.27

p.	 Extorsión

Durante 2009 se siguió presentando la extorsión como una forma de control social y de financiación de los grupos armados. 
Se identificó un caso en el que presuntos grupos guerrilleros extorsionaron a una líder eclesial en Puerto Rico, Caquetá 
(caso 54).

27	 Disponible en: http://www.semana.com/noticias-linea-ciudadana/cuando-puede-usar-objecion-conciencia-para-no-prestar-servicio-militar/130668.
aspx
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Capítulo 2.

Situaciones de violencia política

Este capítulo se compone de tres secciones las cuales presentan los casos recopilados durante el año 2009 como testi-
monio de los impactos del conflicto armado a las iglesias cristianas evangélicas. 

La primera sección presenta 69 casos que contribuyen a la memoria histórica de las víctimas y a la acción de la impunidad 
del año 2009. La segunda recopila los casos ocurridos en un periodo anterior al 2009, es decir, entre 1997 y 2008, en el 
que los casos fueron documentados. Por último, la tercera sección presenta aquellos casos referenciados en la publicación 
actual que aparecen en versiones anteriores de Un Llamado Profético.

Casos 2009

a.	 Homicidio

Caso 1: homicidio, herido, amenaza y desplazamiento.

Víctimas: Perry Rentería, Lesti Rentería, Fileston Rentería, 
esposa de Perry. Iglesia Hermanos Menonitas.
Fecha: 29 de abril de 2009.
Lugar: Istmina, Chocó.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Perry Rentería, de 28 años, 
casado. Con su esposa tuvieron un hijo. Trabajaba como 
mototaxista. Los paramilitares le dijeron que él debía tra-
bajar para ellos. Estuvo conduciendo para ellos por un 

tiempo, pero un día no quiso continuar haciendo este 
“favor”. El 29 de abril de 2009, a las 10 de la noche, los 
paramilitares llegaron a la casa de Perry y delante de su 
esposa e hijo lo ejecutaron. También hirieron gravemente 
en el vientre a la esposa, quien estuvo en estado de coma 
pero logró superar dicho estado. 

Perry Rentería es hijo de María Benita de Gutiérrez de la 
Iglesia Hermanos Menonitas de Istmina. Ella tiene 10 
hijos más. Después del asesinato de Perry, los mismos 
paramilitares amenazaron de muerte a sus hermanos Lesti 
y Fileston Rentería si ellos no trabajaban para ellos, por 
esta situación tuvieron que desplazarse a otro pueblo del 
Chocó y esconderse, ya que las amenazas continuaron.
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Caso 2: homicidio.

Víctima: Rafael Ramírez Castro de la Iglesia Alianza 
Cristiana.
Fecha: 14 de mayo de 2009.
Lugar: San Vicente del Caguán, Caquetá.
Presuntos responsables: sin información.

Descripción de los hechos: Rafael Ramírez Castro, de 40 
años, casado con Ismelda Escaspeta Roso quien asiste 
a la Iglesia Alianza Cristiana, con quien engendró a sus 
cuatro hijas, una mayor de edad, y dos hijos menores de 
edad. La víctima trabajaba como mototaxista, labor con 
la que sostenía a su familia. Un hombre joven solicitó su 
servicio para que lo transportara y después Rafael apare-
ció muerto a las afueras del municipio, cerca de las seis 
de la tarde el 14 de mayo de 2009. La viuda manifestó 
que su esposo nunca había recibido amenazas y le parece 
increíble que lo hayan asesinado por el simple hecho de 
ser mototaxista. Lo que más le duele es que el asesinato 
de su esposo quede en la impunidad y que tenga que 
comenzar a buscar medios de subsistencia para ella y sus 
hijos e hijas, puesto que el único que aportaba para los 
gastos del hogar era Rafael. 

En el municipio de San Vicente del Caguán, en los últi-
mos días se vienen presentando asesinatos y amenazas 
por parte de grupos aún no identificados. Es importante 
tener en cuenta que esta municipalidad fue el epicentro 
de la antigua zona de distensión, durante el Gobierno de 
Andrés Pastrana (1998-2002), en la cual se desarrolla-
ron diálogos de paz con la guerrilla de las Farc-Ep. La 
zona tiene presencia guerrillera desde hace muchos años, 
donde operan dos frentes de las Farc-Ep, hay presencia 
paramilitar y de las Fuerzas Armadas. Al cierre de este 
informe, en diciembre de 2009, se informó que las Farc-
Ep, habían declarado un paro armado.

Caso 3: homicidio.

Víctimas: Besaído Acosta Benítez (Líder Eclesial). 
Asociación de Iglesias Evangélicas del Caribe (Aiec).
Fecha: 20 de mayo de 2009.
Lugar: Montelíbano, Córdoba.
Presuntos responsables: sin información. 

Descripción de los hechos: Besaído Acosta Benítez, ca-
sado, con seis hijos entre los 7 y los 22 años. Besaído 
se encontraba jugando ajedrez con algunos amigos en el 
lugar donde trabajaba, cuando hombres desconocidos y 
armados que se movilizaban en un carro, se detuvieron y 
le propinaron cuatro disparos. Besaído murió al instante. 

Él era un hombre de negocios, había mantenido un es-
tablecimiento de comercio en el mercado central de 
Montelíbano durante 15 años. También había organizado 
una asociación de pequeños comerciantes, en la cual fue 
elegido varias veces para presidirla. Años atrás tuvo par-
ticipación en el Concejo Municipal, sin mucho éxito. Era 
miembro activo de la Iglesia y de acuerdo al testimonio de 
su Pastor, Besaído había jugado un papel muy importante 
en la fundación de una nueva iglesia a las afueras de la 
ciudad ocho años atrás, y junto a su familia, había traba-
jado sin descanso para extender la obra de la iglesia allí 
donde se encontraba ubicada.

Caso 4: homicidio.

Víctimas: Jhon Jairo Martínez Vides (defensor 
de derechos humanos).
Fecha: 28 de junio de 2009.
Lugar: Montería, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares. 
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Descripción de los hechos: Jhon Jairo Martínez Vides te-
nía 37 años y estaba casado con Olga Isabel Hernández 
de 28 años con quien tenía tres hijos: Felipe,* 9 años; 
Constanza,* 7 años; y Mireya,* 2 años. Jhon estaba dedi-
cado al liderazgo comunitario y a la actividad agrícola, se 
había convertido en líder de comunidades desplazadas. 

El día 28 de junio a las 7 de la noche cuatro hombres 
armados, presuntos miembros de las Autodefensas Gai-
tanistas de Colombia, llegaron a la casa de Jhon Jairo 
y lo ejecutaron. Los hombres tocaron la puerta de Jhon y 
pidieron que les prestara su moto, él sin salir de la casa les 
respondió que no tenía gasolina. Los hombres entonces le 
pidieron que su esposa les vendiera un minuto de celular 
y que Jhon les regalara agua, a los cual Jhon accedió 
puesto que conocía a las personas por haber hablado con 
ellos días antes. Les abrió la puerta y cuando salió para 
abrir el candado de la cocina y sacar el agua, le propinaron 
el primer disparo, cayendo en los brazos de su compañera 
quien venía de buscar el celular y fue cuando le propinaron 
un segundo disparo, dándose a la fuga posteriormente. 

Se cree que los hombres asesinaron a Jhon Jairo a pe-
tición de un ganadero que lo había amenazado en varias 
ocasiones. Jhon Jairo había denunciado ante la Fiscalía 
de Montería y ante un periodista del periódico El Meridia-
no de Córdoba, que estaba siendo amenazado por un ga-
nadero que tenía ganado cerca a las parcelas El Quindío, 
dándoles el nombre de quien lo amenazaba. 

Jhon Jairo Martínez era líder comunitario, junto con otras 
personas como Amada Hernández, de la población en 
situación de desplazamiento asentada sobre el predio de-
nominado El Quindío. Esta población de aproximadamen-
te 45 familias, procede de la vereda de Murmullo Medio 

en el corregimiento de Batata, municipio de Tierralta. En 
1996 fueron víctimas de desplazamiento forzado masi-
vo, por los combates que se realizaban en la zona entre 
grupos guerrilleros y paramilitares, siendo reubicados en 
1998 en parcelas del predio El Quindío. Esta posesión 
se venía desarrollando de manera pacífica, hasta que la 
comunidad empezó a verse afectada aproximadamente a 
los cinco años de estar allí, ya que de manera malinten-
cionada y provocadora, fueron quemadas 61 hectáreas, 
sembradas en maderables de manera colectiva por la co-
munidad, sobre una extensión de tierra no ocupada por 
algunas de las familias beneficiarias de la adjudicación 
realizada por el Instituto Colombiano de Reforma Agraria 
(Incora) sobre el predio El Quindío. Esta situación se re-
pitió en mas de dos oportunidades, así como también con 
mucha frecuencia aparecían cortados los alambres con 
los que los moradores deslindaban sus parcelas. 

A todo este infortunio se le sumó el agravante que para el 
año 2006, en el mes de febrero aproximadamente, estas 
hectáreas de maderables fueron cortadas por unos inva-
sores que eran patrocinados por un señor de nombre Luis 
Serpa, el cual proveía a estos invasores –en su mayoría 
desmovilizados– de víveres y herramientas. Como conse-
cuencia de esta situación, se desarrolló un conflicto entre 
el mencionado señor y Jhon Jairo Martínez, líder de la co-
munidad. Jhon Jairo empezó a hacer los correspondientes 
reclamos por la perturbación a la propiedad y los perjuicios 
ocasionados con el corte de los robles que habían cultiva-
do colectivamente. En virtud de estos reclamos Jhon Jairo 
fue amenazado por el señor Luis Serpa, quien estaba inte-
resado en estas tierras, ya que por colindar con la ciénaga 
Betansí, se viene generando un fenómeno denominado por 
el Código Civil Colombiano como accesión, lo cual le ga-
rantizaba la extensión de la propiedad del terreno invadido. 

*	 Los nombres que aparecen marcados con asterisco han sido cambiados para proteger la identidad de las personas.
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El asunto de la perturbación fue solucionado definitiva-
mente, para lo cual fue necesario recurrir a las instancias 
nacionales, en razón a que desde lo local no se asumió un 
compromiso serio por parte de las instituciones corres-
pondientes, así como tampoco de la situación de riesgo 
del líder, el cual fue finalmente asesinado. 

Jhon Jairo era hermano de Jorge Martínez Vides, quien 
también fue amenazado el año pasado y tuvo que salir 
desplazado nuevamente (caso 43, LP 4), y Olga Hernán-
dez es sobrina de Azaél Hernández, que también fue desa-
parecido el año pasado (caso 19, LP 4), la mayoría de su 
familiares salió desplazada (caso 37, LP 4), y tuvo que 
reubicarse en otra zona. 

Después del asesinato de Jhon Jairo ningún ganadero 
quería comprar pasto de la comunidad, situación que 
puso en riesgo a las familias, considerando que la siem-
bra y venta de pasto era prácticamente la única fuente de 
ingresos.

Caso 5: homicidio, amenaza e intolerancia religiosa.

Víctimas: Manuel Camacho, Gloria Isabel Hernández 
(Pastora). Iglesia Movimiento Misionero Mundial.
Fecha: 21 de septiembre de 2009.
Lugar: San José del Guaviare, Guaviare.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Manuel Camacho, de 38 
años, casado con Gloria Isabel Hernández, pastora, con 
quien tuvo un hijo y una hija. Se desempeñaban como 
familia pastoral en esta zona. La guerrilla de las Farc-
Ep había cambiado el comandante para la región a quien 
casualmente Manuel y Gloria se encontraron después de 
una jornada de predicación en una de las veredas. “Sí he 
escuchado de Usted, y demasiado”, dijo este guerrillero 

luego de que el Pastor le preguntara si el nombre de Ma-
nuel Camacho le era familiar. “Sé que han desobedecido 
a la orden de no continuar predicando y debido a esto, 
Usted y su iglesia deben pagar dos millones de pesos 
en el plazo de una semana”. Conmocionados al recibir 
la noticia aquel jueves, esta pareja le dejó claro al líder 
guerrillero que ellos no podrían tomar esta decisión sin 
antes consultarle a los miembros de la Iglesia, además, 
seguirían hablando de las Buenas Nuevas a pesar de las 
amenazas. El comandante no se esperaba el coraje y fir-
meza de esta pareja y decidió darles un plazo corto para 
que dieran la respuesta, así también les advirtió que la 
prohibición seguía vigente y solamente se autorizaba te-
ner reuniones en las casas. 

Los días siguientes fueron muy oscuros para los feligreses 
de la congregación quienes no conciliaban una posición 
unánime, puesto que algunos de ellos estaban de acuerdo 
en pagar el dinero argumentando que era mejor esta op-
ción y no dar motivos para que mataran al Pastor Manuel. 
“Si no entregamos el dinero, nos pueden matar al Pastor 
y no queremos estar sin él”. Sin embargo, Manuel y su 
esposa se negaron a hacerlo: “No podemos entregarles 
dinero de Dios para la guerra”, dijeron. Manuel agregó: 
“Yo estoy dispuesto a ser entregado en el momento que 
Dios lo decida, si Él lo quiere, así me esconda o trate de 
impedirlo, mi muerte sucederá”. 

Después de un diálogo extenso se tomó la decisión de 
ceder a las peticiones de la guerrilla. Aquel domingo an-
tes de entregarle el dinero al comandante quien estuvo 
de visita por Choapal, Gloria le explicó que la situación 
económica era muy complicada para ellos como cam-
pesinos y dos millones de pesos era demasiado, aún, 
uniéndose para pagar todos los miembros de la iglesia. 
“Un hermano nos prestó un millón y todos nos compro-
metimos a devolverlo, pero no podemos dar más”, dijo 
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Gloria. También le propuso pagar la cuota con trabajo o de 
otra manera que no fuera dinero, pero la respuesta no fue 
satisfactoria pues aceptó reducir la cantidad a la mitad, 
pero no permitió negociar con la segunda propuesta. Un 
poco más osado, Manuel le insistió con entereza en el 
permiso para realizar una campaña evangelística en una 
vereda cercana. Al verse tan presionado por este ministro 
y por los hermanos que lo acompañaban, aquel subversi-
vo les confesó que esa decisión no podría ser tomada sin 
consultarla antes con sus superiores. Fue así que parte 
de los líderes de la Iglesia junto con la pareja pastoral, 
se repartieron por equipos en diferentes veredas. Un gue-
rrillero al escuchar esto dijo a una de las personas que 
participarían en la campaña evangelística: “Esos evangé-
licos se han vuelto una plaga, les decimos que se queden 
quietos y ahora están esparcidos por todo lado hablando 
de tonterías y predicaciones...”. Esto los limitó a realizar 
la campaña evangelística sin la autorización que nunca 
llegó, ni siquiera la respuesta. 

El ambiente estaba aparentemente normal y a pesar de las 
restricciones se estaba predicando de manera personali-
zada, pero a los días siguientes el Pastor Manuel recibió 
una nota en la que se le notificaba una visita al otro día a 
su casa por parte del comandante. En medio de la coti-
dianidad, llegaron dos hombres, uno se sentó al lado de 
Gloria y le preguntó si tenía gasolina dentro de un tarro 
grande que él estaba señalándole, cuando ella se dispuso 
a explicarle, escuchó los 6 disparos que le propinó el otro 
guerrillero en la cara a Manuel. Allí estaban sus dos hijos 
presentes aunque no lo pudieron ver directamente en el 
momento del asesinato, al igual que su madre escucharon 
el sonido de los disparos. 

Manuel, su esposa, su hija y su hijo llevaban ocho años 
viviendo en Choapal y aproximadamente cuatro años 
como pastores. Tres años antes un grupo de guerrilleros 

los visitaron para pedirles que abandonaran su trabajo 
como pastores. Al parecer las amenazas comenzaron por-
que pobladores de la zona y algunos miembros del grupo 
guerrillero se convirtieron en cristianos.

Caso 6: homicidio. 

Víctimas: Marco Fidel Suárez Moreno (líder eclesial). 
Asociación de Iglesias Evangélicas del Caribe (Aiec).
Fecha: 24 de julio de 2009.
Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Marco Fidel Suárez More-
no, de 42 años de edad estaba casado con Elcy Ramos 
con quien tenía cuatro hijos entre las edades de 11 a 22 
años. Pertenecía y era líder de la Iglesia Galacia (de la 
Aiec), vereda Nuevo Paraíso, corregimiento de Santa Fe 
de Ralito. 

El día 24 de julio, alrededor de la 11:20 de la mañana 
en la anterior zona de ubicación, corregimiento de Santa 
Marta, en los límites de las veredas Canutillal y Pueblo 
Cedro, cuatro hombres armados, presuntos paramilitares 
Águilas Negras, que se desplazaban en motos, asesinaron 
a tiros a Marco Fidel cuando salía de una finca donde 
había ido a pesar un ganado. 

Marco fue concejal del Municipio de Tierralta de 1998 
a 2000 y se desempeñó como presidente de la Junta de 
Acción Comunal del corregimiento de Santa Fe de Ralito 
y de la vereda Las Aguaditas. Para la fecha de su asesi-
nato era concejal de Montería y Conciliador en Equidad 
activo, formado por la Mapp-Oea después del proceso 
de desmovilización, además trabajaba en la ganadería y 
agricultura.
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Descripción de los hechos: miembros de un grupo com-
batiente causaron la muerte de Doris Astrea* de 4 años, 
María Eugenia de 19 y Gustavo Andrés Parra* de 2, des-
pués de que estos encontraron una granada y la manipula-
ron. En el mismo hecho resultaron heridos Manuel* de 11 
años, quien perdió la vista, y Octavio* de 22 meses, quien 
perdió sus dedos. Todas las víctimas pertenecen a familias 
miembros de la Iglesia. Los hechos se presentaron luego de 
los enfrentamientos entre la guerrilla y el Ejército.

Caso 9: homicidio.

Víctimas: Rafael Velásquez (Pastor). Iglesia Cuadrangular.
Fecha: 6 de septiembre de 2009.
Lugar: Montelíbano, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Rafael Velásquez estaba ca-
sado con Ángela Durando y no tenían hijos. Él era Pastor 
de la Iglesia Cuadrangular. Además de ser Pastor, comer-
cializaba con electrodomésticos menores en las veredas 
vecinas de Marañonal. 

El domingo 6 de septiembre a las 10 de la noche, tres 
hombres armados y encapuchados llegaron a la casa 
donde vivía el Pastor y sin mediar palabras le dispararon 
causándole la muerte de inmediato. En la casa se encon-
traban su esposa y seis jóvenes de la Iglesia que trabaja-
ban con él. El pastor Rafael no había recibido amenazas 
anteriormente. 

La vereda está relativamente cerca del corregimiento Los 
Córdobas, de donde salió desplazado por amenazas el 
pastor Rafael Carpio (caso 30) y luego otras familias. En 
esta zona, donde fue asesinado el pastor Rafael Velás-
quez, había una disputa territorial entre Águilas Negras 
y Los Paisas, grupos paramilitares. Si alguien entraba o 

Caso 7: homicidio.

Víctimas: Marcial Ávilez (educador) y Augusto Ávilez.* 
Iglesia Cuadrangular.
Fecha: 10 de agosto de 2009.
Lugar: Puerto Libertador, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Marcial Ávilez, profesor, y su 
hijo Augusto* salieron de su casa a las cinco de la maña-
na hacia un terreno que estaban cultivando. En el camino 
estaban dos hombres, presuntamente pertenecientes a un 
grupo paramilitar rearmado. Estos hombres dispararon 
cinco veces contra Marcial y seis veces contra su hijo. 
La comunidad se enteró después de que fue un caso de 
error en la identidad de los asesinados; los presuntos pa-
ramilitares estaban esperando a otro hombre que viajaba 
en una motocicleta color rojo, por ello cuando vieron a 
Marcial y a su hijo conduciendo una moto de ese color, 
los asesinaron. 

“Algo que realmente nos preocupa y de lo cual nos gus-
taría ver cambios es la relación entre los paramilitares y el 
Ejército. Si el Ejército estuviera realmente combatiendo a 
esos grupos sería diferente. No es fácil vivir en esta área, 
más cuando esto pasa a diario. Tampoco podemos hablar 
de esto porque es peligroso...”, relató uno de los habitan-
tes de esta zona.

Caso 8: homicidio y herido.

Víctimas: Doris Astrea,* María Eugenia, Gustavo Andrés 
Parra,* Manuel* y Octavio.* Iglesia Unión Misionera.
Fecha: 30 de agosto de 2009.
Lugar: Toribío, Cauca.
Presuntos responsables: combatientes.
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salía de una de las veredas en donde alguno de los gru-
pos estaba, el otro grupo le acusaba de colaborador o 
informante. La familia paterna del pastor Rafael vive en 
un barrio que se llama Cancún, en situación de pobreza 
y hacinamiento.

Caso 10: homicidio, tortura, amenaza, herido
y desplazamiento.

Víctimas: Aurelio Contreras* (Pastor), Daniela 
Bermúdez,* Mireya Contreras,* Esmeralda Contreras,* 
Hernando Contreras,* Daniel Benavides,* Micaela 
Fernández,* Linda Benavides,* Sofía Benavides,* Helena 
Benavides,* Walter Benavides* y Mónica Benavides.* 
Iglesia Interamericana de Colombia.
Fecha: 16 de octubre de 2009.
Lugar: Caucasia, Antioquia.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Aurelio Contreras,* de 50 
años de edad, pastor, estaba casado con Daniela Bermú-
dez* de 48 años con quien tuvo tres hijos: Mireya* de 30 
años, casada y con cinco hijos; Esmeralda* de 28 años, 
casada; y Hernando* de 19 años. La familia había regre-
sado a su casa después de un culto en la iglesia. El pastor 
evangelista, Daniel Benavides* de 39 años, casado con 
Micaela Fernández,* con quien tiene cinco hijos (Linda* 
de 8 años, Sofía* de 6 años, Helena* de 4 años, Walter* 
de 2 años y Mónica* de 8 meses), también estaba en la 
casa del pastor Aurelio Contreras.* 

Aproximadamente las 9:30 de la noche, unos diez minutos 
después de haber terminado un culto en la iglesia, llegaron 
tres hombres armados, uno de ellos encapuchado, a la casa 
del pastor Aurelio Contreras* preguntando por él. El pastor 
Daniel Benavides,* quien atendió la puerta, dijo que él no 
estaba, pero al presentarse el pastor Aurelio Contreras,* los 

hombres les amarraron, los llevaron a otro cuarto, maltra-
tándolos con palabras y golpes. Los hombres apuñalaron al 
pastor Aurelio Contreras* en la cara y en el cuello. Luego 
de robar unos celulares y unos 300.000 pesos que había 
en la casa, procedieron a asesinar al pastor Aurelio Con-
treras* con tres disparos en la espalda. Luego dijeron al 
pastor Daniel Benavides* que por el momento a él no lo 
iban a asesinar, pero lo intimidaron diciéndole que ellos 
lo conocían y él los conocía a ellos y que debía guardar 
silencio o irse de la zona. A la hija del pastor la amenazaron 
diciéndole que si denunciaba regresarían y los matarían a 
todos. Luego dos, de los tres hombres armados, asesinaron 
a otro miembro de la iglesia en su casa. 

El día después del asesinato apareció un volante en la 
iglesia diciendo que habían matado al Pastor “por sapo” 
(informante). Las familias del pastor Aurelio* así como la 
del pastor Daniel* salieron desplazadas. 

Según testigos locales se cree que el Pastor fue asesina-
do porque un mes antes, el 15 de septiembre, un grupo 
de paramilitares rearmados, Águilas Negras, entraron a 
Villa del Socorro por la noche y efectuaron una masacre. 
Muchos miembros de la comunidad acudieron a la igle-
sia, que estaba en pleno culto, donde varios heridos, entre 
ellos personas menores de edad, fueron atendidos por el 
Pastor y otros miembros de la iglesia. El Pastor también 
llamó a la Policía, que llegó horas después para atender a 
los heridos y hacer el levantamiento de los cadáveres. Se 
cree que esto causó el enojo del grupo Águilas Negras, 
resultando en el asesinato del Pastor. 

La zona del Bajo Cauca Antioqueño fue testigo de un in-
cremento de violencia en los primeros meses de 2009, en 
gran parte por una disputa entre varios grupos paramilita-
res rearmados, entre ellos, las Águilas Negras, los Paisas 
y los Rastrojos. 
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Para la fecha de la documentación, en la zona se encon-
traban varios pastores amenazados.

Caso 11: homicidio y desplazamiento.

Víctimas: Jaime León,* Martha* y Fernanda León.* 
Iglesia Interamericana de Colombia.
Fecha: 16 de octubre de 2009.
Lugar: Caucasia, Antioquia.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Jaime León,* de 40 años de 
edad, campesino de Villa del Socorro, casado con Mar-
tha* con quien tenía una hija, Fernanda León* de 12 años 
de edad, fue asesinado a tiros en su casa luego de que 
dos hombres armados, identificados por testigos como 
miembros del grupo paramilitar rearmado Águilas Negras, 
ingresaran a su casa. Estos hombres minutos antes, ha-
bían asesinado al pastor Aurelio Contreras* (caso 10). La 
esposa de Jaime León* y su hija se vieron obligadas a 
desplazarse.

Caso 12: homicidio.

Víctimas: Evangelista Pastrana. Asociación de Iglesias 
Evangélicas del Caribe, (Aiec).
Fecha: 7 de noviembre de 2009.
Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Evangelista Pastrana, campe-
sino dedicado a las labores del campo y a la iglesia, ca-
sado con Emis Torreglosa, con quien tuvo tres hijos y una 
hija quienes están entre los 17 y los 23 años. Hombres 
pertenecientes a los paramilitares rearmados Los Paisas, 

llegaron a la vivienda del señor Evangelista Pastrana, ha-
cia las 7 de la noche, y lo asesinaron en presencia de su 
esposa e hijos. Esta familia campesina estaba en medio 
del fuego y la lucha por el control del territorio que hay 
entre Águilas Negras y Los Paisas. Al parecer el asesinato 
por parte de Los Paisas fue porque acusaban a Evangelista 
Pastrana de ser un supuesto colaborador de las Águilas 
Negras, situación que la misma familia y la comunidad 
desmienten. Toda esta comunidad está muy atemorizada 
toda vez que se rumora que hay una lista de personas que 
van a asesinar.

Caso 13: homicidio.

Víctimas: José Abel Palacios Rodríguez. Iglesia 
Pentecostal Unida de Colombia.
Fecha: 20 de noviembre de 2009.
Lugar: San Vicente del Caguán, Caquetá.
Presuntos responsables: Ejército.

Descripción de los hechos: José Abel Palacios Rodrí-
guez, de 50 años, era agricultor y líder comunitario de 
la región. Tenía un hijo de 19 años, Leonardo Palacios. 
Los hechos ocurrieron en límites entre San Vicente del 
Caguán y el Departamento del Meta. José Abel Palacios 
pasaba por un retén del Ejército, cuando algunos militares 
lo interceptaron y le dispararon. Quisieron hacer pasar a 
la víctima como un guerrillero dado de baja, pero al verse 
descubiertos por el hijo de la víctima, estos hablaron con 
la familia y les pidieron que no dijeran nada porque se 
habían equivocado. El Ejército reconoció los hechos. Se-
gún relató el hijo de José Abel, su padre no había recibido 
amenazas. En la zona había continua presencia guerrillera 
desde hace muchos años, y se desarrollaban permanen-
temente operaciones militares.
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Caso 14: homicidio y desplazamiento colectivo.

Víctimas: Sergio González y familiares. 
Fecha: 29 de noviembre de 2009.
Lugar: Montelíbano, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Sergio González, de 35 años, 
viudo, tenía un hijo menor de edad. Dedicado a las la-
bores agrícolas y a la iglesia, Sergio salió temprano una 
mañana a cortar un puño de arroz antes de irse para la 
iglesia, pero estando en el cultivo llegaron presuntos pa-
ramilitares y lo asesinaron. 

A raíz de esta situación, sus hermanos y familiares tuvie-
ron que salir desplazados hacia la cabecera municipal de 
Montelíbano. A principios de año, en esta zona, el pastor 
Rafael Carpio fue amenazado y tuvo que salir (Caso 30). 
Luego a mediados del año hubo un desplazamiento ma-
sivo de unas 200 familias que a los pocos días retornaron 
porque supuestamente la amenaza de los grupos de Águi-
las Negras ya había pasado.

b.	 Desaparición y secuestro

Caso 15: desaparición y secuestro, tortura, amenaza
y desplazamiento.

Víctimas: Ernesto Sandoval* (estudiante), Juan Pablo 
Sandoval,* Hortensia Gómez,* Estela Sandoval* y Miryam 
Sandoval.* Acompañamiento de la Iglesia Menonita.
Fecha: 24 de febrero de 2009.
Lugar: Bogotá, Distrito Capital.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Ernesto Sandoval,* 11 años 
de edad, vivía con su padre, madre y sus dos hermanas. 

Era estudiante. El padre de Ernesto,* Juan Pablo Sando-
val,* relató que: “A las 4:30 de la tarde mi hijo Ernesto* 
se fue a pie a la casa de un amigo del colegio para hacer 
tareas. El amigo vivía a unas 4 o 5 cuadras de nuestra 
casa. Yo le había dicho que volviera a la casa a las cinco 
de la tarde. A las cinco de la tarde no llegó. A las seis de 
la tarde todavía no había llegado, así que yo envié a su 
hermana Estela* a buscarlo en la casa de su amigo. Poco 
tiempo después llegó Estela* con la noticia que Ernesto* 
nunca había llegado a la casa de su amigo. Nosotros em-
pezamos a buscar a Ernesto* en la calle. Una señora en 
un café Internet nos contó que había visto dos hombres 
en un taxi recoger un niño. Luego descubrimos que de 
hecho ese niño era Ernesto* y que los dos hombres lo 
habían agarrado y forzado a entrar el carro, y como él es 
tan pequeño no pudo resistir. A las siete de la noche mi 
hermana (la tía de Ernesto*), recibió una llamada en don-
de un hombre le decía que tenía al niño. Como Ernesto* 
tenía todos los números de celulares de nosotros y nues-
tros familiares en un cuaderno con él, los hombres tenían 
acceso a esos números. 

El 25 de febrero de 2009, a las siete de la mañana, lle-
gamos a la Iglesia, muy mal. Comenzamos a orar con 
unas hermanas. A las diez de la mañana llegó el Pastor, y 
mientras estaba hablando con él, yo recibí una llamada. 
Un hombre me habló y me trató muy mal, con palabras 
feas y groserías. Yo puse mi celular en altavoz para que 
el Pastor pudiera escuchar. El hombre se identificó como 
el ‘Comandante Carranza del Frente 55 de las Farc-Ep’. 
Él me dijo: ‘Acá tenemos a su hijo, debe usted presen-
tarse y le devolvemos el niño. Si usted no lo hace se lo 
entregamos en una bolsa negra’. Y me dijo muchas pala-
bras feas, diciendo ‘Sapo, usted tiene que responder por 
nuestros compañeros muertos’. Pero entonces se cortó 
la llamada”. 
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Posteriormente recibieron otra llamada de estos hombres, 
en la que le decían que recogieran a Ernesto* en un muni-
cipio del departamento de Cundinamarca, sólo así lo en-
tregarían. Juan Pablo* acordó que su esposa, Hortensia,* 
viajaría en su lugar y el Pastor dispuso que un hermano de 
la iglesia la acompañara. 

Ellos llegaron a la plaza del municipio y allí encontraron 
a Ernesto* comiendo un helado. Tres hombres acompa-
ñaron a Hortensia* y su hijo de regreso a la ciudad donde 
vivíamos, los hombres se bajaron en un municipio an-
tes de llegar a la ciudad. Juan Pablo* relató finalmente: 
“Ernesto* tenía señales de que lo habían amarrado con 
cabuya de fibra en sus dos muñecas (manos) y en un pie. 
Él dijo que no fue golpeado. Dijo que los hombres lo for-
zaron a entrar en el taxi, y que iban en el carro por un buen 
rato, pasando por varios pueblos. A raíz de este incidente, 
tuvimos que cambiar de casa, cambiamos totalmente el 
barrio, cambiamos nuestros celulares, yo renuncié a mi 
trabajo porque no me podían garantizar la seguridad. Mis 
hijos viven con su tía y no asisten al colegio. Viven con 
mucho miedo de salir”. 

Juan Pablo Sandoval* y su familia habían sido amenaza-
dos en 2007 y desplazados forzosamente en 2008 (Caso 
51, LP 4).

Caso 16: desaparición, secuestro y amenaza.

Víctimas: Miguel Ospina, Julia Olarte, hija e hijo de 
Miguel y Julia. Iglesia Alianza Colombiana.
Fecha: 14 de julio de 2009.
Lugar: Buenaventura, Valle del Cauca.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Miguel Ospina, de 26 años, 
casado con Julia Olarte de 32 años, vivía con su hija e 

hijo, ambos menores de edad. Miguel trabajaba como 
pescador, en las noches salía a pescar cerca al puerto de 
Buenaventura. La esposa cree que los paramilitares le pi-
dieron a Miguel que les hiciera una “vuelta”, que consis-
tía en pasar una carga de mercancía de un puerto a otro. 
El cargamento cayó en manos de la Policía, pero todos los 
que iban en la embarcación lograron escapar. Estando en 
su casa, uno de los compañeros vino a buscar a Miguel, 
le dijo que tenían que ir a la tienda para hablar y tener una 
reunión. Él salió pero no regresó. Después Julia recibió 
una llamada de parte de los paramilitares, que le advirtie-
ron que a su esposo lo habían desaparecido y que ella no 
debía ni buscarlo ni denunciar, porque de hacerlo, ella y 
sus hijos correrían peligro. Sin embargo, ella denunció el 
caso ante la Fiscalía en la ciudad de Cali.

Caso 17: desaparición, secuestro y amenaza. 

Víctimas: Walter Arrollo (Pastor), Ángela Echeverry, 
Wanda Arrollo* y Eduardo Arrollo.* Iglesia Confraternidad. 
Fecha: 24 de septiembre de 2009.
Lugar: Barranquilla, Atlántico.
Presuntos responsables: Eln.

 
Descripción de los hechos: Walter Arrollo, casado con 
Ángela Echeverry, tenían dos hijos, una niña, Wanda,* 
de dos años, y Eduardo* de seis. Walter era pastor en 
Barranquilla, ejercía el ministerio carcelario. 

El 24 de septiembre de 2009, Walter salió junto con su 
familia hacia la ciudad de Cúcuta. Su esposa se encon-
traba embarazada. La familia desapareció, nunca llegó 
donde la familia que iban a visitar, lo único que encon-
traron de las pertenencias de la familia fue su maleta, 
con su Biblia y las cosas de su esposa y de su hija y su 
hijo. La familia de Walter denunció el hecho ante la Fis-
calía. También pidieron oración al equipo de la Confra-
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ternidad Carcelaria de Barranquilla para hallar al pastor 
Walter y su familia. 

El pastor Walter Arrollo fue un comandante del Eln. Fue 
capturado, juzgado y condenado a 60 años de prisión. 
Estando en la prisión, fue evangelizado por la Confra-
ternidad Carcelaria y en 1993 conoció al Señor. Desde 
entonces empezó un proceso de restauración y perdón. 
Luego fue discipulado por la Confraternidad Carcelaria de 
Barranquilla, porque fue llevado a cumplir su condena a 
la Penitenciaria de ese Distrito. En este lugar además de 
continuar su proceso de restauración y vincularse en el 
programa de Justicia Restaurativa, y Árbol Sicomoro, él 
llegó a ser líder cristiano de la cárcel y evangelista. Llevó 
a muchos guerrilleros a Cristo quienes dejaron de partici-
par en el conflicto. 

Estando en la cárcel, fue amenazado por predicar el 
evangelio a los guerrilleros. Posteriormente fue asignado 
como pastor principal de la Penitenciaria de Barranquilla. 
Con su trabajo, buen testimonio, estudio y demás activi-
dades, logró disminuir el tiempo de su condena, cumplió 
15 años en prisión y obtuvo el beneficio de la libertad 
condicional el primero de marzo de 2008. 

Al salir, continuó trabajando en la cárcel y evangelizando 
como pastor de la cárcel en Barranquilla. Su madre cuen-
ta que en una ocasión recibió amenazas del Eln, porque 
se había hecho cristiano y había dejado el grupo; además 
de esto, evangelizaba y llevaba a Cristo a muchos guerri-
lleros que ahora son siervos de Dios y están cumpliendo 
su condena en esta cárcel. A pesar de las intimidaciones 
para que no predicara, Walter jamás sintió que su vida 
corriera peligro.

Caso 18: desaparición y secuestro.

Víctimas: Freider Arturo Manera Osorio. Iglesia 
Interamericana de Colombia.
Fecha: 25 de octubre de 2009.
Lugar: Medellín, Antioquia.
Presuntos responsables: Sijin.

Descripción de los hechos: Freider Arturo Manera Osorio, 
casado con Martha Martínez, tenían un hijo y cuatro hijas: 
Johnny de 23 años, Katherine de 21, María de 21, y dos 
hijas menores de edad. 

El día de los hechos, aproximadamente a la una de la tar-
de, un grupo de seis hombres llegó en una camioneta 
color verde con vidrios polarizados, con la placa ITA 233, 
la cual cuando se reportó el caso a la Fiscalía, no aparecía 
registrada. Estos hombres se identificaron como miem-
bros de la Sijin, le dijeron a Freider que debía irse con 
ellos. Entonces, lo embarcaron en la camioneta y se lo 
llevaron. Los hombres iban vestidos de civil pero llevaban 
subametralladoras. 

A los 15 minutos de habérselo llevado, la esposa y su 
madre fueron a la Sijin, para saber si era verdad que ellos 
habían ordenado la detención de Freider, a lo que res-
pondieron que no había registro de detención ni orden de 
captura contra Freider. 

En seguida fueron a la Fiscalía para reportar el hecho de 
la desaparición. Allí les dijeron que debían esperar hasta 
que pasaran 24 horas para poder recibir la denuncia. Esta 
fue puesta, y hasta la fecha de la documentación no se 
sabía nada de Freider.
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c.	 Herido

Caso 19: herido, tortura y amenaza. 

Víctimas: Manuel Francisco Tordecilla Calderón (Pastor). 
Iglesia Centro Cristiano Siloé.
Fecha: 28 de enero de 2009.
Lugar: Puerto Libertador, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Manuel Francisco Tordecilla 
Calderón, de 37 años, casado con Marian Enith Romero 
Vega, de 31 años de edad, tienen cuatro hijos y una hija 
menores de edad. Es la familia pastoral de la comuni-
dad del lugar donde viven. La iglesia que pertenece a la 
Asociación de Iglesias Cristianas del Caribe, mantiene las 
puertas abiertas a la comunidad mediante el ofrecimiento 
de programas y cursos para obtener el diploma de secun-
daria (en el corregimiento sólo tienen escuelas primarias). 
También han ayudado a muchas familias desplazadas que 
han llegado al pueblo. 

El Pastor se había convertido en líder entre estas comu-
nidades. El 28 de enero de 2009, a las siete de la noche, 
el pastor Manuel salió de su casa para comprar algo de 
tomar en una tienda que se encontraba cerca. Al salir, un 
hombre extraño le llamó y le dijo “venga conmigo y no 
llame a nadie ni tampoco haga ningún tipo de ruido, usted 
va a morir esta noche”. El hombre llevó al Pastor hacia un 
callejón oscuro donde dos hombres estaban esperando. 
Ellos intentaron atarlo pero el Pastor protestó diciendo: “Si 
ustedes van a matarme y no tengo ninguna escapatoria 
¿por qué tienen que amarrarme?”. Los hombres llevaron 
al Pastor a las afueras del pueblo, donde le apuntaron con 
un arma, le golpearon y lo insultaron. Cuando el Pastor les 
preguntó por qué querían matarlo y quién les había dado 
la orden, ellos respondieron que fue uno de los “duros” 

[poderosos] que pertenecía a la mafia, presuntamente 
paramilitares, y que ellos iban a matarlo por haber sido 
un informante. A pesar de eso, después de dos horas de 
discusión, los hombres sorpresivamente acordaron que no 
tenían una razón suficiente para matar al Pastor. Ellos le 
dijeron que debía literalmente “perderse” y él huyó. 

Cuando el Pastor volvió a su casa, le contó a su familia lo 
que había sucedido. Ellos no se percataron de que algo 
extraño estuviera sucediendo, pensaban que el Pastor es-
taba visitando a algún miembro de la iglesia. El Pastor 
compartió también la situación con la iglesia, y aunque 
algunos aconsejaron a la familia abandonar el pueblo in-
mediatamente, el Pastor respondió: “Nosotros confiamos 
en Dios, y estoy seguro de que no hay una razón válida 
para matarme”. 

Una semana después, los hombres volvieron y le dijeron 
al Pastor que, por lo que ellos sabían, todo estaba bien y 
no había problema. Sin embargo, ellos le advirtieron que 
tuviera cuidado porque la persona que los había enviado 
quería perjudicarlo. Desde entonces el Pastor no ha reci-
bido ninguna comunicación de ellos. 

Algunas investigaciones fueron llevadas a cabo y ninguno 
de los grupos armados ilegales que tienen presencia en 
el área asumió la responsabilidad de las amenazas contra 
el Pastor. Esta era la tercera vez que el Pastor era objeto 
de amenazas, por ello asumieron este caso con mucha 
seriedad. Esto ha sido causa de angustia para la familia, 
particularmente para los hijos, quienes continuamente 
le preguntan si estos hombres lo van a matar. El pastor 
Tordecilla ha dicho que él seguirá liderando la iglesia, 
confiando en la protección de Dios. Él cree que a menos 
que Dios lo permita, nadie puede hacerle daño y dice que 
estará en el pueblo hasta que la voluntad de Dios dispon-
ga otra cosa (Caso 103, LP4).
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Caso 20: herido. 

Víctimas: una persona sin identificar.
Fecha: 31 de octubre de 2009.
Lugar: Toribío, Cauca.
Presuntos responsables: guerrilla – Ejército (combates).

Descripción de los hechos: Seis personas fueron heridas 
cuando fue lanzada una granada a una vivienda. Uno de 
los heridos, quien perdió la vista totalmente, hace parte 
de una familia cristiana del Centro de Amor y Fe y traba-
jaba como docente. Los hechos se presentaron luego de 
enfrentamientos entre la guerrilla y el Ejército.

d.	 Tortura

Caso 21: tortura y amenaza.

Víctimas: Zabaraim Fandiño Quitian. Acompañamiento de 
la Iglesia Menonita.
Fecha: 20 de enero de 2009.
Lugar: Bogotá, Distrito Capital.
Presuntos responsables: Farc-Ep

Descripción de los hechos: Zabaraim Fandiño Quitian, 
de 40 años, campesino, trabaja en agricultura y constru
cción. Casado con Neila Cruz Aguilar, con quien tuvo cin-
co hijos, que al momento de los hechos eran menores 
de edad. 

Cuando trabajaba en construcción en la Escuela de Po-
licía General Santander, Ernesto, el jefe de Zabaraim, le 
mandó comprar cuatro bultos de cemento hacia las once 
de la mañana. Zabaraim estaba llevando los dos últimos 
bultos de cemento en una carretilla y se detuvo para des-
cansar. Al hacerlo, se dio cuenta de que dos muchachos 
venían hacía él y le estaban mirando. Cuando pasaron por 

su lado, entre ellos dijeron: “Sí, él es”. Zabaraim entregó 
el cemento y siguió trabajando hasta el almuerzo. 

Luego, estaba caminando por la avenida General Santan-
der, aproximadamente a la una de la tarde, cuando venía 
desde atrás un carro cabinado oscuro que empezó a andar 
lentamente a su lado. El carro paró y él pensó que iba 
a dejar a alguien o a recoger a una persona. De repente 
un hombre le habló desde atrás diciendo que era del F2 
[ahora Sijin] y le dijo: “Tírese allá y no mire por ningún 
lado”. Él se metió, pensando que era alguien del Estado. 

Había tres personas en el carro, el que manejaba y dos 
hombre que iban atrás, con él. Estaba en el piso del carro, 
así que no veía por dónde iba. Pensando que ellos fueron 
del Estado, Zabaraim les decía que no tenía problemas 
con nadie. Ellos dijeron que más adelante alguien lo iba a 
identificar. Uno de los hombres era crespo y alto y el otro 
con rasgos indígenas. El primero fue quien le habló. 

Zabaraim sentía que pasaba por carreteras que no siempre 
fueron pavimentadas. A veces el automóvil se quedaba 
parado. En una de las ocasiones cuando el auto se detuvo, 
la puerta se abrió y Zabaraim vio la cara del guerrillero 
Pedro, del Frente 32 de las Farc-Ep de Putumayo. Al re-
conocerlo dijo: “Sáquenlo de acá”. Desde entonces supo 
que estaba en manos de la guerrilla. 

Pasó la noche del martes en el carro. El miércoles 21 de 
enero de 2009 recuerda que lo bajaron del carro cuando 
ya era madrugada. El carro se fue, dejándole con los dos 
hombres. Todo el día permaneció quieto, acostado en la 
tierra. El mismo carro regresó por la noche y los llevaron 
a otro sitio. Se quedaron a la orilla de una quebrada. Los 
hombres le pasaban un caucho negro y unas cobijas para 
dormir. El jueves 22 de enero de 2009, al amanecer, lo 
amarraron de una mano a un árbol. Permaneció así todo 
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el día hasta la noche, cuando lo soltaron y comenzaron 
a caminar. Zabaraim pensó que lo iban a matar. Cami-
naron por una finca, en silencio. Llegaron a un rastrojo, 
donde pasaron la noche. Allí lo amarraron de nuevo a un 
palo. Los hombres comieron, pero no le daban comida a 
Zabaraim, solamente agua de panela. Le dijeron que lo 
trataban así por no haber colaborado con ellos (Farc-Ep) 
en Putumayo trayéndoles la remesa (Caso 95), y que por 
esa razón ellos tuvieron que aguantar hambre y que ahora 
le iban a tratar igual, que no le iban a dar comida. 

El viernes 23 de enero de 2009, Zabaraim permaneció 
amarrado a un árbol toda el día. Por la noche los hom-
bres le empezaron a hablar. Le preguntaron por la esposa 
y por los hijos, pero él les contestó que se había separado 
con ellos y no sabía dónde estaban. Preguntaron si era 
capaz de estallar una bomba en donde trabajaba, en la 
Escuela de Policía o en otra parte. Él les dijo: “Ustedes 
ya saben que yo nunca he querido hacerle daño a nadie 
ni he querido que mis hijos me vean haciendo daño a 
nadie”. Entonces le dijeron: “Usted verá. El problema es 
suyo”. También le preguntaron si sabía manejar carro, a 
lo que les contestó que no. Después de las preguntas, los 
hombres le amarraron las dos manos detrás de la espalda 
y también lo amarraron de los pies a un árbol. “Pensé 
que mi iban a matar, pero luego no volví a escuchar a 
nadie y decidí intentar huir. Alcancé a bajar mis manos y 
subir mis piernas para pasarlas entre mis manos. Con mis 
manos en frente me solté del árbol. Luego me solté los 
pies y manos. La acción de soltarme, dejó sangrientas las 
muñecas y tobillos. Anduve por la noche y no encontré a 
nadie. Llegué a una carretera y seguía caminando, a la vez 
escondiéndome”, contó. 

El sábado 24 de enero de 2009, “seguí la carretera, 
siempre escondiéndome. Finalmente tenía tanta sed que 

decidí tocar la puerta de una casa y pedir agua. Me abrió 
una señora quien se asustó por mi apariencia, pero me 
ofreció agua y me dio permiso para sentarme en una 
alberca porque iba a llover. Allí duré entre una o dos ho-
ras, esperando a que lloviera. Llegó un señor en un ca-
rro blanco. La gente de la casa lo había llamado porque 
tenían sospechas por mi presencia. El señor se acercó y 
me empezó a hablar y a hacer preguntas. Yo tenía miedo 
de decirle qué me había pasado, pensando que él podría 
ser uno de ellos, así que le dije que me había perdido. 
Él me dijo que la gente de la casa sospechaba de mi 
presencia, y me ofreció a llevarme en su carro hasta la 
calle principal abajo. Yo le dije que no, que iba a volver 
por donde había venido. El dueño de la casa me regaló 
un caucho para la lluvia, yo salí caminando. Después 
de poco tiempo decidí devolverme a la casa y pedir al 
señor que llamara a la Policía. Al llegar y pedir eso, me 
dijeron que ya se había llamado a la Policía y que ya es-
taban llegando. Cuando llegó la Policía, uno llevaba un 
arma que no era fusil, era una arma corta de hartos tiros, 
me asustó porque nunca había visto a un Policía con 
una arma así. Pensaba que de pronto fueran guerrille-
ros vestidos como Policía. Sin embargo me aseguraron 
que eran Policías, y me fui con ellos. Fuimos caminando 
hasta donde encontramos otro carro manejado por la Po-
licía, el cual me llevó al Cai de Tocancipá. Así supe que 
estaba en Cundinamarca. Desde entonces la Fiscalía no 
ha querido aceptar mi denuncia sobre esos hechos”. 

Desde su juventud, Zabaraim ha sido regularmente mo-
lestado por la guerrilla de las Farc-Ep para que se una 
a ellos o les haga favores, pero él siempre ha rechazado 
sus ofertas y peticiones. En el año 2002 su hermano fue 
asesinado por las Farc-Ep por no colaborar con ellos, a 
los 22 años, y corto tiempo después su cuñado también 
fue asesinado por la misma guerrilla.
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e.	 Atentado

Caso 22: atentado y amenaza.

Víctimas: Antonio Muñoz* (defensor de derechos 
humanos), Verónica Pontevedra,* Penélope Muñoz 
Pontevedra,* Federico Muñoz Pontevedra,* Yesenia Muñoz 
Pontevedra* y Ana Muñoz Pontevedra.* Acompañamiento 
de la Iglesia Menonita.
Fecha: 1 de octubre de 2009.
Lugar: Bogotá, Distrito Capital.
Presuntos responsables: paramilitares - Inpec.

Descripción de los hechos: Antonio Muñoz,* de 45 años, 
es casado y tiene tres hijas y un hijo, todos menores de 
edad. Muñoz participó activamente en la defensa de los 
derechos humanos desde muy joven, con organizaciones 
barriales, juveniles, sindicales y, en los últimos años con 
organizaciones que defienden los derechos de las perso-
nas en situación de desplazamiento. 

Según relata la víctima: “La noche de los hechos, mien-
tras me dirigía hacia mi lugar de residencia, fui aborda-
do por dos sujetos en una moto, los cuales sin mediar 
ninguna palabra intentaron asesinarme y gracias a que la 
pistola que portaba el parrillero no le funcionó, salí ileso 
y en medio de groserías y maldiciones emprendieron la 
huida hacia el norte”. 

Antonio* dice que el hombre intentó disparar varias veces 
pero solamente sonó “clic, clic” y el arma no funcionó. 

“El 24 de noviembre, siendo aproximadamente las ocho 
de la mañana, al llegar a mi hogar la dueña de la casa me 
dijo que en la esquina había un sujeto con chaleco de 
motociclista, quien llevaba largo rato allí y no hacía sino 
mirar a la casa. Adicionalmente me dijo que había llama-

do a la Policía, pero que esta no se había hecho presente 
aún (...). Marqué al 123 [número único de Seguridad y 
Emergencias de Bogotá] y, luego de identificarme, so-
licité que se acercara una patrulla de la Policía, la que 
efectivamente luego de unos 15 minutos llegó (...)”. 

La Policía había requisado al sujeto, quien se movilizaba 
en una motocicleta, estaba armado y dijo ser miembro del 
Inpec. “Siendo las 9:42 de la mañana recibí una llamada 
(...) donde un sujeto me dijo: ‘Muy asustado mijo, unos 
son y otros parecen, usted tiene que echarse a la pena y 
entender que ya está muerto, dígale a su esposa que es 
una viuda más”. 

Al parecer las amenazas las recibió por parte de para-
militares del grupo denominado Águilas Negras, y están 
relacionadas con su activismo y su trabajo de liderazgo 
con población desplazada y vulnerable y su trabajo en 
derechos humanos. Antonio* relató que todo empezó 
en el año 2007 cuando llevó a la luz pública una ins-
tancia de corrupción en el manejo de dinero que fue 
destinado a apoyos de la población desplazada en Ri-
saralda (Caso 99). 

f.	 Uso y reclutamiento de niños y niñas

Caso 23: amenaza y reclutamiento de niños y niñas.

Víctimas: Rebeca Espinosa.* Iglesia Alianza Colombiana.
Fecha: 1 de enero de 2009.
Lugar: Buenaventura, Valle del Cauca.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Rebeca Espinosa* era una 
niña de 13 años quien asistía al proyecto de Compasión 
de la Iglesia Alianza Colombiana en Buenaventura. Rebeca 
Espinosa* había sido reclutada por grupos paramilitares 
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en el año 2008 (Caso 92). En los meses de enero a mayo, 
Rebeca Espinosa* se mantuvo en el grupo paramilitar. En 
junio de 2009 fue invitada a un retiro espiritual por parte 
del proyecto Compasión y Rebeca* confesó que perte-
necía al grupo paramilitar y que no quería continuar en el 
grupo armado, porque tenía miedo de que la mataran. Ella 
ya había sido amenazada de muerte por otro paramilitar. 

Rebeca* relató que intentó salirse del grupo paramilitar, 
pero que tuvo un atentado y le daba miedo que le hagan 
algo a su mamá, porque a ella casi la matan en el cemen-
terio de Buenaventura en abril de este año, y para que no 
lo hicieran ella tuvo que prometer regresar y trabajar con 
el grupo paramilitar. 

Rebeca* manifestó que con el dinero que recibe ayuda a 
sostener a su mamá y a unos sobrinos. Ella quisiera irse 
para otra ciudad pero tiene miedo que le hagan algo a su 
familia. Hay otro hombre del grupo paramilitar que no le 
agrada y en cualquier momento el hombre le puede cau-
sar daño. Por esto Rebeca* dormía en diferentes lugares, 
para que no se supiera en dónde estaba durmiendo por-
que tenía miedo de que en la noche este hombre llegara 
y la matara.

g.	 Detención arbitraria

Caso 24: detención arbitraria y desplazamiento.

Víctimas: Javier Murcia* (enfermero), Adriana Cantillo,* 
Adrián Murcia,* Paula Murcia* y Gisselle Murcia.* 
Acompañamiento de la Iglesia Menonita.
Fecha: 1 de febrero de 2009.
Lugar: Puerto Gaitán, Meta.
Presuntos responsables: Farc-Ep - Ejército - 
paramilitares - Fiscalía.

Descripción de los hechos: Javier Murcia,* enfermero, 
líder indígena de la etnia Cubeo del departamento del 
Vaupés, comerciante, fue candidato al Congreso de la 
República en 2006. Casado con Adriana Cantillo,* tenía 
un hijo menor de edad, Adrián,* y dos hijas menores de 
edad, Paula* y Gisselle.* Tenían una finca con ganado, 
una droguería, un negocio de ropa y un restaurante. Ante 
continuas amenazas de la guerrilla de las Farc-Ep, Ja-
vier,* junto con su familia, tuvo que salir desplazado for-
zosamente (Caso 100). 

Una vez en Villavicencio, Javier* enfermó con dengue he-
morrágico. Dos hombres de la Fiscalía entraron hasta la 
habitación en la que se encontraba enfermo y le dijeron 
que tenía una orden de captura, acusándole de rebelión. 
Posteriormente un fiscal llegó al hospital para legalizar la 
captura. Javier* no aceptó los cargos y la Fiscalía quería 
obligarlo a hacerlo. El hospital decidió sacar a Javier* de 
sus instalaciones y lo entregaron a la Policía. 

Javier* estuvo sin derecho a visitas, sin acceso a una 
llamada telefónica y ningún tipo de comunicación. Fue 
trasladado a la cárcel de Villavicencio. Allí, cuenta: 
“Me trasladaron a un patio congestionado, me tocó dor-
mir debajo de una plancha de cemento, en el piso con 
otra persona. Otro hombre durmió arriba. No recibí nin-
guna atención médica, ni una pastilla para el dolor de 
cabeza. Pedí muchas fuerzas a Dios para seguir adelante, 
mi Dios me ayudó. La comida era muy mala. Yo oraba 
solo de noche. No tenía derecho a nada. La Policía lo odia 
a uno. Es otro mundo, hay ladrones, viciosos, sicarios… 
de todo. Uno tiene que ser muy callado, hacer lo que le 
toca hacer”. 

Adriana Cantillo,* esposa de Javier,* consiguió un abo-
gado quien investigó a los acusadores y a la Fiscalía y 
averiguó lo siguiente: El Rime 4 [Regional de Inteligen-
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cia Militar del Ejército Nacional] había tomado un grupo 
de cuatro campesinos de Puerto Trujillo una noche. A 
los campesinos les obligaron a declarar como guerrille-
ros y les pidieron que acusaran a otras personas como 
guerrilleros. El Ejército ofreció a los campesinos cinco 
millones de pesos, (los cuales nunca pagaron). El Rime 
4 del Ejército tomó sus declaraciones en unas hojas de 
papel, pero no todas las hojas fueron firmadas por los 
campesinos, así que después el Ejército añadió más 
nombres a la lista de “guerrilleros” que los campesinos 
“desmovilizados” habían nombrado. El nombre de Javier 
Murcia* fue uno de los nombres añadidos. Se sabe esto, 
porque el abogado se reunió con los cuatro campesinos 
“desmovilizados” que supuestamente acusaron a Javier,* 
pero ellos explicaron que nunca lo nombraron a él. Los 
campesinos “acusadores” explicaron eso en una audien-
cia pública también. 

Javier Murcia* salió de la cárcel en octubre, siete meses 
después de estar privado de su libertad bajo una falsa 
acusación. Se desplazó forzosamente de nuevo y llegó 
a la capital del país. Ahora Javier* se encuentra perse-
guido por el Ejército –quienes le acusaron falsamente–, 
por las Farc-Ep –quienes continuarían extorsionándole o 
lo asesinarían si regresara a su casa–, y por el Erpac, 
grupo paramilitar que opera en la región de Puerto Trujillo. 
Presuntamente este grupo está conformado por personas 
que habían pertenecido a las Farc-Ep. La zona de Puerto 
Trujillo se caracteriza por tener presencia de los grupos 
armados, Ejército, guerrilla y paramilitares. Hay conti-
nuos enfrentamientos entre ellos. Es muy común que los 
guerrilleros que entran en el proceso de desmovilización, 
luego, por no encontrar sustento o trabajo, se unan con 
los paramilitares.

h.	 Desplazamiento

Caso 25: desplazamiento y amenaza.

Víctimas: Diana Campoalegre*, Marcela Rodríguez* y 
Sandra Rodríguez.* Iglesia Interamericana de Colombia.
Fecha: 1 de enero de 2009.
Lugar: Medellín, Antioquia.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Diana Campoalegre*, viuda, 
con dos hijas Marcela Rodríguez* de 14 años y Sandra 
Rodríguez* de 9 años. En el año 2001 su esposo, Anto-
nio*, un vendedor ambulante, recibía amenazas extorsi-
vas por parte de un grupo paramilitar. En ese año, un día 
en que Antonio* salió a trabajar, fue asesinado por los 
paramilitares quienes le consideraban un infiltrado. 

Desde entonces, Diana Campoalegre* ha recibido ame-
nazas de las personas que ejecutaron a su esposo. El gru-
po sigue operando en el barrio donde vive Diana*. Estas 
personas constantemente le piden que les diga dónde se 
encuentra, también la han amenazado para que no de-
nuncie lo que sucedió con su esposo. En lo corrido del 
año 2009 Diana Campoalegre* tuvo que desplazarse dos 
veces de un barrio de Medellín a otro por temor a que le 
sucediera algo a ella o a sus hijas.

Caso 26: desplazamiento y amenaza.

Víctimas: Nehemías Agualimpia. Iglesia Interamericana de 
Colombia.
Fecha: 1 de enero de 2009.
Lugar: San Pedro de Urabá. Antioquia.
Presuntos responsables: paramilitares.
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Descripción de los hechos: Nehemías Agualimpia de 20 
años de edad, se encontraba estudiando tercer semes-
tre de Administración Bancaria en la universidad. Es hijo 
de la pastora Cristina Mendoza, quien tiene otros cuatro 
hijos. En el lugar donde vivía no había la posibilidad de 
tener buenos ingresos económicos, razón por la cual Ne-
hemías se veía tentado a trabajar con los paramilitares. 
Ellos le ofrecían un millón de pesos al mes. Nehemías se 
encontraba confundido porque no quería dejar sus estu-
dios, pero no quería arriesgar su vida porque sabía que si 
entraba al grupo paramilitar tenía muy pocas probabilida-
des de salir vivo. 

La iglesia ayudó a Nehemías, quien tuvo que desplazarse 
a otra ciudad para trabajar y continuar sus estudios. Nehe-
mías ha recibido amenazas del grupo paramilitar coman-
dado por alias “Don Mario” durante el 2009. 

La pastora Cristina Mendoza es una mujer viuda, su espo-
so murió de un infarto después de que tuvieron que salir 
desplazados de las Bananeras por amenazas por parte de 
los paramilitares. Ella ha hecho todo lo posible para sacar 
adelante a sus cinco hijos.

Caso 27: desplazamiento y amenaza.

Víctimas: Juan Carlos (defensor de derechos humanos). 
Dos personas sin identificar.
Fecha: 18 de enero de 2009.
Lugar: Cartagena, Bolívar.
Presuntos responsables: sin información.

Descripción de los hechos: Juan Carlos es casado y tiene 
un hijo, fruto de su matrimonio. Es un líder comunitario 
que apoya a familias desplazadas. Juan Carlos manifes-
tó que el 18 de enero de 2009, unos hombres descono-
cidos llegaron a su casa en Cartagena buscándole para 

ajustarle algunas cuentas, al no encontrarle intimidaron 
y amenazaron con palabras soeces a su esposa e hijo y 
dejaron la razón que si él seguía como líder y apoyando 
a las familias desplazadas lo iban a asesinar. Por causa 
de las amenazas, Juan Carlos y su familia han tenido que 
cambiar de vivienda constantemente.

Caso 28: desplazamiento y amenaza.

Víctimas: Manuel Miranda Díaz (Pastor), Nicolasa 
Mesa Ochoa (Pastora), Antonia* y Francisco.* Iglesia 
Cuadrangular. 
Fecha: 27 de enero de 2009.
Lugar: Montelíbano, Córdoba.
Presuntos responsables: sin información.

Descripción de los hechos: Manuel Miranda Díaz y Nicola-
sa Mesa Ochoa, tienen cinco hijos, de los cuales dos viven 
con ellos: Antonia* de 14 años y Francisco* de 6 meses. 

La pareja pastoreaba en la Iglesia Cuadrangular de Monte-
líbano, y fueron denominados voceros de un grupo arma-
do, por lo que amenazaron a la familia Miranda Mesa, la 
cual tuvo que desplazarse forzosamente hacia otra ciudad 
donde la familia pastoral se encuentra en una situación 
difícil. La familia sufrió amenazas y un atentado el año 
pasado (Caso 91).

Caso 29: desplazamiento y amenaza.

Víctimas: Santiago Arbeláez,* Elizabeth Contreras,* 
Concepción Arbeláez Contreras,* Isaac Arbeláez 
Contreras,* Diomedes Arbeláez Contreras* y Mabel 
Arbeláez Contreras.* Acompañamiento de la Iglesia 
Menonita.
Fecha: 28 de enero de 2009.
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Lugar: Bogotá, Distrito Capital.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Santiago Arbeláez,* de 40 
años, casado con Elizabeth Contreras,* tiene tres hijas: 
Manuela,* Concepción* y Mabel*; y dos hijos: Isaac* y 
Diomedes*. Santiago es comerciante, dueño de una pa-
nadería y contratista de fumigación de caña. 

Presuntos paramilitares llegaron a la portería del aparta-
mento donde vivía Santiago Arbeláez* y su familia, pre-
guntando por “una familia que llegaba de Cali”. El portero 
les dijo que no había llegado ninguna familia de esa ciu-
dad. Estos hombres llegaron y preguntaron dos veces. 

En otra ocasión, el señor del supermercado del barrio, le 
dijo a Santiago* que habían llegado hombres preguntando 
por una familia de Cali. Al darse cuenta de que estos hom-
bres les estaban buscando, Santiago Arbeláez* y su familia 
cambiaron de barrio. Sus hijos se quedaron a dormir en una 
panadería porque el dueño tuvo compasión por la situación 
de la familia. Santiago* y su esposa fueron a la Fiscalía 
y denunciaron que algunos hombres les buscaban y dur-
mieron allí una noche. Después durmieron tres noches en 
la calle. Luego toda la familia fue al terminal de transporte 
para dormir. Después de esto se radicaron en otro barrio. 

Esta familia había sufrido las amenazas y el desplaza-
miento a manos de paramilitares desde el 2007 (Casos 
84 y 93).

Caso 30: desplazamiento, desplazamiento colectivo
y amenaza.

Víctimas: Rafael Carpio Hernández (Pastor). Vírgenes 
Morales. Familiares del Pastor.

Fecha: 5 de marzo de 2009.
Lugar: Montelíbano, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Rafael Carpio y su esposa Vír-
genes Morales, tienen ocho hijos (entre los 4 y los 28 
años de edad). Cinco de ellos viven con la pareja (edades 
entre los 4 y los 24 años). Esta es una familia pastoral. 
Sus otros tres hijos viven con sus parejas. 

El pastor Rafael se desplazó forzosamente por amenazas 
de un grupo armado. En total se desplazaron 20 personas, 
pertenecientes a la familia del Pastor. Aproximadamente 
200 familias huyeron de Los Córdobas el primer semestre 
de 2009. 

El 26 de febrero de 2009, en la noche, hombres armados, 
presuntamente paramilitares, llegaron a la casa de Rafael 
llamando a uno de sus hijos diciéndole que tenía como 
plazo para abandonar el pueblo hasta las 6 de la mañana o 
lo asesinarían. Al día siguiente algunos hombres llegaron 
con una pistola pero no lo encontraron. Después de esto 
mandaron a decir que todos los hijos y el yerno de Rafael 
y Vírgenes, salieran del pueblo. 

El 5 de marzo la familia salió del pueblo porque estaba 
muy atemorizada. Todos llegaron a Montelíbano donde 
se hacinaron en barrios periféricos al sur de la ciudad, 
en una pequeña vivienda. Algunos de los hijos de Rafael 
se trasladaron a otra ciudad. “Estamos aquí con mucha 
zozobra y sin poder volver a Los Córdobas, ya que sa-
limos dejando todo sin poder sacar nada. Todo lo deja-
mos allá. Y estamos solo esperando de la voluntad de 
Dios y de la generosidad de la personas que nos puedan 
colaborar”, relató Rafael. Además, agregó: “Por razones 
de seguridad a nosotros nos gustaría trasladarnos a otro 
lugar para sentirnos más tranquilos, ya que debido a esto 
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nos hemos sentido delicados de salud, también una de 
mis hijas tuvo que dejar sus estudios universitarios cur-
sando el tercer semestre. Nuestro anhelo es conseguir 
empleo digno para la subsistencia de toda la familia, y 
servir al Señor en lo que él nos permita y esté a nuestro 
alcance”. 

En abril, Rafael tuvo que hacer las gestiones pertinentes 
para que la Personería recibiera su declaración como des-
plazado. Tres meses después Acción Social informó que 
todavía no se había recibido el informe de la Personería. 
El 2 de diciembre de 2008 habían asesinado a uno de los 
yernos de Rafael en Montelíbano y la persecución conti-
núo. Había corrido el rumor que los hijos de Rafael esta-
ban en una lista de uno de los grupos armados al margen 
de la ley. Sus hijos estaban tranquilos porque decían que 
no se sentían culpables de nada.

Caso 31: desplazamiento y amenaza.

Víctimas: Gladys Ofir y Jenny Viviana Cárdenas. Iglesia 
Interamericana de Colombia.
Fecha: 15 de marzo de 2009.
Lugar: Apartadó, Antioquia.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Gladys Ofir, madre cabeza de 
familia, trabaja como secretaria en la iglesia, tiene dos 
hijas, una de 22 años y otra, Jenny Viviana Cárdenas de 
19 años. 

Estando en Apartadó, Gladys trabajó en la iglesia como 
secretaria del Pastor hasta 2009, en todo este tiempo 
manejó un bajo perfil. En marzo de ese año, Gladys re-
cibió una llamadas a su celular de amenazas contra ella 
y su hija menor las cuales fueron repetitivas a lo largo 
del mes. 

En una campaña evangelística, el 2 de mayo de 2009, 
un hombre que dijo pertenecer a las Farc-Ep, le dijo que 
tanto ella como su hija debían irse con ellos, porque ella 
tenía una deuda que saldar con la guerrilla (Caso 74) y le 
dieron un término para irse con ellos. Como Gladys no 
lo hizo, el 10 de mayo le dijeron que debía abandonar el 
barrio y la región, porque si no lo hacían, ellos llegarían 
por ella y su hija. Por esta razón Gladys y su hija tuvieron 
que salir de Apartadó.

Caso 32: desplazamiento y amenaza.

Víctimas: Manuel Pineda González (Pastor),  
Pablo González (Pastor), Lorenzo Castillo (Pastor)  
y Juan Moscote (Pastor). Asociación de Iglesias 
Evangélicas del Caribe. Bernardo Sánchez (Pastor)  
y Rodrigo Díaz (Pastor). Iglesia Cuadrangular.
Fecha: 23 de abril de 2009.
Lugar: Puerto Libertador, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Manuel Pineda González, 
pastor, fue amenazado por presuntos miembros del gru-
po paramilitar Águilas Negras, y tuvo que abandonar el 
municipio durante un mes. “Ellos se dieron cuenta de que 
mi amenaza había sido un error y dijeron que yo podía 
volver”, relató el Pastor. 

El mismo grupo amenazó después a los pastores Bernardo 
Sánchez, Rodrigo Díaz, Pablo González, Lorenzo Castillo y 
Juan Moscote. Las Águilas Negras hacían llamadas dicién-
doles que debían darles cuarenta millones de pesos. Lo 
mismo sucedió con pastores en Montelíbano. 

Los pastores denunciaron estos hechos ante la Fiscalía. 
“Un problema con los pastores en esta área es que no 
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podemos tener los hijos con nosotros. Ellos serían reclu-
tados en algún grupo armado”, aseveró uno de ellos. 

En esta zona existía una estructura compleja de los gru-
pos paramilitares, Los Paisas apoyaban a Los Rastrojos y 
Águilas Negras apoyaban a las Autodefensas Gaitanistas. 
Las Águilas Negras y Los Paisas combatían entre sí duran-
te los últimos dos años. En otros casos las Águilas Negras 
y las Autodefensas Gaitanistas eran uno y estaban bajo el 
mismo mando. También se habían oído rumores que la 
guerrilla apoyaba a las Águilas Negras en sus combates 
contra Los Paisas, debido al interés de controlar el tráfico 
de drogas. La economía local se encontraba seriamente 
afectada por el conflicto.

Caso 33: desplazamiento y amenaza.

Víctimas: Danilo Alean López, Liney Hernández, N López 
Hernández (1), N López Hernández (2), N López Hernández 
(3). Asociación de Iglesias Evangélicas del Caribe. 
Fecha: 28 de mayo de 2009.
Lugar: Cotorra, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Danilo Alean López, casado 
con Liney Hernández, tienen tres hijos con edades entre 
los 7 y los 17 años. Danilo es pastor de la Iglesia Cristo el 
Salvador, miembro de la Aiec. La iglesia está comprometi-
da en el trabajo con aproximadamente 350 niños y niñas. 
De ellos, 200 trabajan con el apoyo de Compasión Inter-
nacional y los otros 150 con medios propios. También el 
año pasado, la iglesia ayudó a las familias víctimas de las 
inundaciones por el desbordamiento del río Sinú, dándo-
les alimento y vestido a los afectados. 

El pastor Danilo recibió una llamada telefónica el 28 de 
mayo, que provenía de un hombre que se identificó como 

vocero de las Águilas Negras, un grupo paramilitar con 
mucha influencia en la región. El hombre le dijo al Pastor 
que había unas personas que querían que él atendiera. Le 
dijo que un carro vendría a recogerlo para llevarlo adon-
de estaban los hombres. Cuando el Pastor le dijo que no 
cooperaría con este plan, el hombre le dijo que tenía otra 
opción: comprar una tarjeta para un teléfono móvil para 
el grupo paramilitar, pero añadió que si no tenía voluntad 
de cooperar, sería considerado como objetivo militar y 
tendría que abandonar el municipio inmediatamente. El 
Pastor y su familia, temiendo por sus vidas, huyeron esa 
misma tarde a otra ciudad. 

La familia ha sido particularmente afectada por esta clase 
de amenazas, considerando que tres hermanos del pastor 
Danilo fueron asesinados por las Auc, grupo paramilitar, en 
1993 y 1994. Uno de ellos, Moisés, también era pastor.

Caso 34: desplazamiento y escudo.

Víctimas: Rodolfo Verona (Pastor). Iglesia Los Efesios.
Fecha: 10 de julio de 2009.
Lugar: Puerto Libertador, Córdoba.
Presuntos responsables: combatientes.

Descripción de los hechos: Rodolfo Verona, pastor, estuvo 
en medio del fuego cruzado mientras se presentaban en-
frentamientos entre combatientes de los grupos armados. 
Por esta razón el Pastor tuvo que huir.

Caso 35: desplazamiento y amenaza.

Víctimas: Luis Carlos Cohenz Garcés (Líder Eclesial), 
Gloria Reinel Torreglosa, Nohelia* Cohenz, Gerardo* 
Cohenz, Betty* Cohenz. Asociación de Iglesias Evangélicas 
del Caribe (Aiec). 
Fecha: 1 de agosto de 2009.
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Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Luis Carlos Cohenz Garcés, de 
33 años, casado con Gloria Reinel Torreglosa y tres hijos 
Nohelia,* Gerardo* y Betty* de 9, 8 y 4 años respectiva-
mente. Luis Carlos es líder de la iglesia Atenas de la Aiec y 
en la fecha en que ocurrieron los hechos era la persona que 
estaba liderando los proyectos productivos y de seguridad 
alimentaria que se estaban desarrollando en la finca que tie-
ne Asvidas, apoyando a varias familias pobres de la región. 

Después de la muerte de Marco Fidel Suárez (Caso 6), 
asesinado por paramilitares en la antigua zona de Con-
centración, se presentó la amenaza de muerte contra Luis 
Carlos Cohenz Garcés, quien presenció la muerte de Mar-
cos. Luego él fue requerido por la Policía para que sirviera 
de testigo a lo que se negó por temor a ser amenazado de 
muerte, (puesto que quien denuncia o es testigo de un 
acto de estos es también sentenciado a muerte). 

Un vecino de la zona le dijo a Luis Carlos, que el grupo 
armado que había asesinado a Marco Fidel, sabía que él 
había ido a la Policía a dar declaraciones, por tanto tam-
bién era objeto militar para ellos. 

El domingo 2 de agosto, en horas de la madrugada, Luis 
Carlos salió de su vivienda con su familia en busca de un 
refugio seguro, con la zozobra de no saber si tenía que 
salir del departamento.

Caso 36: desplazamiento y amenaza.

Víctimas: Isaac Vargas. Iglesia Tiberia.
Fecha: 5 de agosto de 2009.
Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Isaac Vargas Martínez de 32 
años, es soltero y miembro de la Iglesia Tiberia de la Aiec. 
El día 5 de agosto de 2009 al medio día, cinco hombres 
armados pertenecientes al grupo paramilitar Águilas Ne-
gras llegaron a la casa del señor Aladino Vargas, padre de 
Isaac y líder de la Iglesia Tiberia, solicitando la colabora-
ción de Isaac Vargas para que les hiciera el favor de bajar 
al pueblo y les comprara unas camisetas y unos bolsos, 
lo cual según la familia era un pretexto para sacarlo de la 
casa y matarlo en la carretera. 

Según este grupo ilegal, el señor Isaac Vargas era infor-
mante de Los Paisas, otro grupo paramilitar. Esa atribución 
la hacen porque el muchacho vende ropa y otros enseres 
en las comunidades donde se están llevando a cabo los 
enfrentamientos. 

Isaac logró escapar y corrió hacia el templo, estando allí 
varios hermanos de la iglesia fueron y lo acompañaron 
toda la noche y el día siguiente. El 8 de agosto la fami-
lia tomó la decisión que Isaac debía salir de la vereda. 
Fue así como se organizó toda una estrategia para que él 
pudiera salir, puesto que en la vía hay continua presencia 
del grupo que lo amenaza. Así Isaac salió hacia otra ciu-
dad en condición de desplazado.

Caso 37: desplazamiento, amenaza y amenaza 
colectiva.

Víctimas: Leandro Julio Marmolejo Fernández.  
Miembros de la Iglesia en Tierralta. Asociación  
de Iglesias Evangélicas del Caribe (Aiec).
Fecha: 8 de agosto de 2009.
Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: sin información.
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Descripción de los hechos: Leandro Julio Marmolejo 
Fernández, de 28 años, casado con Lisley Herrera, con 
quien tienen una hija y un hijo menores de edad. A raíz del 
asesinato de una persona de la comunidad vecina, que 
ocurrió el día 28 de julio en el Murmullo, ha corrido la voz 
de amenaza para otras personas en la comunidad, dentro 
de las que está Julio Marmolejo. 

La causa de la amenaza se desconoce, de allí que el Pas-
tor y los ancianos de la iglesia están muy preocupados y 
están averiguando las causas por las cuales amenazan a 
sus miembros. Julio tuvo que salir de la vereda dejando a 
su familia el fin de semana del 8 y 9 de agosto.

Caso 38: desplazamiento, desplazamiento colectivo
y amenaza.

Víctimas: Jorge Peña (Pastor). Hijos e hijas del pastor 
Peña. Iglesia Pérgamo. 
Fecha: 9 de septiembre de 2009.
Lugar: Puerto Libertador, Córdoba.
Presuntos responsables: guerrilla.

Descripción de los hechos: Jorge Peña, pastor, había to-
mado un papel de liderazgo importante en respuesta a 
deslizamientos de tierra ocurridos en el sector de Puerto 
Libertador, Córdoba. Esto incluía el manejo y adminis-
tración de recursos. Algunos miembros de la comunidad 
tuvieron celos y divulgaron rumores acerca del trabajo del 
Pastor, incluso mintiendo al acusarle ante la guerrilla por 
actividades relacionadas con su trabajo. 

Una enfermera fue a la iglesia y le dijo al Pastor que había 
escuchado que la guerrilla vendría a matarlo y a otros “sa-
pos” [informantes] en el corregimiento San Juan. El Pas-
tor se desplazó por unos meses y volvió en agosto. Sus 
hijos estuvieron desplazados de manera permanente.

Caso 39: desplazamiento y amenaza.

Víctimas: Pablo Antonio Tapia Vega (Pastor), Arcila 
Álvarez López. Asociación de Iglesias Evangélicas del 
Caribe (Aiec).
Fecha: 6 de noviembre de 2009.
Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Pablo Antonio Tapia Vega está 
casado con Arcila Álvarez López. Pablo se desempeñaba 
como pastor de la Iglesia Esmirna, además era líder co-
munitario. En la capilla de Esmirna funciona una escuela, 
puesto que el Gobierno no ha nombrado profesores para 
esa comunidad. En ese lugar también se gestionaban ali-
mentos con el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar 
(Icbf) y el Programa Mundial contra el Hambre (Pma) para 
los niños y las niñas. Esta comunidad carecía además de 
un puesto de salud. Todo este proceso de gestión era 
apoyado por la iglesia Cristo El Rey y Corsoc-Asvidas 
[Corporación para el Desarrollo Social Comunitario Tie-
rralta, Sincelejo, Montelíbano]. 

Pablo fue amenazado por la guerrilla de las Farc-Ep el 
viernes 6 de noviembre. Le dijeron que abandonara la 
zona y que no lo querían volver a ver allí, puesto que con-
sideraban que él era informante del Gobierno. Al atardecer 
de ese día, él vio venir a varios hombres para su casa, y 
tomó a su esposa, quien tenía cinco meses de embarazo, 
salieron y se escondieron en el bosque. Allí estuvieron 
hasta cerca de la media noche y luego regresaron a su 
casa, recogieron algunas pertenencias y el sábado 7 de 
noviembre, muy temprano, salieron con su esposa hacia 
la cabecera del corregimiento de Crucito; desde allí soli-
citaron apoyo para poder salir. 
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El día 9 de noviembre continúa su desplazamiento hasta 
la comunidad de Villamadeira, (comunidad de familias en 
situación de desplazamiento y reubicadas desde el año 
1996). Allí el suegro lo albergó, pero la vivienda era muy 
pequeña y se encontraban hacinados. Esta situación puso 
en riesgo la salud de su esposa y la del bebé. El pastor 
Pablo se encontraba en un alto grado de afectación psi-
cológica, no paraba de llorar y se sentía solo, sin nada. 
La vereda Alto Colón era la más retirada del casco urbano 
de Tierralta, por esa vía se llegaba a la reserva natural 
del Paramillo. La población ha resistido varias situaciones 
de violencia y se resistían a desplazarse, aunque muchas 
familias salieron.

i.	 Desplazamiento colectivo

Caso 40: desplazamiento colectivo.

Víctimas: familias de las veredas Alto Viento, Solo Dios, 
Agua Viva y Ratón Medio.
Fecha: 28 de junio de 2009.
Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: a raíz de combates sucedidos 
el 28 de junio entre los grupos paramilitares Los Paisas-
Rastrojos contra Águilas Negras por control territorial 
(disputa de poder) se han desplazado 62 familias de las 
veredas Alto Viento, Solo Dios, Agua Viva y Ratón Medio 
del corregimiento Cadillo, municipio de Tierralta. Muchas 
de estas familias pertenecían a la Iglesia Tiberia (Aiec) y 
otras iglesias de la Asociación.

Caso 41: desplazamiento colectivo.

Víctimas: familias de la vereda Parcelas del Quindío.
Fecha: 9 de agosto de 2009.

Lugar: Montería, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: por la muerte de Jhon Jairo 
Martínez Vides (Caso 4), a manos de paramilitares, las fa-
milias de esta comunidad, de la vereda El Quindío, están 
muy atemorizadas. Por esta razón, el día domingo, 9 de 
agosto de 2009, dos familias de esta comunidad salieron 
desplazadas hacia el interior del país.

j.	 Escudo

Caso 42: escudo, métodos ilícitos e intolerancia
religiosa.

Víctimas: Miembros Iglesia Nueva Vida.
Fecha: 27 de agosto de 2009.
Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

 
Descripción de los hechos: el pastor Jaime Gómez se 
encontraba en el templo, junto con un grupo de perso-
nas, miembros de la Iglesia, quienes se encontraban re-
parando el techo que había sido levantado por un viento 
fuerte en medio de una tormenta. Un pequeño grupo de 
combatientes paramilitares pertenecientes a las Águilas 
Negras se acercaban. Miembros de Los Paisas, otro grupo 
paramilitar que normalmente tiene el control del área, se 
encontraba cerca. Aproximadamente 150 hombres de Los 
Paisas comenzaron a combatir contra los hombres de las 
Águilas Negras, dando de baja a siete de estos. Los so-
brevivientes de las Águilas Negras se dirigieron hacia el 
templo para buscar refugio, combatir desde allí y cubrirse 
de los ataques. Los miembros de la iglesia escaparon ile-
sos. El pastor Jaime Gómez era nuevo en esta comunidad, 
el anterior Pastor huyó de la zona debido a las amenazas.
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Caso 43: escudo.

Víctimas: habitantes vereda Campanas de la Vega.
Fecha: 14 de septiembre de 2009.
Lugar: Dibulla, La Guajira.
Presuntos responsables: combatientes

Descripción de los hechos: en la vereda Campanas de la 
Vega del municipio de Dibulla, se encuentra una base mi-
litar dentro del pueblo, por lo cual constantemente se pre-
sentan combates entre el Ejército y los grupos armados 
que se encuentran en la zona, poniendo en grave peligro 
la vida de las personas que allí viven. 

Según relató uno de los habitantes del lugar: “No entiendo 
cómo a pesar de encontrarse esa base militar se siguen 
presentando frente a sus narices secuestros, masacres, 
hace poco intentaron violar a unas niñas, hay atracos, y 
ellos no hacen nada, ni se dan cuenta”. Además de esto, 
agregó esta persona que allí en Dibulla hay más de 10.000 
hombres de los grupos paramilitares. 

En esta población operan la guerrilla, Los Nevados de las 
Águilas Negras y los Gaitanistas. Esto se debe a que este 
pueblo es un corredor para sacar droga. En el momento 
de la documentación del caso, se construía el Puerto Bri-
sas, en el corregimiento de Mingueo que sale al Río Caña, 
y esto traía fuertes enfrentamientos armados.

k.	 Intolerancia religiosa

Caso 44: amenaza, amenaza colectiva e intolerancia
 religiosa.

Víctimas: Dos líderes eclesiales no identificados de 
Melchor, Cauca.

Fecha: 15 de febrero de 2009.
Lugar: Bolívar, Cauca.
Presuntos responsables: Eln.

Descripción de los hechos: un pastor de la iglesia en Me-
léndez, envió a dos líderes cristianos a un municipio de 
Cauca para que lideraran una obra allá. A los seis meses 
la guerrilla del Eln los sacó amenazándolos y prohibién-
doles continuar su labor en ese lugar. Sólo les permiten 
entrar pero sin tener reuniones ni nada, impidiéndoles 
continuar con la obra del Señor.

Caso 45: amenaza colectiva e intolerancia religiosa.

Víctimas: iglesias de Toribío, Cauca. 
Fecha: 1 de agosto de 2009.
Lugar: Toribío, Cauca.
Presuntos responsables: guerrilla - Ejército.

Descripción de los hechos: durante los meses de agos-
to, septiembre y octubre fueron frecuentes los enfrenta-
mientos entre los grupos de guerrilla y el Ejército. Esto 
impidió que la iglesia realizara sus labores pastorales, 
puesto que la mayoría de los hermanos de la Iglesia vi-
vía en el campo o veredas y muchos hermanos ya no 
podían asistir a las reuniones (cultos). También los fre-
cuentes hostigamientos al pueblo habían creado temor 
y preocupación puesto que estando en los momentos 
del culto se tenían que resguardar dentro de la capilla. 
En su paso por los lugares cercanos a la Iglesia, los 
grupos armados han dejado objetos explosivos tales 
como granadas, morteros, tatucos [granadas hechizas 
de fusil], entre otros, los cuales han producido muertes 
y amputaciones.



56

l.	 Amenaza

Caso 46: amenaza.

Víctimas: Nelson Larrota Venegas (Pastor). Iglesia 
Carismática Visión a las Naciones.
Fecha: 15 de enero de 2009.
Lugar: Ibagué, Tolima.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Nelson Larrota Venegas es un 
pastor de 49 años. Nelson recibía constantes llamadas 
telefónicas en las que le pedían dinero. Posteriormente, 
la solicitud la hicieron personalmente. Las personas que 
lo amenazaban y pedían el dinero decían pertenecer a 
grupos paramilitares desmovilizados. En la zona existían 
diversos grupos armados y delincuenciales.

Caso 47: amenaza.

Víctimas: Jorge Jiménez. Iglesia Casa de Dios.
Fecha: 25 de enero de 2009.
Lugar: Montería, Córdoba.
Presuntos responsables: sin información.

Descripción de los hechos: Jorge Jiménez, casado y con 
tres hijos. Jorge se dedica al mototaxismo y presta tam-
bién servicios de mensajería a quien lo solicite. 

Personas desconocidas lanzaron una nota de amenaza de-
bajo de la puerta de la casa de Jorge. En la nota las perso-
nas manifestaron, con palabras soeces, que Jorge no les 
había hecho bien un trabajo de mensajería y que por esta 
razón habían perdido mucha plata. Al final lo amenazaron 
diciéndole que lo iba a pagar y que se cuidara. 

Jorge fue adonde el Pastor de la Iglesia y allí, luego de 
un tiempo de oración y de haberse calmado un poco, de-
cidieron ir a las autoridades a presentar la denuncia del 
hecho. 

Jorge recuerda que en el mes de diciembre lo llamaron 
para que recogiera una encomienda que debía entregarle 
una persona que le esperaba en uno de los locales co-
merciales de la zona del mercado del centro de la ciudad, 
donde llegan los vehículos que transportan las personas 
desde Buenos Aires, Antioquia, San Juan y otras pobla-
ciones del Urabá cordobés. Era un paquete mal amarrado, 
muy pesado para el tamaño del mismo, pero “como algo 
que tenemos los cristianos es la falta de malicia (sic)”, 
Jorge no sospechó pues su oficio era recoger el paquete 
y llevarlo al mercadito del sur, a una colmena llamada 
Vuelve y Ven, en donde le esperaba otra persona que le 
pagó la encomienda.

Caso 48: amenaza y amenaza colectiva.

Víctimas: José Cristancho* (Pastor). Iglesia Unión 
Misionera Evangélica de Colombia. Comunidad Eclesial 
(Iumec) Cauca.
Fecha: 6 de febrero de 2009.
Lugar: Miranda, Cauca.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: José Cristancho,* indígena 
de 42 años, soltero, pastor de la Iumec. Él junto con los 
habitantes de la comunidad de Monterredondo, vereda del 
municipio de Miranda en el departamento del Cauca, re-
cibieron un comunicado de uno de los Frentes Móviles de 
las Farc-Ep el 6 de febrero de 2009, en el que ordenaban 
que nadie saliera a ningún lado después de las seis de 
la tarde. Si alguien estaba fuera después de esa hora no 
responderían por esa persona. 
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Como consecuencia no se podían hacer los cultos, ni vi-
sitar a los hermanos en la fe, puesto que al hacerlo corrían 
peligro sus vidas.

Caso 49: amenaza. 

Víctimas: Zarael Forero. Iglesia Pentecostal Unida de 
Colombia.
Fecha: 15 de febrero de 2009.
Lugar: Ibagué, Tolima.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Zarael Forero, campesino de 
44 años, fue amenazado por la guerrilla de las Farc-Ep 
por no obedecer la orden de ir a comprar víveres desde el 
centro poblado San Juan de la China a la cabecera mu-
nicipal. En el sector había permanentemente presencia y 
control por parte de la guerrilla de las Farc-Ep.

Caso 50: amenaza y amenaza colectiva.

Víctimas; Saúl Parra y familia. Iglesia Cristo Centro. 
Fecha: 20 de febrero de 2009.
Lugar: Colombia, Huila.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Saúl es miembro de la iglesia 
Cristo Centro. Hacia finales del mes de febrero presuntos 
guerrilleros de las Farc-Ep lo abordaron en el pueblo y le 
prohibieron volver a la finca hasta que dijera dónde estaba 
un hermano. Hasta entonces él era el único de la familia 
que podía ir, pues al resto de la familia ya la habían ame-
nazado tras asesinar a su hermano Pastor Joel (Caso 16, 
LP3). Tanto su iglesia como su familia han sido amenaza-
dos por el mismo grupo (Caso 65, LP4).

Caso 51: amenaza.

Víctimas: Antonio José Espitia* (odontólogo). 
Acompañamiento de la Iglesia Menonita.
Fecha: 22 de febrero de 2009.
Lugar: Bogotá, Distrito Capital.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Antonio José Espitia,* casado, 
tiene tres hijas y un hijo. Odontólogo de profesión. Des-
conocidos dispararon en dos ocasiones contra la puerta 
del conjunto donde vivía Antonio José Espitia,* también 
escribieron un graffiti sobre la puerta que decía: “Ahora 
sí”. 

Antonio José Espitia* venía recibiendo amenazas años 
atrás. Dos personas armadas que se movilizaban en una 
motocicleta, y otras tres personas que se encontraban en 
un taxi, se acercaron a Antonio José Espitia.* Uno de ellos 
lo tomó por detrás apuntándole en la espalda con una pis-
tola, mientras otro hombre le preguntaba por su hijo y le 
dijeron que si no colaboraba se lo llevarían para hacer 
venir a su hijo. Antonio José* les decía que se equivoca-
ban de persona, en ese momento los hombres huyeron al 
parecer porque vieron a unos policías que se acercaban. 
Una de sus hijas fue testigo de lo sucedido. 

El 30 de noviembre de 2009, hombres desconocidos hi-
cieron dos disparos en la puerta donde habitaba Antonio* 
y su familia. Se presume que los responsables son pa-
ramilitares que lo han perseguido, buscando a su hijo y 
nuera (Caso 73).
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Caso 52: amenaza.

Víctimas: Yolanda Saldarriaga* (educadora). 
Acompañamiento de la Iglesia Menonita.
Fecha: 23 de febrero de 2009.
Lugar: Bogotá, Distrito Capital.
Presuntos responsables: paramilitares.

 
Descripción de los hechos: Yolanda Saldarriaga,* de 51 
años, tiene tres hijas y un hijo. Yolanda* se encontraba 
al mediodía con una amiga en un restaurante de comi-
da rápida esperando a su abogado. Un hombre armado 
les intimidaba y vigilaba con mucha insistencia, hasta 
su abogado fue testigo de esto. El abogado estaba repre-
sentando a Yolanda* ante la Corte de La Florida (Estados 
Unidos) por una demanda a Chiquita Brands Inc. Yolan-
da* demandó a esta compañía porque ellos financiaron 
al Frente Paramilitar William Rivas, cuyo comandante era 
Alias “Carlos Tijeras”, del Bloque de “Jorge 40”. Relata 
Yolanda* que: “Según Chiquita Brands Inc., todas la per-
sonas del Alto Sierra, donde vivimos, eran de la guerrilla. 
Fue alias ‘Carlos Tijeras’ quien ordenó la muerte de mi 
esposo (el 4 febrero 2003)”. 

Yolanda* continúa su relato así: “El 24 de marzo de 
2009 mi hermano recibió una llamada a su celular de 
parte de un amigo que le comentó que en la empresa 
donde él trabajó, en Ciénaga, estaban preguntando por 
él dos individuos que pertenecen a las Águilas Negras. 
Le preguntaron si era verdad que él estaba viviendo con-
migo en Bogotá. El 25 de marzo de 2009 a las 11:18 de 
la mañana mi hermano fue abordado por dos individuos 
en moto cuando se dirigía al conjunto residencial San 
Andrés de Afidro 3 del sector de Suba en el sector del 
parqueadero. Estos hombres lo pararon y le dijeron al 

tiempo que desenfundaban una pistola: ‘Paisano, venga 
acá usted es Héctor* el hermano de Yolanda* de Cié-
naga’, y él les dijo que él no era esa persona, los tipos 
lo reparaban pero el que manejaba la moto dijo ‘este 
no es, vámonos’ y el de la pistola le dijo a mi herma-
no: ‘Paisano, se salvó de la vuelta’. Los tipos tenían un 
acento costeño, llevaban cascos puestos y la moto era 
roja de alto cilindraje. Mi hermano comentó esto con los 
celadores del conjunto quienes le dijeron que llamara 
al 123 y esto fue reportado al Cai de Fontanar Suba y 
el sargento en turno se apersonó del caso y luego mi 
hermano instauró la respectiva denuncia a la Fiscalía y 
demás entes comprometidos con mi seguridad y la de 
mi familia”. 

“No sé qué voy a hacer, todos tenemos miedo y ahora 
mucho más ya que una vecina y mi hermana Dora* en 
Ciénaga, me llamaron y me contaron que este señor José 
Luis Álvarez, alias ‘El Mulo’, mantiene vínculos fuertes 
con las Águilas Negras, el nuevo grupo paramilitar que 
existe en Colombia, y él me declaró objetivo militar”, 
asegura Yolanda.* “Además de eso, en mi barrio acá en 
Bogotá vive la suegra de un comandante paramilitar, alias 
‘Canal’, de Ciénaga, quien ahora es activo con las Águilas 
Negras. Tengo miedo porque esa familia me puede reco-
nocer, y por lo tanto estoy pensando en reubicarme en 
otro sector de la ciudad si tengo la posibilidad. Mis hijos, 
mi hermano, mi sobrina y yo vivimos muy angustiados 
con mucho miedo, poco salimos, no tenemos cabeza 
para nada. El temor es grande porque no sabemos qué 
podrá pasar conmigo. Solo Dios sabe todo lo duro que 
me ha tocado vivir con mis hijos. El dolor asoma a mi 
corazón, sobre todo en las noches, mi refugio es el Señor, 
él me da fuerzas, mis hijos y yo somos una familia triste 
pero fuerte en el amor al Señor”.
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Caso 53: amenaza, amenaza colectiva y métodos 
ilícitos.

Víctimas: Carmen Zulima Naranjo (defensora de 
derechos humanos) y familia. Integración Cristiana  
de Fe y Oración (Icfo).
Fecha: 3 de marzo de 2009.
Lugar: Villa del Rosario, Norte de Santander.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Carmen Zulima Naranjo, de 48 
años, separada, con tres hijas de 17, 19 y 22 años y un 
hijo de 16 años, madre cabeza de familia y líder social. Ha 
sido capacitada por diversas organizaciones nacionales e 
internacionales en diferentes temas concernientes a los 
derechos humanos. Carmen es directora del programa ra-
dial “Derechos Humanos y Desplazamiento”, que se emi-
te en Villa del Rosario desde 2007 y fundadora de la Aso-
ciación de Desplazados de Villa del Rosario (Asodevill). 
Por su trabajo, tiene medidas de protección del Ministerio 
de Interior y de Justicia. 

Por su papel como líder social, Carmen ha sido objeto 
de constantes amenazas, seguimiento e incluso saqueo 
y destrucción de su oficina por parte de paramilitares 
(Águilas Negras) y también, según su propio testimonio, 
por parte de funcionarios públicos (Caso 80). En febrero 
de 2009 asesinaron al hijo de una de las lideresas y a 
un líder comunal y tuvieron que sacar a uno de los líde-
res por medio del Cicr. El lugar en el que se encuentra 
ubicado el municipio de Villa del Rosario, Norte de San-
tander, es considerado zona roja por la presencia de pa-
ramilitares que ahora se hacen llamar Águilas Negras.

Caso 54: amenaza.

Víctimas: Fabiola Giraldo (educadora), Claudia Patricia 
Giraldo, Carlos Víctor Giraldo y Edilson Giraldo. Iglesia 
Cruzada Cristiana. 
Fecha: 10 de abril de 2009.
Lugar: Puerto Rico, Caquetá.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Fabiola Giraldo, de 45 años de 
edad, separada, con tres hijos mayores (Claudia Patricia 
de 25 años de edad, Carlos Víctor de 22 años y Edilson de 
21), participa activamente como instructora en el instituto 
bíblico de la comunidad en la que se congrega. 

Las Farc-Ep emitió un comunicado en el cual exigían pagar 
la suma de $10.000 (diez mil pesos), por cada cabeza de 
ganado que hubiera en la finca en la cual vive Fabiola con 
su familia, así mismo amenazaron con declararles como 
objetivo militar de no cumplir con su exigencia. Fabiola se 
encontraba en su finca ubicada en la Inspección de Policía 
de Rionegro, municipio de Puerto Rico, departamento de 
Caquetá, en el momento en que su mayordomo le entregó 
el comunicado con la exigencia y la amenaza. 

La familia tiene certeza del seguimiento que les están 
haciendo las Farc-Ep para que no acudan ante las autori-
dades, por esta razón no han hecho denuncia alguna; sus 
vidas corren peligro. 

Según testimonios de otras personas de veredas circun-
vecinas, en esta zona, que ha tenido presencia guerrillera 
desde hace muchos años, actualmente se desarrollan in-
tensos operativos militares impidiendo así que las Farc-
Ep obtengan víveres y otros recursos para ejercer sus 
acciones. Esto ha llevado al grupo guerrillero a usar este 
tipo de métodos para infundir temor y asegurarse ingre-
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sos. Otros finqueros han sido amenazados de la misma 
manera.

Caso 55: amenaza.

Víctimas: Antonia Figueroa.* Iglesia Interamericana de 
Colombia.
Fecha: 15 de mayo de 2009.
Lugar: San Pedro de Urabá, Antioquia.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Antonia Figueroa* de 16 años, 
fue reclutada por el grupo paramilitar de alias “Don Mario” 
(Caso 89). A raíz de una grave enfermedad, Antonia* no 
había vuelto al grupo paramilitar que la había reclutado. 
En vista de que la niña no se quería ir en el mes de mayo 
de 2009, le dijeron que debía regresar o si no, la mataban. 
La niña logró salir de la región buscando protección.

Caso 56: amenaza.

Víctimas: Adonys (Pastor). Asociación de Iglesias 
Evangélicas del Caribe (Aiec).
Fecha: 27 de mayo de 2009.
Lugar: Montería, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: el 27 de mayo de 2009, el 
pastor Adonys, de la Iglesia Central de Montería, recibió 
una llamada telefónica de un hombre quien se identificó 
como vocero del grupo paramilitar Águilas Negras. Él le 
dijo al Pastor que había algunas “personas con dificul-
tades” a quienes querían que el Pastor y la iglesia los 
cuidaran. Le dijo, igualmente, que había un carro esperán-
doles a una cuadra de la iglesia, para llevarlo hacia donde 
estaban los hombres que necesitaban su ayuda. El Pastor 
le manifestó que tanto él como la iglesia no estarían en la 

capacidad de hacer esto y que lo mejor era que se con-
tactaran con la Cruz Roja o cualquier otra organización 
similar. El hombre le dijo al Pastor que si él se negaba a 
colaborar sería considerado objetivo militar. Después de 
intercambiar algunas palabras, el hombre colgó. La fami-
lia se encontraba atemorizada y pedía oración para que 
Dios les protegiera.

Caso 57: amenaza.

Víctimas: Alejandro Zabala (Pastor). Iglesia Presbiteriana.
Fecha: 15 de junio de 2009.
Lugar: Honda, Tolima.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Alejandro Zabala es un pastor 
de 45 años. El 15 de junio de 2009, dos hombres jóve-
nes que se desplazaban en una motocicleta, abordaron al 
pastor Zabala y lo amenazaron. Luego, mediante llamadas 
telefónicas y panfletos le amenazaron y le dijeron que sa-
liera de la región. 

El pastor Alejandro había estado antes en Puerto Boyacá, 
zona paramilitar. Había ayudado a salir a algunas familias 
en situación de desplazamiento y esta pudo ser la razón 
para que lo amenazaran. La zona donde se encontraba el 
Pastor y donde fue amenazado tenía amplia influencia pa-
ramilitar del grupo Águilas Negras.

Caso 58: amenaza.

Víctimas: Norma del Carmen Benítez Mejía. 
Acompañamiento de la Iglesia Menonita. 
Fecha: 15 de junio de 2009.
Lugar: Bogotá, Distrito Capital.
Presuntos responsables: Ejército - paramilitares.
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Descripción de los hechos: Norma del Carmen Benítez, de 
36 años, viuda, madre cabeza de familia, tiene un hijo, John 
Munevar* y una hija, Esperanza Munevar,* ambos menores 
de edad. Toda la familia fue desplazada forzosamente luego 
de que el esposo de Norma del Carmen fuera ejecutado a 
manos de paramilitares con el presunto consentimiento del 
Ejército (Caso 71 y Caso 94).

Norma asistió a una audiencia en donde hablaron dos 
comandantes paramilitares sobre el caso de su esposo, 
reconociendo su autoría, pero no mencionaron la parti-
cipación de un Coronel y un Capitán del Ejército. En esta 
audiencia Norma dijo que “allí tenía que ver el Ejército 
también”. Luego, ella fue a la Fiscalía y contó la verdad de 
la participación del Coronel y el Capitán, empezando con 
sus llamadas en el año 2000 para reclutar a Alberto para 
los intereses del paramilitarismo. Norma fue amenazada 
por medio de cartas y llamadas a su celular. 

En septiembre de 2009, llegaron a la casa de Norma dos 
hombres vestidos de civil diciendo que eran policías y 
llevaban una carpeta con todos sus datos. Ellos dijeron 
que fueron los encargados de protegerla. Hicieron pre-
guntas acerca de sus rutinas, como cuándo sale de la 
casa ella y sus hijos, etc. Luego, Norma le preguntó a la 
Policía y a la Fiscalía sobre esta actividad, y allí le dijeron 
que no habían enviado a nadie, porque su caso no había 
sido estudiado todavía. Los hombres nunca regresaron y 
Norma denunció esta situación.

Caso 59: amenaza. 

Víctimas: Salvador José Alcántara Rivera (Pastor).  
Iglesia Cuadrangular.
Fecha: 27 de junio de 2009.
Lugar: Simití, Bolívar.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Salvador José Alcántara Ri-
vera, de 50 años, está casado con Nidia Alian de su mis-
ma edad. La pareja tiene cuatro hijas mayores de edad. 
Salvador es pastor evangélico, líder de la Comunidad 
Campesina de Garzal y presidente de la Junta de Acción 
Comunal del centro poblado Garzal. 

Salvador ha recibido amenazas por parte de paramilitares 
(Caso 76, Caso 77, Caso 78 y Caso 83) y de manera re-
ciente se hizo pública, en el Corregimiento de Vijagual, 
una amenaza de muerte a Salvador Alcántara, según la 
cual se había pagado una suma de dinero a un sicario que 
se hallaría en el casco urbano para darle muerte. 

El 8 de agosto de 2009, un grupo de hombres armados 
con fusiles, vestidos de negro y armas de largo alcance, 
se apostaron frente a la casa de Salvador durante la no-
che. Un miembro de la familia Alcántara que llegaba a 
la vivienda hacia las once de la noche fue requerido por 
este grupo, quienes lo registraron y le preguntaron por 
su procedencia y el paradero de Salvador. Este grupo se 
identificó como “guerrilla”, no obstante sus uniformes y 
su armamento dieron a pensar a la familia que se trataba 
de un grupo paramilitar. 

Salvador Alcántara se encontraba precisamente ese día 
fuera de Garzal. Él, junto a otros líderes de la comunidad, 
encabezan las acciones jurídicas y de incidencia política 
encaminadas a la guarda, protección y reivindicación de 
los derechos a la tierra y el territorio así como al derecho 
al aprovechamiento sostenible de los recursos naturales 
de las 300 familias campesinas que habitan el Corregi-
miento del Garzal. Estos derechos, no obstante, han sido 
fundamentalmente vulnerados por una Compañía Palmi-
cultora, así como por varias entidades de carácter público 
del orden local y regional. 
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Caso 60: amenaza.

Víctimas: Ercilia Marín Herrera. Acompañamiento de la 
Iglesia Menonita.
Fecha: 15 de julio de 2009.
Lugar: Ibagué, Tolima.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Ercilia Marín Herrera es una 
campesina de 46 años y viuda. Dos años atrás, la guerrilla 
de las Farc-Ep asesinó a su esposo, razón por la cual 
ella salió desplazada, aunque tiempo después regresó 
a encargarse de la finca. Las Farc-Ep intentaron sacarla 
nuevamente mediante constantes amenazas. Su situación 
económica dependía mucho de la finca, por lo que ella 
insistía en quedarse allí. La guerrilla de las Farc-Ep es el 
grupo armado que tenía un mayor control de esta zona.

Caso 61: amenaza.

Víctimas: Enrique,* y Laura Acuña. Iglesia Presbiteriana.
Fecha: 3 de agosto de 2009.
Lugar: Turbo, Antioquia.
Presuntos responsables: combatientes.

Descripción de los hechos: Enrique* tiene nueve años y 
es hostigado continuamente por un grupo armado en el 
barrio donde se encuentran personas en situación de des-
plazamiento, en Turbo, quienes lo quieren reclutar para 
llevárselo y entrenarlo en las armas. El jefe del grupo va 
continuamente a la casa de su madre, Laura Acuña, para 
decirle que ella debe dejar ir al niño con ellos y que, si así 
sucede, la van a sostener económicamente. 

Un día vinieron a llevárselo definitivamente, pero gracias a 
que Laura pudo esconderlo por un tiempo, no lograron su 
objetivo. Aún así, el niño está en peligro de ser reclutado. 

Laura es viuda, su esposo y uno de sus hijos fueron asesi-
nados a manos de paramilitares en 1997 (Caso 70).

Caso 62: amenaza.

Víctimas: Astrid Sandoval,* Fernando Sandoval,* Tatiana 
Sandoval* y Osmary Sandoval.* Acompañamiento de la 
Iglesia Menonita. 
Fecha: 18 de agosto de 2009.
Lugar: Bogotá, Distrito Capital.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Astrid Sandoval* se dedica al 
cuidado de sus sobrinos. A la 1:30 de la mañana, el 18 
de agosto de 2009, un hombre encapuchado intentó abrir 
la ventana para entrar por allí al cuarto de los niños. Ellos 
se despertaron y gritaron. Astrid* se levantó y fue hasta 
el cuarto, en donde todos vieron al hombre. Los vigilantes 
del conjunto comenzaron a buscarle pero no lo podían 
encontrar. 

Astrid* no cree que el hombre haya ido a robar sino para 
hacerle daño a la familia. Desde el día anterior, aproxi-
madamente a las 8:35 de la noche, empezaron a llamar 
al teléfono fijo de la casa. Las personas al otro lado del 
teléfono no hablaban sino escuchaban para saber quién 
contestaba. Las llamadas ocurrían cada hora: a las 9:35 
de la noche, a las 10:35 de la noche y a las 11:30 de la 
noche. Esto había pasado en tres diferentes ocasiones. 

Los niños y las niñas dicen que sienten que alguien les 
sigue cuando ellos salen del colegio. Ellos han visto a 
un hombre que siempre les sigue desde el colegio hacia 
la casa. 

En otra ocasión, los niños vieron cuando unos hombres 
en una moto asesinaron a un joven en la calle. Ahora ellos 
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salen con miedo, y muchas veces prefieren quedarse en-
cerrados en el apartamento. 

La situación de seguridad de Astrid* está directamente 
relacionada con las situaciones de amenazas, por parte 
de las Farc-Ep, contra su hermana y su hermano. Por es-
tar viviendo en este apartamento y cuidar los hijos de su 
hermano, Astrid* sufre de la misma persecución y ame-
nazas.

Caso 63: amenaza.

Víctimas: Jessica Ester. Iglesia Interamericana de 
Colombia.
Fecha: 12 de septiembre de 2009.
Lugar: San Pedro de Urabá, Antioquia.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Jessica Ester tiene 18 años. 
Su hermana fue reclutada por paramilitares, pero la deja-
ron ir por un tiempo mientras se recuperaba de una en-
fermedad. 

Ella cuenta que nunca trató con los paramilitares de San 
Pedro, pero cuando su hermana salió, empezó a recibir 
llamadas en las cuales los paramilitares le preguntaban 
por ella, y le exigían que les dijera en dónde estaba la 
niña. En realidad Jessica no sabía dónde estaba su her-
mana, por tanto les dijo eso y les pidió que no le pregun-
taran más porque ella jamás tuvo que ver con lo que hacía 
su hermana. 

La siguiente semana, ella recibió nuevamente una llama-
da donde le decían que su hermana debía regresar para 
irse con ellos. Ella manifestó, de nuevo, que no sabía 
dónde estaba y les reiteró que no la llamaran porque ella 
no tenía nada que ver con lo que hacía su hermana. En 

ese momento la amenazaron diciéndole que si ella no 
daba razones de la hermana, iban a buscarla para matarla. 
Desde entonces Jessica manifestó que deseaba salir de la 
región lo antes posible.

Caso 64: amenaza.

Víctimas: Gabriel Pulido Contreras (defensor de derechos 
humanos).
Fecha: 21 de septiembre de 2009.
Lugar: María La Baja, Bolívar.
Presuntos responsables: paramilitares.

 
Descripción de los hechos: Gabriel Pulido Contreras tiene 
33 años de edad. Casado, con dos hijos, Gabriel apoyaba 
la identificación de predios en un proceso de reparación 
colectiva e individual con la población desplazada de 
Mampuján, de aproximadamente 245 familias que ade-
lantaba la Comisión Nacional de Reparación y Reconcilia-
ción (Cnrr). También participó en las audiencias dentro 
del marco de la ley de Justicia y Paz, específicamente 
en la audiencia de formulación y legalización de cargos 
a Uber Banquez, alias “Juancho Dique” y Edgar Cobo 
Téllez, alias “Diego Vecino”; diligencias en las cuales 
Gabriel Pulido interrogó a las personas mencionadas so-
bre los móviles o motivos para la realización del despla-
zamiento del corregimiento de Mampuján, ya que ellos 
reconocían que la población era inocente. El señor Uber 
Banquez respondió: “Tienes que pedir protección, porque 
nosotros no nos desmovilizamos todos, también queda-
ron terratenientes y como el Gobierno no le cumplió a los 
desmovilizados, estos podrían tomar represalias”. Ante 
esta actitud, la magistrada tuvo que intervenir. 

El lunes 21 de septiembre de 2009, siendo aproximada-
mente las 10 de la noche, llegaron a la comunidad donde 
reside Gabriel, dos hombres vestidos de civil, quienes 
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afirmaron ser miembros del Ejército e ir de parte de un 
Coronel y un Teniente del batallón de Malagana. Estos 
hombres hicieron preguntas acerca de las condiciones 
en las cuales se vivía en Mampujan y dónde estaban los 
líderes. “Esta situación nos atemorizó ya que el propio 
‘Juancho Dique’ confesó en las audiencias que el batallón 
de Malagana les había colaborado con las masacres que 
habían operado en la zona, y también porque de parte de 
una amiga en Córdoba (Bolívar) y otra en San Juan nos 
habíamos enterado de que ‘Juancho Dique’ andaba averi-
guando por los líderes de Mampuján, a quienes iban a sa-
car”, contó Gabriel, y dijo que por esto le recomendaban 
no liderar estos procesos de recuperación de tierras. 

En ese momento en el municipio de María La Baja existía 
una gran inseguridad y desde el mes de mayo se venían 
presentando varios hechos de violencia tanto en el casco 
urbano como en lo rural, sin que hubiera ninguna cap-
tura. 

Para el momento de los hechos habían asesinado a nue-
ve personas: en el corregimiento de Matuya fueron ase-
sinados tres jóvenes, en el centro poblado Santa Fe de 
Hicotea una mujer, en el corregimiento Retiro Nuevo un 
hombre, en el corregimiento Las Bellas otra persona, a 
la cual le cortaron la cabeza, y en el casco urbano tres 
hombres, todos ellos ex paramilitares.

m.	 Amenaza colectiva

Caso 65: amenaza colectiva.

Víctimas: pastores de Planeta Rica, Córdoba.
Fecha: 28 de mayo de 2009.
Lugar: Planeta Rica, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: varios pastores en el munici-
pio de Planeta Rica recibieron llamadas de un hombre que 
se identificó como vocero del grupo paramilitar Águilas 
Negras, para que auxiliaran a unos de sus hombres. En 
este caso, todos los Pastores estuvieron de acuerdo en 
no cooperar y quedarse en Planeta Rica enfrentando la 
situación como grupo.

Caso 66: amenaza colectiva.

Víctimas: población marginada o vulnerable de Caucasia. 
Fecha: 1 de junio de 2009.
Lugar: Caucasia, Antioquia.
Presuntos responsables: sin información.

Descripción de los hechos: Pastores de las Iglesias de 
Caucasia y comunidades alrededor, denunciaron que entre 
los meses de junio, septiembre y octubre rodó una serie 
de panfletos en los que se hacían amenazas de asesinar 
a mujeres “prepago”, prostitutas, niños y niñas que des-
pués de las nueve de la noche estuvieran fuera de su casa, 
jóvenes bazuqueros y personas “sapas” [informantes].

Caso 67: amenaza colectiva.

Víctimas: Iglesia Luz y Vida.
Fecha: 10 de julio de 2009.
Lugar: Puerto Libertador, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: a inicios del mes de julio, se 
presentaron combates entre Los Paisas y Águilas Negras, 
grupos paramilitares, en zona rural en medio de la cual se 
encuentra ubicado el templo de la iglesia. Literalmente la 
iglesia quedó en medio del combate. Un pastor, vecino 
del lugar, comentó: “Me encontraba en la vereda y había 
aproximadamente 400 hombres uniformados y armados 
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de Los Paisas esperando por las Águilas Negras (espe-
rándolos para combatir)”.

Caso 68: amenaza colectiva.

Víctimas: Iglesia Cristo Mi Única Esperanza.
Fecha: 28 de agosto de 2009.
Lugar: Puerto Libertador, Córdoba.
Presuntos responsables: combatientes.

 
Descripción de los hechos: el templo de la iglesia Cris-
to Mi Única Esperanza se encuentra ubicado en la parte 
baja de la montaña, en el corregimiento San Juan. Grupos 
armados se encontraban en lo alto de la montaña comba-
tiendo durante tres días. El Pastor relató: “Mientras nos 
encontrábamos en el servicio dominical podíamos oír los 
disparos del combate sobre nosotros en la montaña”. El 
primero de septiembre hubo combates a las afueras de la 
vereda Río Verde.

n.	 Métodos ilícitos

Caso 69: métodos ilícitos.

Víctimas: José Vallar Montaña Vichue.
Fecha: 15 de septiembre de 2009.
Lugar: San José del Fragua, Caquetá.
Presuntos responsables: Policía, agente extranjero.

Descripción de los hechos: el día 15 de septiembre del 
año 2009, la finca de propiedad de José Vallar fue fumi-
gada con glifosato por avionetas de antinarcóticos. Las 
aeronaves salieron de la Base Militar La Arandia y fumiga-
ron: pastos (una hectárea), cacao (3/4 de hectárea), caña 
(3/4 de hectárea), yuca (3/4 de hectárea), borojó, piña, 
aguacate, café, maíz y plátano. 

La fumigación fue realizada por la Policía Nacional de An-
tinarcóticos, asesorada por tropas norteamericanas. José 
Vallar interpuso la queja ante la Alcaldía Municipal de San 
José del Fragua. Funcionarios de la Administración Muni-
cipal visitaron la finca, constataron lo ocurrido y tomaron 
atenta nota. Vallar informa que ya ha hecho averiguacio-
nes sobre cómo va el trámite de la queja y le informaron 
que ya la enviaron a la Dirección Nacional de Estupefa-
cientes. Llamaron a esa Dirección para averiguar cómo 
iba el trámite de la queja, y la información que les dieron 
es que ahí no ha llegado ninguna denuncia al respecto y 
que, además, del Caquetá hace ya un año no se tienen 
quejas de fumigación de cultivos lícitos. “Lo que se deja 
entrever es que las personas que toman las quejas, nunca 
hacen el trámite correspondiente ante la Dirección Nacio-
nal Estupefacientes”, mencionó José Vallar.

Casos anteriores a 2009

Casos entre 1997 y 2005

a.	 Homicidio

Caso 70: homicidio.

Víctimas: Juan Rentería y José Iván. Iglesia Presbiteriana.
Fecha: 21 de marzo de 1997.
Lugar: Atrato (Yuto), Chocó.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: los paramilitares llegaron al 
pueblo de Chigorodó en el Atrato chocoano, y asesinaron 
a un grupo de personas. Juan Rentería y su esposa Laura 
vivían en una de las veredas a tres horas del lugar donde 
ocurrió la masacre. Lo que se decía era que venían para la 
vereda, donde vivía la pareja, y los asesinarían a todos. 
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La noche del 20 de marzo de 1997, un grupo de seis 
familias salieron por todas las montañas entre Antioquia 
y Chocó, cerca del Atrato, huyendo por temor a que los 
paramilitares los asesinaran. Caminaron toda la noche y 
parte del día, pero alguien les informó que al llegar los 
paramilitares y al no encontrar a nadie, se fueron. 

Juan Rentería, su esposa y su hijo, José Iván, y otros cua-
tro hombres decidieron regresar para recoger parte de las 
cosas que tenían, pero en el camino de regreso, los para-
militares los abordaron violentamente y asesinaron a los 
hombres en forma brutal: los descuartizaron y luego los 
tiraron al río Atrato. A Laura solo le llevaron la gorra de su 
hijo y la camisa de su esposo. Luego se enteró de que los 
paramilitares jugaron fútbol con la cabeza de su hijo antes 
de lanzar sus restos al río.

Caso 71: homicidio, detención arbitraria y amenaza.

Víctimas: Alberto Leonidas del Castillo Cortés. Hermano 
y hermana de Alberto. Acompañamiento de la Iglesia 
Menonita.
Fecha: 17 de diciembre de 2000.
Lugar: Tumaco, Nariño.
Presuntos responsables: Farc-Ep - paramilitares - 
Ejército.

Descripción de los hechos: Alberto Leonidas del Castillo 
Cortés, casado con Norma del Carmen Benítez Mejía de 
38 años, tenían una hija de 10 años y un hijo de 8 años. 
Alberto nació en Tumaco, Nariño, y era soldado profesio-
nal del Ejército Nacional. Alberto se retiró del Ejército en 
mayo de 2000 y soñaba con dedicarse a su familia, a su 
hogar y a trabajar independientemente. 

En julio de 2000, después de una visita a Tumaco, un 
Capitán y un Coronel del Ejército empezaron a llamar a Al-

berto para proponerle que trabajara con los paramilitares 
de Tumaco. Estos dos hombres buscaban a los que salían 
del Ejército para reclutarlos en las fuerzas paramilitares de 
Tumaco, concretamente en el Bloque Libertadores del Sur 
que estaba en el proceso de formarse. 

Alberto volvió a Tumaco a buscar un taxi que había com-
prado para trabajar independientemente, con la intención 
de llevar el carro a Sincelejo. Hacia finales de octubre 
la guerrilla retuvo el carro por 15 días y lo pintó con las 
letras Farc-Ep. Ellos dejaron ir al conductor. Por medio de 
un hermano, que se fue a hablar con esa guerrilla, Alberto 
logró que soltaran el carro el 15 de noviembre, un mes 
después. 

Mientras estaba en Tumaco, Alberto se quedó en casa de 
su madre. El 29 de diciembre el conductor del Batallón 
de Tumaco, un hombre conocido como “Matute”, amigo de 
Alberto, llegó a la casa de su mamá y le hizo salir a un 
lugar cerca de un puente en donde siempre permanecían 
infantes de la Marina. Ese día no había infantes allí. El 
conductor dejó a Alberto solo con la señora Edilma Ma-
casue, quien también era amiga de Alberto. Allí, en una 
cevichería, llegaron cuatro personas en un taxi, también 
conocidas de Alberto. Dos fueron soldados y al parecer 
los otros dos eran paramilitares. Alberto los saludó pero 
ellos lo tomaron a la fuerza y lo subieron al taxi. Cuando 
Alberto se dio cuenta de lo que estaba pasando, empezó a 
gritar. Le amarraron las manos y lo llevaron a una parte tu-
rística que se llama El Morro. Durante el desplazamiento, 
pasaron por el Batallón en donde permanecían varios in-
fantes. Como Alberto iba gritando, los hombres lo bajaron 
a una cuadra del batallón, frente a un colegio, lo hicieron 
caminar y le dispararon por la espalda, ejecutándolo. Una 
señora fue testigo y por eso se conocen los detalles de 
lo que pasó. 



67

Según Norma, esposa de Alberto: “Todo fue coordinado 
con el Coronel y el Capitán”. Después de la muerte de 
Alberto, su hermano fue detenido por tres días en el Ba-
tallón y allí fue amenazado para que no denunciara. Una 
hermana de Alberto fue al hospital para la necropsia, don-
de el Capitán le dijo: “No se vaya a denunciar para no 
tener problemas”. Norma empezó el proceso con Justicia 
y Paz a causa del asesinato de su esposo, por lo que fue 
amenazada (Caso 94).

Caso 72: homicidio, detención arbitraria, amenaza
y desplazamiento.

Víctimas: Francisca Esarna Cassiani y sus tres hijas y 
cuatro hijos. Iglesia Agua de Vida.
Fecha: 15 de enero de 2002.
Lugar: María La Baja, Bolívar.
Presuntos responsables: paramilitares - Ejército.

Descripción de los hechos: Francisca Esarna Cassiani y 
sus siete hijos vivían en una finca en el corregimiento de 
Matuya, en el municipio de María La Baja, donde algunas 
veces llegaba la guerrilla a pedir comida. Por esta razón, 
los paramilitares, al mando de alias “Juancho Dique”, la 
amenazaron y ella decidió huir. Sin embargo, este grupo 
paramilitar se llevó a cuatro de sus siete hijos, los varo-
nes, y los ejecutaron. Luego el Ejército detuvo a Francisca 
quien aun se encuentra detenida en la cárcel de Sincelejo 
por ser una presunta guerrillera. 

María La Baja era una zona azotada por la violencia. Pri-
mero por las guerrillas del Epl y el Crp, luego por los 
mismos militares señalando a la población de guerrillera 
y, por último, por los paramilitares que desplazaron a toda 
la comunidad de Mampuján, Playón, la Pista, Santa Fe y 
cometieron múltiples homicidios.

Caso 73: homicidio, amenaza y desplazamiento.

Víctimas: Ana Lucía Caviedes,* Jaime Romero Llanos,* 
papá de Ana, hijo de Ana* y Jaime.*
Fecha: 1 de enero de 2003.
Lugar: Ocaña, Norte de Santander.
Presuntos responsables: Ejército.

Descripción de los hechos: Ana Lucía Caviedes,* esposa 
de Jaime Romero,* nuera de Antonio José Espitia* (Caso 
51), había sido testigo, a mediados de los años noventa, 
del asesinato de su padre, un campesino que fue ejecu-
tado y descuartizado en Ocaña a manos de militares. A 
Antonio José lo acusaban de pertenecer al Eln, pero él 
nunca perteneció a ese grupo. En una ocasión miembros 
del Eln pasaron por su finca y lo obligaron a darles gana-
do para alimentarse. Ana Lucía* identificó a los militares 
que participaron en el homicidio e interpuso la denuncia. 
Desde entonces comenzaron a perseguir y amenazar a la 
familia. Esto llevó a Ana Lucía* y a su esposo a solicitar 
refugio en otro país.

b.	 Herido

Caso 74: herido y desplazamiento.

Víctimas: Gladys Ofir. Iglesia Interamericana de Colombia.
Fecha: 15 de enero de 2002.
Lugar: Apartadó, Antioquia.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Gladys Ofir, madre cabeza de 
familia, trabaja como secretaria en la iglesia. Gladys tiene 
dos hijas, una de 22 años y otra, Jenny Viviana Cárdenas 
de 19. 
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Gladys Ofir trabajó en el Comando del Ejército. Su casa 
estaba al lado de la Casa de la Cultura de Apartadó, en 
donde los jefes guerrilleros tuvieron un taller sobre pe-
riodismo. En este tiempo, alguien le dijo al Ejército que 
ellos estaban en este lugar y el Ejército llegó y capturó a 
unos jefes de la guerrilla y los llevaron al Comando. Uno 
de estos hombres fue sometido a un interrogatorio en la 
oficina del Mayor del Comando de Apartadó, oficina en 
la que Gladys trabajaba como secretaria. El comandante 
guerrillero la reconoció, porque ella pasaba todos los días 
por la Casa de la Cultura a tomar el trasporte que la lle-
vaba al Comando. El comandante guerrillero supuso que 
ella era quien había informado al Ejército sobre la presen-
cia de los guerrilleros en la Casa de la Cultura. En 2002 
los guerrilleros buscaron a Gladys cuando se dirigía en el 
transporte colectivo hacia el Comando. Dos guerrilleros 
se montaron al carro y le dispararon desfigurándole su 
rostro. Después del ataque, los guerrilleros la dieron por 
muerta pero cuando Gladys fue llevada al hospital, estaba 
viva y lograron salvarla. 

Entre 2002 a 2006 Gladys se desplazaba constantemente 
para esconderse de la guerrilla. En 2007 ella con sus dos 
hijas regresaron a Apartadó porque en ese tiempo la zona 
era dominada por los paramilitares.

c.	 Desplazamiento

Caso 75: amenaza y desplazamiento. 

Víctimas: Rosendo Antonio Romero (Pastor), Mónica 
Romero,* María Suárez Mellado y tres personas sin 
identificar. Iglesia Bautista. 
Fecha: 18 de abril de 2005.
Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Rosendo Romero, de 46 años 
de edad, se desempeñaba como pastor y presidente de 
la Junta de Acción Comunal. Rosendo, junto a su fami-
lia, tuvo que salir desplazado forzosamente de la vereda 
Flores Arriba del corregimiento de Santa Marta (muni-
cipio de Tierralta), ya que en dicha vereda los parami-
litares establecieron una base de aproximadamente 800 
combatientes, impusieron su autoridad en la comunidad 
y amenazaron al pastor Romero por el trabajo comunitario 
y humanitario que venía realizando con algunas familias 
en la vereda.

d.	 Amenaza

Caso 76: amenaza.

Víctimas: Salvador José Alcántara Rivera (Pastor).  
Iglesia Cuadrangular.
Fecha: 15 de abril de 2000.
Lugar: Simití, Bolívar.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: el pastor Salvador Alcántara 
confrontó a unos hombres pertenecientes a grupos para-
militares cuando iban llevando a un joven por las calles. 
Preguntó por qué se lo estaban llevando, y por esto fue 
verbalmente maltratado y lo amenazaron. El joven fue eje-
cutado posteriormente. Esto sucedió cuando comenzaron 
a presenciar actos de los paramilitares en Simití, Bolívar. 
(Caso 59, Caso 77, Caso 78).

Caso 77: amenaza.

Víctimas: Salvador José Alcántara Rivera (Pastor). 
 Iglesia Cuadrangular.
Fecha: 27 de octubre de 2003.
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Lugar: Simití, Bolívar.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: el pastor Salvador Alcántara 
buscó a Manuel Barreto, terrateniente y líder de grupos para-
militares, para conversar con él en las afueras del hospital en 
Simití. Manuel Barreto había pasado con unos paramilitares 
en un carro por la casa de un amigo del Pastor donde ellos 
se encontraban. El Pastor le preguntó por los comentarios 
que circulaban que “estaban allá (los paramilitares) porque 
la gente se tenía que desplazar”. Le preguntó, “¿es real?”. 
Al afirmar que así era, dijo: “Todo esto (el territorio) es mío. 
Tengo 500 fusiles para recuperar esta tierra”. Le propuso al 
Pastor que le diera tierra para que dejara de molestar. El Pas-
tor se ofendió y explicó que no iba para buscar favores y tie-
rras sino a favor de la comunidad. Manuel Barreto preguntó: 
“¿Usted también quiere pelear?”. Dijo que iba en enero y no 
quiso ver a ninguna persona, a ninguna familia en el Garzal. 
“El río Magdalena recibe todo lo que entra. Toda la gente del 
Garzal son guerrilleros” (Caso 59, Caso 76, Caso 78).

Caso 78: amenaza.

Víctimas: Salvador José Alcántara Rivera (Pastor). 
Iglesia Cuadrangular.
Fecha: 15 de enero de 2004.
Lugar: Simití, Bolívar.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Manuel Barreto, terrateniente de 
la zona, se enteró de que el pastor Salvador Alcántara estaba 
moviendo el acompañamiento internacional y la organización 
de la comunidad para reivindicar los derechos a la tierra de 
los pobladores de Garzal. El pastor Salvador recibió una lla-
mada de un paramilitar conocido. Este le avisó que la situa-
ción era crítica y que había una orden de asesinarlo (Caso 59, 
Caso 76, Caso 77).

Casos 2007

 a.	 Homicidio

Caso 79: homicidio, desaparición, tortura, herido, 
detención arbitraria, amenaza y desplazamiento.

Víctimas: Alexander López, Albeiro López, Óscar Sánchez, 
Jorge Lagos. Iglesia Cruzada Cristiana.
Fecha: 19 de abril de 2007.
Lugar: Riohacha, La Guajira.
Presuntos responsables: Gaula [grupo especial 
antisecuestro de las Fuerzas Armadas de Colombia] - 
Ejército.

Descripción de los hechos: Alexander López, hijo de la 
pastora Piedad Ospino y padre de cuatro hijos, salió el 
19 de abril de 2007 a las nueve de la noche hacia la ciu-
dad de Valledupar, para traer una moto que alguien había 
comprado y a él le habían pedido el favor de transportarla 
hasta Riohacha. De allí no volvió nunca más. La Pastora 
denunció la desaparición de Alexander ante el Cti. 

El 5 de septiembre de 2007, Albeiro, el hijo más joven de 
la Pastora se movilizaba en un mototaxi y fue interceptado 
por varios hombres que se transportaban en una camio-
neta cuatro puertas, con vidrios polarizados, sin placa, a 
la cual lo obligaron a subir y le dijeron que no mirara para 
ningún lado. Lo golpearon y lo interrogaron acerca de si 
su familia había denunciado la desaparición de su herma-
no Alexander, a lo que él respondió que no. Él desconocía 
que efectivamente sí se había hecho la denuncia. Albeiro 
le contó a su mamá que alcanzó a ver que los hombres 
llevaban ropa oscura con pasamontañas, como los que 
utiliza el Gaula. Albeiro estuvo retenido desde las diez de 
la mañana hasta las siete de la noche. 
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El 25 de septiembre de 2007, a las diez de la mañana, la 
Pastora recibió una llamada telefónica para que fuera a 
reconocer en Valledupar a un cadáver que creían era de su 
hijo. A las cinco de la mañana la Pastora reconoció que el 
cuerpo sí pertenecía al de su hijo. El cadáver de Alexander 
fue entregado a sus familiares el 26 de septiembre y el 27 
fue sepultado en Riohacha. 

El Cti informó a la pastora que Alexander había muerto 
en un combate con el Ejército el día 20 de abril a las 
tres de la madrugada, es decir, un día después de haber 
salido de su casa. Alexander apareció como dado de baja 
en el municipio de Patillal (Cesar), vestido con botas y 
camuflado. 

En una conversación telefónica con el Fiscal de Derechos 
Humanos, la Pastora dice que alcanzó a escuchar del otro 
lado del teléfono cuando el Fiscal le decía a otra persona 
que cómo pudo ser posible que el muchacho apareciera 
muerto en combate si él no estaba con camuflado sino 
con ropa particular. Un funcionario de la Defensoría del 
Pueblo supo de este caso y le dijo a la Pastora: “Entramos 
a la moda”, (aparentemente una referencia a que los ca-
sos de ejecuciones extrajudiciales, más conocidos como 
‘falsos positivos’ “estaban de moda”). 

La Pastora dijo que sabía quiénes estaban detrás del ase-
sinato de su hijo y que estaban en el barrio en donde ella 
vivía y que era un miembro del Gaula conocido como 
“Pichi”. Esto lo sabe porque el 6 de julio de 2009 se en-
teró por una amiga quien le contó que su hijo había escu-
chado, por el mismo “Pichi”, que él sabía que Alexander 
estaba muerto. 

A raíz de estos hechos, el día 27 de septiembre, Óscar 
Sánchez y Jorge Lagos, hijos de la Pastora, debieron salir 
de la Guajira para otros departamentos, porque estaban 

en peligro de muerte. “Pichi”, que se presume está invo-
lucrado en la muerte de Alexander, le estaba “haciendo 
ronda” [siguiendo] a Jorge.

b.	 Desplazamiento

Caso 80: amenaza y desplazamiento.

Víctimas: Carmen Zulima Naranjo (defensora de derechos 
humanos) y sus dos hijas. Integración Cristiana de Fe y 
Oración (Icfo). 
Fecha: 15 de junio de 2007.
Lugar: Manizales, Caldas.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Carmen Zulima Naranjo, de 48 
años, separada, con tres hijas y un hijo, madre cabeza de 
familia y líder social. En 2003, por motivos económicos, 
Carmen tuvo que salir con su familia de la ciudad de Ma-
nizales (Caldas), ubicándose en el municipio de Villa del 
Rosario, Norte de Santander. 

En 2005 paramilitares que se encontraban en esta zona 
les forzaron a pagar “vacunas” y a asistir a reuniones. Car-
men, por no acceder, se vio obligada junto a su familia, a 
salir desplazada. Todos regresaron a Manizales y al cabo 
de dos años, en 2007, los paramilitares les pidieron nue-
vamente dinero mediante llamadas amenazantes. Por esta 
razón, volvieron a Villa del Rosario, considerando infor-
maciones relativas a que los paramilitares que les habían 
amenazado ya no se encontraban allí. 

Las constantes amenazas y desplazamientos le obligaron 
a separarse de su esposo. 

En 2007, Carmen se asentó en Villa del Rosario, donde 
continuó su trabajo a nivel comunitario en apoyo a las 
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familias desplazadas y creó un programa radial Derechos 
Humanos y Desplazamiento, con Radios Ciudadanas y lo 
dirige desde el 2007. Carmen también creó Asociación 
de Desplazados de Villa del Rosario (Asodevill). Carmen 
recibió nuevamente amenazas, saqueos y persecución. 
Dos de sus hijas tuvieron que irse del municipio por te-
mor a ser reclutadas forzosamente, y una de ellas regresó 
después de dos años. 

Carmen tiene una medida de protección desde 2007 por 
parte del Ministerio del Interior y Justicia, sin embargo 
tiene que estar presionando para que se lo renueven. Car-
men continuó siendo hostigada y amenazada (Caso 53).

Caso 81: amenaza, desplazamiento, amenaza colectiva
 y desplazamiento colectivo.

Víctimas: Javier Suárez,* Eber Suárez* y 25 familias  
de la vereda Campanas de la Vega.
Fecha: 6 de diciembre de 2007.
Lugar: Dibulla, La Guajira.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Javier Suárez,* líder de fa-
milias en situación de desplazamiento, fue amenazado 
y obligado a desplazarse por hombres pertenecientes al 
grupo paramilitar de las Águilas Negras. Cerca de 2.000 
hombres de este grupo, fuertemente armados y equipa-
dos con teléfonos móviles y radios de comunicación, se 
acercaron a la casa de Javier* y a las fincas vecinas, di-
ciéndoles que debían sembrar coca. Amenazaron a todos 
los campesinos con matarlos si no lo hacían, y les prohi-
bieron irse de la finca.

El 8 de diciembre, Javier* y su familia decidieron salir 
desplazados forzosamente de su finca. Las demás fami-
lias campesinas (25) decidieron desplazarse también. 

El día 11 de diciembre de 2007, Javier* se acercó a la 
Defensoría del Pueblo en Riohacha, y mientras estaba allí 
lo llamaron de la finca contándole que se había presen-
tado un enfrentamiento entre los paramilitares y el Ejér-
cito. En la Defensoría no le quisieron creer la denuncia 
y lo trataron de mentiroso. La oficina de Acción Social 
también desmintió estos hechos de amenaza. El Coronel 
de la Policía de Riohacha fue trasladado después de ese 
enfrentamiento. El Gobierno se comprometió a devolver-
les la finca, pero cuando quisieron volver, allí estaba un 
grupo indígena de los Koguis, quienes no quisieron salir. 
El gobierno local no hizo nada para sacarlos. 

Javier* manifestó que la Gobernación estaba negociando 
la finca para venderla y que no había tenido en cuenta 
los cultivos que con tanto esfuerzo habían sembrado los 
campesinos, hasta tal punto que se encontraban endeuda-
dos con el Banco Agrario, el cual le hizo préstamos a los 
campesinos para trabajar la tierra, que seguían pagando. 

Javier* se quejaba preguntando cómo era posible que el 
presidente Uribe dijera que no había paramilitares, afir-
mando que eso era mentira, que las desmovilizaciones 
fueron una fachada y que los paramilitares estaban allí 
en Dibulla. Contó Javier*: “Ni Acción Social, ni ninguna 
otra entidad del Gobierno nos ha ayudado. Para Acción 
Social, el desplazado debe estar pasando hambre, arro-
dillado, pidiendo comida, si no, no es tenido en cuenta 
como desplazado. No entienden que el campesino debe 
aprender a hacer otras cosas aparte de trabajar la tierra, 
porque si no, nos morimos del hambre”. 

Las 25 familias de la vereda Las Campanas de la Vega 
se desplazaron por toda Colombia. Javier* y Eber Suárez 
contaron que la vereda de Mingueo municipio de Dibulla, 
se encontraba amenazada por las Autodefensas Gaitanis-
tas de Colombia, la llenaron con panfletos y murales de 
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este grupo. Todos en este municipio estaban en peligro 
de muerte.

Caso 82: amenaza, desplazamiento y desplazamiento
 colectivo.

Víctimas: Dayris Mejía y familia.  
Iglesia Misionera Mundial. 
Fecha: 11 de diciembre de 2007.
Lugar: Dibulla, La Guajira.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Dayris Mejía era la presidenta 
de la Asociación de Desplazados Ebenezer, y en respues-
ta a las amenazas y al desplazamiento causado por los 
paramilitares, ella se acercó a la Fiscalía a denunciar. 
En la Fiscalía se encontró con la sorpresa que dentro de 
sus oficinas se encontraba uno de los paramilitares que 
había llegado a la finca a amenazar a los campesinos. 
El sujeto saludaba efusivamente a los funcionarios de la 
Fiscalía. Debido a este suceso Dayris no pudo denunciar 
los hechos. 

El día 14 de diciembre, en la Personería de Dibulla, hubo 
una reunión con los líderes de la Asociación Ebenezer, 
y durante el encuentro, la Personera recibió una llamada 
en donde la amenazaron diciéndole que no hiciera nada 
a favor de la gente del caserío Campana Nuevo. Después 
de estas denuncias fallidas, a Dayris la llamaron por telé-
fono y la amenazaron con matarla, por lo cual debió salir 
desplazada junto a toda su familia, dejando a sus hijos en 
otra ciudad. Todo esto por haber sido declarada objetivo 
militar por parte del grupo paramilitar las Águilas Negras-
Los Nevados.

c.	 Amenaza

Caso 83: amenaza. 

Víctimas: Salvador José Alcántara Rivera (Pastor).  
Iglesia Cuadrangular.
Fecha: 1 de septiembre de 2007.
Lugar: Simití, Bolívar.
Presuntos responsables: paramilitares - Ejército.

Descripción de los hechos: el Ejército llamó al pastor Sal-
vador Alcántara para que fuera a identificar a dos personas 
(paramilitares) que habían capturado. 

Relató el Pastor: “No fui. Entendí que era un montaje para 
enredarme con los ‘paras’. El Ejército es cómplice”. El 
Ejército dejó libres a las dos personas que había captu-
rado en la tarde. 

Días antes, el Pastor se encontraba en una minga en 
Garzal y entraron unas persona a caballo y cuatro a pie. 
Después, el Pastor vio que llegó el Ejército. Pensó que 
de pronto era para brindarle acompañamiento a las or-
ganizaciones internacionales que acompañaban la minga, 
pero el Ejército procedió a “capturar” a dos de las personas 
que iban caminando (que acompañaban a las perso- 
nas que iban a caballo). Después se enteraron de que es-
tas personas eran narcotraficantes acompañados de sus 
escoltas paramilitares. 

En los mismos días habían circulado rumores que de-
cían que el Pastor era “sapo” [informante] del Ejército. El 
Pastor buscó la persona que estaba rumorando sobre su  
vínculo con el Ejército, el hombre se presentaba como 
civil pero era un conocido paramilitar. El paramilitar dijo 
que la razón por la cual él circulaba el rumor era porque 
el Pastor quería quitarle la tierra a la persona que lo ame-
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nazaba, quien era propietario de grandes terrenos donde 
siembran palma. (Caso 59).

Caso 84: amenaza.

Víctimas: Santiago Arbeláez.* Acompañamiento  
de la Iglesia Menonita.
Fecha: 15 de diciembre de 2007.
Lugar: Buga, Valle.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Santiago Arbeláez,* de 40 
años, casado, tiene tres hijas y dos hijos. Santiago es 
comerciante, dueño de una panadería y contratista de fu-
migación de caña. 

Santiago* recibió llamadas amenazantes de personas 
pertenecientes a un grupo paramilitar, en las cuales le 
decían “que se abra [se vaya] de aquí”. Las amenazas 
continuaron, con palabras fuertes le dijeron a Santiago* 
que si quería ver el año entrante que se fuera de allí: “Lo 
que le pasó a Gonzalo* y a Jaime* le va a pasar a usted”. 
Desde ese momento Santiago* no volvió a la panadería. 

En 2007 Santiago Arbeláez* apoyó económicamente la 
campaña política al Concejo de su amigo Gonzalo*. Luego 
paramilitares asesinaron a un muchacho llamado Jaime* 
a quien Santiago* contrató para transportar a Gonzalo* en 
su moto. En agosto de 2007 Gonzalo* fue asesinado por 
los paramilitares.

Casos 2008

a.	 Homicidio

Caso 86: homicidio.

Víctimas: Adanien Alfonso Franco Arrieta (artesano).  
Iglesia Interamericana de Colombia. Acompañamiento de 
la Iglesia Menonita.
Fecha: 22 de octubre de 2008.
Lugar: El Bagre, Antioquia.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Adanien Alfonso Franco Arrie-
ta, de 27 años, era artesano y tenía dos hijos. Adanien 
salió del municipio de Caucasia hacia Zaragoza y en el 
camino que comunica estas dos poblaciones fue inter-
ceptado por paramilitares de las Autodefensas Gaitanis-
tas, quienes lo retuvieron y lo ejecutaron. Esto lo vieron 
algunos habitantes del sector. Las causas son desconoci-
das puesto que Adanien no ejercía liderazgo en la iglesia 
o su comunidad, ni había sido amenazado.

b.	 Desaparición

Caso 87: desaparición.

Víctimas: William Reyes Piedrahita (Pastor).  
Iglesia Interamericana de Colombia.
Fecha: 25 de septiembre de 2008.
Lugar: La Paz (Robles), Cesar.
Presuntos responsables: sin información.

Descripción de los hechos: William Reyes se casó con 
Idia Miranda. Ambos eran Pastores y tuvieron un hijo y 
dos hijas (el primero mayor de edad al momento de los 
hechos, las dos últimas menores de edad). Desde no-
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viembre de 2005, apenas unos meses después de mudar-
se desde Antioquia hacia Maicao con su familia, el Pastor 
venía recibiendo amenazas de personas no identificadas, 
quienes le pedían dinero por medio de llamadas y men-
sajes de texto a su celular. 

William fue víctima de varias agresiones durante el mes 
de septiembre. El primero de ese mes, en el 2008, cuan-
do el pastor William iba en su moto, lo interceptaron dos 
hombres, los cuales lo golpearon fuertemente, le robaron 
unos anillos y le apuntaron con un arma para quitarle la 
moto. Al ver una camioneta, los hombres huyeron, logran-
do llevarse solamente las llaves de la moto y los anillos. 
El día 2 de septiembre, William recibió el ultimo mensaje 
amenazante en su celular que hacía referencia al robo del 
día anterior. En un viaje que hizo el Pastor, llamó a su 
esposa, la pastora Idia Miranda, diciéndole que iba en un 
carro de pasajeros y que iba por La Paz (Cesar) y debería 
llegar a Maicao en un par de horas. Desde esta llamada no 
se tienen noticias de él. 

Esta es información complementaria del caso documen-
tado en 2008 el cual fue publicado en el informe Llamado 
Profético 4 (Caso 20, LP4).

Caso 88: desaparición, amenaza y violencia sexual.

Víctimas: Adolfo Rengifo (comerciante) y  
Ángela Martínez. Iglesia Alianza Colombiana.
Fecha: 8 de octubre de 2008.
Lugar: Medellín, Antioquia.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Adolfo Rengifo de 38 años se 
casó con Ángela Martínez, de 28 años, y tuvieron dos hijos 
(menores de edad al momento de los hechos). Adolfo era 
hermano de Miriam Rengifo, pastora de la iglesia Alianza 

Colombia. Adolfo comercializaba máquinas fotocopiado-
ras, computadores e impresoras. Este negocio lo hacía en 
las ciudades de Medellín, Montería y Cali. 

El 8 de octubre de 2008, después de mandar un car-
gamento de impresoras para ser vendido en Envigado, 
Adolfo desapareció en la vía que de Medellín conduce a 
esa ciudad. La familia cuenta que Adolfo venía recibiendo 
amenazas extorsivas por parte de un grupo de las Águilas 
Negras, y de la Oficina de Envigado, que le estaban co-
brando una “vacuna” para estas organizaciones. 

A los pocos días de desaparecido, su automóvil fue en-
contrado en Sabaneta, Antioquia. La familia también re-
cibió una llamada en la que le dijeron que debía entregar 
una cantidad de dinero para que Adolfo fuera liberado. 
Luego de esta llamada, no se recibieron más. El caso fue 
denunciado pero aún no hay información que dé pistas 
sobre lo que ha pasado con él.

c.	 Violencia sexual

Caso 89: violencia sexual.

Víctimas: Mónica Giraldo.* 
Fecha: 19 de abril de 2008.
Lugar: Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Mónica Giraldo,* de 11 años 
de edad, es hija del pastor Ricardo Giraldo*. Mónica* fue 
víctima de acceso carnal violento por parte de un miem-
bro de las Águilas Negras que opera en la zona. 

El día de los hechos, Mónica* pasaba frente a la casa del 
perpetrador y fue llamada por una hermana de este, que 
se había hecho amiga de la niña. Al momento llegó el vic-
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timario, sujetó a la niña y la introdujo en una habitación en 
donde abusó de ella, sin que la hermana hiciera algo para 
impedirlo o diera aviso de lo ocurrido. Al parecer todo fue 
planeado por las dos personas mencionadas. 

La investigación por estos hechos se adelantó en la Fis-
calía en Montería y hasta el momento de recolección de 
la información, no se habían tenido noticias sobre orden 
de captura contra los dos sindicados, muy a pesar de los 
requerimientos realizados por parte de una defensora co-
munitaria. El perpetrador y su cómplice continúan vivien-
do en el mismo lugar donde ocurrieron los hechos.

Caso 90: amenaza, reclutamiento de niños y niñas 
y violencia sexual.

Víctimas: Antonia Figueroa* y Constanza Agamez* 
(Pastora). Iglesia Interamericana de Colombia. 
Fecha: 15 de noviembre de 2008.
Lugar: San Pedro de Urabá, Antioquia.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Antonia Figueroa* de 16 años 
fue reclutada por el grupo paramilitar de “Don Mario”. 
Antonia* salía del colegio, cuando el grupo de “Don Ma-
rio” cercó a 22 alumnos, entre niños y niñas, y se los 
llevó para ser entrenados en las filas. Entre ellos estaba 
Antonia.*

Su madre, Constanza Agamez,* empezó a buscarla para 
saber dónde la tenía el grupo, pero nadie le daba razón. 
Esta búsqueda fue en forma silenciosa, porque los padres 
de todos los niños que reclutaron estaban amenazados y 
no podían hacer denuncias ni ninguna búsqueda. 

Tres meses después de ocurrido el reclutamiento, un 
hombre conocido (al parecer paramilitar) le dijo a la 

mamá que había visto a su hija armada junto con otros 
compañeros en un retén hecho por los paramilitares. An-
tonia* cuenta que la entrenaron en todo tipo de armas. Un 
día le dijeron que ella había sido elegida para escoltar a 
“Don Mario” cuando este viniera al Chocó. También fue 
entrenada para primeros auxilios. Todo esto ocurrió en un 
promedio de tres meses. En este proceso de ser enfer-
mera cuenta que un compañero murió por leishmaniasis 
(enfermedad que pudre la carne). 

Según la madre, Antonia* estuvo seis meses en las filas 
de “Don Mario” en la selva de Chocó. La leishmaniasis 
la adquirió en la selva, en medio de tanta plaga que tenía 
este lugar. Ella tenía doce picaduras de insecto y además 
cuenta que fue violada y explotada sexualmente. Antonia* 
cuenta que presenció la muerte de una persona menor 
por causa de la leishmaniasis. Sabe, además, de cinco 
niñas que fueron reclutadas y enloquecieron. A estas las 
llevaron adonde un brujo para que las aliviaran. Como no 
fueron aliviadas, las amarraron y se las llevaron. No se 
sabe qué pasó con ellas. Antonia* contó que algunas ni-
ñas embarazadas fueron obligadas a abortar. La mamá de 
Antonia* dice que cree que su hija sí vio asesinar perso-
nas pero que ella no lo hizo. Sobre esto la niña no quiso 
hablar. 

Además de enseñarle a manejar todas las armas, los pa-
ramilitares les enseñaron el himno y el credo. Además 
de obligarlos a beber pólvora, les prohibieron hablar con 
las demás personas, familiares o amigos, algo referente a 
los paramilitares, porque si lo hacían les quitaban la vida. 
La niña dijo que los grupos paramilitares tenían muchos 
campamentos de entrenamiento y que ella se destacó 
como una de las mejores en manejar armas. 

La niña contó que la dejaron regresar del grupo por la 
leishmaniasis, para que la curaran y que luego volvían por 
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ella. Llegó con una pierna podrida a la casa. La madre la 
llevó al hospital, pero no le dio información a nadie para 
no poner en peligro su vida. La madre recibió una llamada 
en la que le decían que no podría decir nada acerca de su 
paradero, ni dónde había estado. Luego, cuando estuviera 
aliviada, se la volvían a llevar. 

Ella cuenta que cada vez que llegan los hombres de “Don 
Mario” a San Pedro, mandan a buscar a Antonia* y salen 
con ellos, la emborrachan y la explotan sexualmente, y no 
solo a ella sino a todas las que regresaron, y les recuerdan 
que se tienen que devolver. Aún no se la han llevado, por-
que sigue enferma, y la niña dice que si se va de nuevo, 
es por temor.

d.	 Atentado

Caso 91: amenaza y atentado.

Víctimas: Herminda Restrepo.* Acompañamiento  
de la Iglesia Menonita.
Fecha: 10 de noviembre de 2008.
Lugar: Zipaquirá, Cundinamarca.
Presuntos responsables: Policía.

Descripción de los hechos: Herminda Restrepo,* hija 
mayor de Marta Caramés* (Caso 101), tiene un hijo de 
tres años. Herminda* se encontraba tomando el sol con 
su hijo frente a la casa cuando dos hombres se acerca-
ron, se identificaron como policías y empezaron a hacer 
preguntas. Ellos le dijeron a Herminda* que tenía que 
acompañarlos, tomándola por los codos. Ella gritaba 
que se identificaran porque ella no iba para ningún lado. 
Los hombres empezaron a forzarla y ella a gritar por-
que tenía al niño en sus brazos. Uno de ellos puso una 
arma en un costado del estómago de Herminda* y se 

oyó un disparo. La gente empezó a salir y unos niños 
que jugaban empezaron a llorar y a correr. Herminda* 
sólo miraba si su hijo estaba herido. Finalmente, nadie 
fue herido.

Caso 92: amenaza y atentado. 

Víctimas: Manuel Miranda Díaz (Pastor), Nicolasa 
Mesa Ochoa (Pastora), Antonia* y Francisco.* Iglesia 
Cuadrangular. 
Fecha: 17 de diciembre de 2008.
Lugar: Montelíbano, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Manuel Miranda Díaz y Nico-
lasa Mesa Ochoa, familia pastoral (Caso 28), se encon-
traban en su casa cuando el 17 de noviembre de 2008, en 
horas de la noche, un hombre que decía ser vocero de un 
grupo paramilitar (Águilas Negras), se acercó al hogar del 
Pastor, ubicado al lado del templo. En esa visita, le dijeron 
al Pastor que le solicitaban que les colaborara con el 30 
por ciento de los ingresos de la iglesia o con 5 millones 
de pesos. Al negarse a dar ese dinero, el hombre le ame-
nazó diciendo que debía abandonar el pueblo en menos 
de 24 horas. El Pastor insistió y le dijo que no tenía dinero 
y que no podía darle nada. 

El 20 de noviembre, tres días después, el Pastor re-
cibió una llamada telefónica en la que nuevamente le 
requirieron el dinero con amenazas. Personas desco-
nocidas comenzaron a pasar por el frente de la casa 
durante los días siguientes y luego, por intermedio de 
un miembro de la iglesia, le enviaron un mensaje al 
Pastor diciéndole que si no daba la plata “tenían tres 
granadas para él”. 
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Al mes siguiente, el día 17 de diciembre, a las 4:30 de la 
madrugada, tiraron una granada frente a la casa pastoral, 
afectando las ventanas, puertas y techo de la vivienda. 
No le ocurrió nada al Pastor ni a su familia, quienes se 
encontraban durmiendo allí. 

Los medios de comunicación registraron la situación de 
la granada, y por su parte el cuerpo pastoral se estuvo 
reuniendo para juntos buscar salidas a esta situación.

e.	 Reclutamiento de niños y niñas

Caso 93: reclutamiento de niños y niñas.

Víctimas: Rebeca Espinosa.* Iglesia Alianza Colombiana.
Fecha: 1 de marzo de 2008.
Lugar: Buenaventura, Valle.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Rebeca Espinosa* es una 
niña que asistía al proyecto de Compasión de la Igle-
sia Alianza Colombiana en Buenaventura. Su hermano 
mayor se hizo amigo del jefe de los paramilitares de la 
ciudad que se llama “Diego”. Este se acercaba a la casa 
de la madre de Rebeca* y le entregaba dinero para ayu-
darla con los gastos de la familia. Esto lo hizo durante 
el año 2008. 

En marzo Diego le dijo a Rebeca* que ella tenía que ser 
parte del grupo paramilitar y le tocaba irse con ellos para 
tomar un entrenamiento. Ella tuvo que hacerlo. Después 
del entrenamiento, “Diego” le asignó un pago a Rebeca, 
y la envió bajo el mando de otro paramilitar llamado “Jai-
me” para que cuidara un barrio de Buenaventura.

f.	 Detención arbitraria

Caso 94: detención arbitraria, amenaza 
y desplazamiento.

Víctimas: Santiago Arbeláez,* Elizabeth Contreras,* 
Manuela Arbeláez Contreras,* Concepción Arbeláez 
Contreras,* Isaac Arbeláez Contreras,* Diomedes Arbeláez 
Contreras* y Mabel Arbeláez Contreras.* Acompañamiento 
de la Iglesia Menonita.
Fecha: 2 de agosto de 2008.
Lugar: Buga, Valle.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Santiago Arbeláez* (40 años) 
está casado con Elizabeth Contreras* y tienen tres hijas: 
Manuela,* Concepción* y Mabel*; y dos hijos: Isaac* 
y Diomedes.* Santiago es comerciante, dueño de una 
panadería y contratista de fumigación de caña. Hombres 
armados, pertenecientes a un grupo paramilitar, llega-
ron a casa de Santiago,* y “levantaron la casa a tiros”. 
Santiago* bajó las escaleras para usar el baño, y en ese 
momento los hombres, quienes habrían visto su sombra a 
través del vidrio de la puerta, dispararon hacia él. La ven-
tana quedó con los orificios de los disparos. Santiago* 
no fue herido. 

Según un testigo llegaron tres o cuatro personas en una 
camioneta roja y dos hombres en un moto, fueron estos 
últimos quienes dispararon. La misma noche metieron 
un panfleto debajo de la puerta. El panfleto tenía un ce-
menterio dibujado en el cual se leía: “Don Santiago, no 
queremos verlos más por aquí. Atte. La muerte”. Al día 
siguiente Santiago* y su familia salieron desplazados. 

En la ciudad a la que se desplazaron, Santiago Arbeláez* 
denunció los hechos que causaron su desplazamiento 
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junto con su familia. Mientras iba bajando de la Alcaldía, 
tres hombres en dos motos se atravesaron y le dijeron: 
“Móntese”. Santiago* se subió en la moto y lo llevaron a 
una vereda cerca de la cabecera municipal de la ciudad, 
la cual es conocida porque actúan los paramilitares. Lo 
bajaron en un lugar solo y le dijeron: “Usted es un infor-
mante, un infiltrado de la fuerza nacional, de la Policía”. 
También lo acusaron de no ser desplazado, diciendo: “Es 
más, usted se está escondiendo bajo un falso desplaza-
miento porque no es la persona que dice ser”. Los hom-
bres terminaron diciendo: “Si usted no se va del pueblo 
en menos de 48 horas le va a pasar como la familia Ra-
mones*”. La familia Ramones* había sido blanco de los 
paramilitares. 

Santiago* y su familia tuvieron que salir desplazados nue-
vamente. Esta familia había recibido amenazas antes, por 
parte del grupo paramilitar (Caso 84).

g.	 Desplazamiento

Caso 95: amenaza y desplazamiento.

Víctimas: Norma del Carmen Benítez Mejía, Esperanza 
Munevar* y John Munevar.* Acompañamiento de la Iglesia 
Menonita. 
Fecha: 4 de enero de 2008.
Lugar: Tumaco, Nariño.
Presuntos responsables: paramilitares - Ejército.

Descripción de los hechos: Norma del Carmen Benítez, 
de 36 años, viuda, madre cabeza de familia, tiene un 
hijo, John* y una hija, Esperanza,* ambos menores de 
edad. Su esposo fue asesinado a manos de paramilita-
res con el presunto consentimiento del Ejército (Caso 
71). 

El 4 de enero de 2008, dos hombres llegaron en dos mo-
tos a casa de Norma y la amenazaron diciendo que no la 
querían ver en Tumaco y que la matarían si se quedaba. 
Norma se desplazó, junto a su hija y su hijo, hacia la ca-
pital del país. Norma asistía a las audiencias de Justicia y 
Paz, por el caso de su esposo ejecutado.

Caso 96: amenaza y desplazamiento.

Víctimas: Zabaraim Fandiño Quitian, Neila Cruz Aguilar, 
Nicolás,* Alfonso,* Johan,* Rafael* y Andrés.* Iglesia 
Menonita.
Fecha: 1 de agosto de 2008.
Lugar: Putumayo.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Zabaraim Fandiño Quitian, 
de 40 años, campesino, trabaja en agricultura y constru- 
cción. Casado con Neila Cruz Aguilar, con quien tuvo 
cinco hijos, que al momento de los hechos eran meno-
res de edad. La familia vivía en la finca La Sevilla, en el 
departamento del Putumayo. La guerrilla en esa época 
estaba muy presionada por el Ejército Nacional, por lo 
cual obligaban a los campesinos a traerles remesas. 
“Cuando me tocó a mi, me pidieron tres millones de 
pesos y me mostraron la lista de cosas que necesita-
ban: botas, panela, arroz, cable negro, útiles de aseo 
personal”, contó Zabaraim. Ante estas solicitudes, él 
se negó a colaborarles, por lo que la guerrilla lo acu-
só diciéndole: “Usted lleva muchos años trabajando 
con el Gobierno, porque nunca nos ha colaborado en 
nada”. 

Ante esto, Zabaraim se asustó. Sin embargo, envió a sus 
tres hijos mayores a trabajar en la finca. Entonces los tres 
hombres que habían llegado a la finca para pedir cola-
boración con la remesa, le dijeron que iban a llamar al 
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Comandante Joaquín Villa. Los tres se fueron donde esta-
ban trabajando sus tres hijos, y les dijeron que como su 
padre no había querido colaborar con la remesa, se los 
iban a llevar a los tres para la guerrilla. Uno de ellos le 
pidió permiso a los tres guerrilleros para despedirse de 
sus padres. Los guerrilleros les dieron 15 días de plazo 
para despedirse y dijeron que en 15 días iban a regresar a 
ver si les darían la remesa. Por último, dijeron que si ese 
día no traían la remesa, matarían a su papá en frente de 
ellos y los reclutarían.

Zabaraim salió desplazado con su familia hacia el Caquetá 
por la noche. El seis de agosto de 2008, llegaron a la Cruz 
Roja de Florencia, Zabaraim entró a la oficina mientras la 
familia esperaba afuera. A la hora llegó un hombre lla-
mado Beto, a quien la familia reconoció de la vereda Los 
Ángeles porque en el pasado había intentado reclutar a 
sus hijos para la guerrilla. Él le preguntó a la familia por 
Zabaraim, a lo que le contestaron que él se había ido para 
la finca, entonces él se fue. 

Ante esta situación, una funcionaria ayudó llamando unos 
taxis. La Policía les prestó protección y los acompañó a la 
Defensoría del Pueblo de Florencia. El Defensor los diri-
gió hacia un hotel en donde se quedaron una noche y les 
colaboró con comida y el hospedaje. Al día siguiente se 
desplazaron a la capital. 

El 22 de agosto de 2008, ya en Bogotá, Zabaraim se 
encontraba buscando una casa que fuera barata, cuan-
do un hombre que iba en moto le saludó. Le pregun-
tó si recordaba la Vereda Ilusión. En ese momento lo 
distinguió como guerrillero de las Farc-Ep, Frente 32 
de Putumayo, llamado Pedro. Al darse cuenta de eso, 
arrancó a correr. Escuchó a Pedro decir a su compañe-
ro que le diera “candela” [le disparara], pero no escu-
chó tiros. 

A principios de octubre Zabaraim empezó a trabajar en 
una compraventa. Un día finales de octubre llegó un mu-
chacho a preguntarle cuánto costaban las neveras y un 
asador. También le preguntó a qué hora salía del trabajo. 
Le pareció rara la pregunta y le dijo que no tenía horario 
fijo. Se fue para la casa y no fue a trabajar más. Al siguien-
te día, el dueño de la compraventa le llamó y le dijo que 
había llegado un hombre preguntando sobre dónde vivía, 
a lo que el dueño respondió diciendo que no sabía. Unos 
días más tarde llegó otro hombre en un moto preguntando 
por Zabaraim, diciendo que necesitaba su dirección. 

Desde su juventud, Zabaraim ha sido regularmente mo-
lestado por las Farc-Ep para que se les una o les haga 
favores, pero él siempre ha rechazado sus ofertas y pe-
ticiones. En 2002 su hermano de 22 años fue asesina-
do por esta guerrilla por no colaborar con ellos, y corto 
tiempo después su cuñado también murió a manos de 
las Farc-Ep.

Caso 97: amenaza y desplazamiento.

Víctimas: Obdaly José Magdaniel, José Agustín 
Magdaniel (Pastor) y Familia de José Magdaniel. Iglesia 
Asambleas de Dios
Fecha: 15 de agosto de 2008.
Lugar: Maicao, La Guajira.
Presuntos responsables: Das.

Descripción de los hechos: Obdaly Magdaniel, de 28 años 
de edad, estaba casado y tenía tres hijos. Obdaly, de re-
ligión cristiana, es hijo del pastor José Magdaniel de 55 
años de edad (casado y padre de cuatro hijos). 

Obdaly comenzó a recibir llamadas amenazantes y ex-
torsivas, pidiéndole dinero o si no lo mataban hacién-
dolo picadillo. Le daban un nombre con un número de 
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cuenta para que hiciera un giro. Debido a esto, su padre, 
el pastor José, llamó a un amigo del Gaula y denunció 
estas amenazas. Después de haber realizado la llamada, 
Obdaly recibió otra llamada telefónica en la que le de-
cían: “Ya sabemos que tu papá anda con los verdes [el 
Ejército]”. 

A finales de septiembre de 2008, llamaron a Obdaly di-
ciéndole que le daban un plazo de 48 horas para que con-
signara el dinero o debía irse de Maicao, si no lo mataban. 
Obdaly se fue de la ciudad al día siguiente. 

El 22 de octubre de 2008 llegaron hombres del Das en un 
carro a la casa de la esposa de Obdaly preguntando por 
él. Ella dijo que no estaba y los hombres le dijeron que él 
les debía dinero y que sabían dónde estaba su familia. Le 
dijeron que se montara al carro y la llevaron adonde sus 
suegros, es decir a la casa del pastor José.

Caso 98: amenaza, desplazamiento, amenaza colectiva
 y desplazamiento colectivo.

Víctimas: Omer Ochoa. Tres familias de la finca  
Los Rosales.
Fecha: 19 de septiembre de 2008.
Lugar: Dibulla, La Guajira.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Omer Ochoa era el repre-
sentante legal de Asorosales y miembro de la Comisión 
Ciudadana de Reconciliación de La Guajira. Omer vivía 
junto a su familia en la finca Los Rosales, en donde fueron 
reubicadas 30 familias, después de haber sufrido el des-
plazamiento forzado en varios sectores del país. 

El 19 de septiembre de 2008, Omer salió a acompañar 
a su hermana a poner una denuncia en la Fiscalía por 

unos asesinatos. Tres días después de haber hecho esta 
denuncia presuntos paramilitares fueron a buscar a Omer 
a la finca pero él no estaba. Los hombres que llegaron 
estaban pendientes de que la esposa no le avisara a Omer 
de esta circunstancia, pero cuando él iba llegando a su 
casa, un vecino le advirtió que no bajara porque lo es-
taban buscando para matarlo. Omer se fue ese mismo 
día para Riohacha, y al día siguiente tuvo que salir a otra 
ciudad. Otras tres familias fueron víctimas de amenazas y 
desplazamiento.

Caso 99: amenaza y desplazamiento.

Víctimas: Johan Sierra. Iglesia Cruzada Cristiana.
Fecha: 17 de octubre de 2008.
Lugar: Riohacha, La Guajira.
Presuntos responsables: Gaula.

Descripción de los hechos: Johan Sierra era mototaxista 
y conducía una moto de Jorge, uno de los hijos de la 
pastora Piedad Ospino. Johan sufrió el robo de la moto. 
En el momento del robo, el ladrón le dijo que lo iba a 
matar. 

Como Johan fue el joven que escuchó que alias “Pichi” 
miembro del Gaula, era quien había mandado asesinar 
a Alexander (Caso 79), tuvo miedo y por eso no fue a 
dormir esa noche a su casa. 

Al día siguiente, Johan se enteró de que esa noche ha-
bían entrado unos hombres a su casa buscándolo para 
asesinarlo. El 18 de octubre, Johan decidió irse para Ve-
nezuela.
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Caso 100: amenaza y desplazamiento.

Víctimas: Antonio Muñoz* (defensor de derechos 
humanos), Verónica Pontevedra,* Penélope Muñoz 
Pontevedra,* Federico Muñoz Pontevedra,* Yesenia Muñoz 
Pontevedra* y Ana Muñoz Pontevedra.* Acompañamiento 
de la Iglesia Menonita.
Fecha: 4 de noviembre de 2008.
Lugar: Pereira, Risaralda.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Antonio Muñoz,* de 45 años, 
casado y con tres hijas, dos de ellas menores de edad, y 
un hijo menor de edad. Antonio* participó activamente en 
la defensa de los derechos humanos desde muy joven, con 
organizaciones barriales, juveniles, sindicales y en los últi-
mos años con organizaciones que defienden los derechos 
de las personas en situación de desplazamiento. 

En noviembre de 2008, Antonio* recibió una llamada 
amenazante en la cual le exigían que dejara de trabajar 
con las personas en situación de desplazamiento forzado. 
Días después, un hombre fue a buscarlo a su oficina, pero 
Antonio no se encontraba. El hombre le advirtió a su se-
cretaria que estaban buscando a Antonio para asesinarlo. 

A los pocos días cuando caminaba por la calle, Antonio* 
fue abordado por un hombre quien lo amenazó diciéndole 
que estaba advertido, que su tiempo se estaba acabando 
y que debía abandonar la ciudad. 

Como consecuencia de estas amenazas, Antonio* tuvo que 
desplazarse dejando a su familia en la ciudad donde vivían. 
A la ciudad a la que llegó, hombres pertenecientes a grupos 
paramilitares continuaban llamándolo y le decían que lo 
habían declarado como objetivo militar a él y a su familia. 
Antonio* solicitó refugio en el exterior (Caso 22).

h.	 Amenaza

Caso 101: amenaza.

Víctimas: Javier Murcia* (enfermero),  
Adriana Cantillo,* Paula Murcia,* Gisselle Murcia*  
y Adrián Murcia.* Acompañamiento de la Iglesia  
Menonita.
Fecha: 15 de mayo de 2008.
Lugar: Puerto Gaitán, Meta.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Javier Murcia,* enfermero, 
es líder indígena de la etnia Cubeo del departamento del 
Vaupés y además comerciante. En 2006 fue candidato al 
Congreso de la república. Javier* está casado con Adria-
na Cantillo.* Ambos tienen un hijo, Adrián* y dos hijas, 
Paula* y Gisselle*, todos ellos menores de edad al mo-
mento de los hechos. 

La familia tenía una finca con ganado, una droguería, un 
negocio de ropa y un restaurante. Javier* y su familia 
empezaron a recibir amenazas verbales y extorsiones por 
parte de las Farc-Ep. Años atrás, habían pagado 12 mi-
llones de pesos en extorsiones al Frente 39 de este grupo 
armado. 

En mayo de 2008 llegó una carta de un comandante de 
las Farc-Ep, pidiéndole 8 millones de pesos. Javier* se 
negó a pagar y denunció la situación con el Ejército. En 
junio de ese año, llegó a la droguería un hombre armado 
amenazando con asesinarle si no pagaba el dinero que le 
pedían. En el mismo mes, Javier* denunció los hechos 
a la Policía. Un comandante del Ejército le dijo que no 
se preocupara que ellos lo protegerían. Sin embargo, el 
Ejército no los protegió (Caso 24).
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Caso 102: amenaza.

Víctimas: Marta Caramés.* Acompañamiento de la Iglesia 
Menonita.
Fecha: 6 de septiembre de 2008.
Lugar: Bogotá, Distrito Capital.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Marta Caramés,* de 39 años, 
es promotora de salud, líder comunitaria, viuda y tiene 
tres hijas (una mayor de edad, quien tiene un hijo, y las 
otras dos son menores de edad). 

Marta* tuvo un encuentro con dos hombres, uno llamado 
con el alias de “Patabrava”, pertenecientes presuntamen-
te a las Farc-Ep, quienes se dirigieron a ella diciendo pa-
labras como “sapa, hp”. Ellos tenían todo el archivo de su 
proceso y le decían que sabían las veces que ella había 
denunciado. Le mostraron los documentos que contenían 
sus denuncias y la amenazaban. 

En los días siguientes, unos hombres llegaron a la oficina 
de la fundación de mujeres que lidera Marta,* y pregun-
taron acerca de las actividades que hacían allí y sobre la 
funciones que tenía la fundación. Marta* no estaba pero 
las personas que se encontraban en la oficina le informa-
ron sobre lo que pasó. 

El 26 de septiembre de 2008, aproximadamente a las cua-
tro de la tarde, Marta* estaba caminando en la Calle 24 
con Séptima, y se percató de que dos hombres la seguían. 
Ellos se pusieron al lado suyo mientras caminaba y le de-
cían que: “No sabía la magnitud de lo que se le venía”. 
Marta* quedó silente y entró en un café para escaparse. 

En octubre de 2008, Marta* estuvo con algunos de los 
líderes de organizaciones en la Personería. Allí se encon-

tró con dos milicianos de las Farc-Ep que vivían en San 
Vicente del Caguán (donde ella vivió antes). Ella no sabe 
si la seguían o si ya estaban allí. Ellos se acercaron y la 
amenazaron, hablándole y tratándola mal por unos minu-
tos. Le dijeron que la “iban a matar a pedacitos pero antes 
iban a comenzar por los más pequeños, los niños”. Ella se 
puso muy pálida y se sentó. Solamente uno de los amigos 
que la acompañaban se dio cuenta de lo que pasaba. 

Marta* siguió recibiendo llamadas amenazantes frecuen-
tes. Ella había sido amenazada anteriormente por miem-
bros de las Farc-Ep (Caso 60, LP3).

Caso 103: amenaza.

Víctimas: Manuel Francisco Tordecilla Calderón (Pastor). 
Iglesia Centro Cristiano Siloé.
Fecha: 8 de diciembre de 2008.
Lugar: Puerto Libertador, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Manuel Francisco Tordecilla 
Calderón, de 37 años, está casado con Marian Enith Ro-
mero Vega, de 31, y tienen cuatro hijos y una hija, todos 
menores de edad. Ellos son la familia pastoral de la co-
munidad del lugar donde viven. La iglesia que pertenece 
a la Asociación de Iglesias Cristianas del Caribe mantiene 
las puertas abiertas a la comunidad mediante el ofreci-
miento de programas y cursos para obtener el diploma 
de secundaria (en el corregimiento sólo tienen escuelas 
primarias). También han ayudado a muchas familias des-
plazadas que han llegado al pueblo. El Pastor se ha con-
vertido en líder entre estas comunidades. 

En la madrugada del 8 de diciembre de 2008, el pastor 
Manuel encontró una nota lanzada frente a la puerta de su 
casa. La carta tenía impresa la insignia del grupo parami-
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litar Águilas Negras. En dicha comunicación, le exigían al 
Pastor que les diera la suma de cinco millones de pesos 
y les prestara una motocicleta durante tres días. El Pastor 
habló con los líderes de la iglesia sobre el asunto y des-
pués de haber orado, decidieron que no iban a cooperar. 
Sin embargo, el Pastor y su esposa fueron juntos al lugar 
que indicaba la carta para averiguar quiénes eran los que 
hacían el requerimiento del dinero y la motocicleta. Espe-
raron alrededor de una hora y media pero nadie llegó al 
encuentro. Ellos creen que los responsables estaban asus-
tados por el incremento de la presencia militar en el área. 

Después de estos eventos, algunos líderes de la comuni-
dad local (que no tienen relación con la iglesia) indagaron 
sobre quién estaba detrás de estas extorsiones. Ellos ha-
blaron con algunos de los altos mandos del grupo parami-
litar Águilas Negras, quienes insistieron que ellos no eran 
responsables de ese comunicado porque para ellos “los 
pastores y las iglesias eran sagrados”. Sin embargo, le 
dijeron a los líderes que el Pastor “debía cuidarse porque 
posiblemente alguien quería hacerle daño” (Caso 19).

i.	 Amenaza colectiva

Caso 104: amenaza colectiva.

Víctimas: Fraternidad de Ministros Evangélicos de Maicao 
(Framem).
Fecha: 15 de mayo de 2008.
Lugar: Maicao, La Guajira.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: el pastor Amir Conde, de la 
Iglesia Interamericana, recibió una carta firmada por el 
Frente 59 de las Farc-Ep, la cual estaba dirigida a todos 
los pastores de Maicao. En la carta pedían a la Iglesia 
Interamericana que diera $50.000.000 (cincuenta millo-

nes de pesos) y a las demás iglesias $20.000.000 (veinte 
millones de pesos) a favor de este grupo armado ilegal.

Casos referenciados  
en otras ediciones de 
Un Llamado Profético 

Caso 43, LP4 (Caso 4, LP5): desplazamiento forzado 
y amenaza.

Víctimas: Jorge Vides, su esposa Orlina y su hija Heidi. 
Iglesia Evangélica Canaan de la Asociación de Iglesias 
Evangélicas del Caribe (Aiec).
Fecha: 16 de marzo de 2008.
Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Jorge y su esposa Orlina tenían una hija de un año y es-
taban esperando otro bebé en el momento de los hechos. 
Jorge se desempeñaba como líder social de una comu-
nidad de desplazados. La familia había sido reubicada 
desde el año 1996 en la comunidad de Villa Madeira. 
Presuntos integrantes de las Águilas Negras amenazaron 
de muerte a Jorge, lo cual llevó a su desplazamiento y al 
de su familia. 

Relató Jorge: “Llegaron dos hombres a mi puerta alre-
dedor de las nueve de la noche. Pusieron un revólver en 
mi cabeza y decían que eran de las Águilas Negras y me 
acusaron de ser un informante de la Policía. Dijeron que 
iban a volver el día siguiente y que tenía que salir o me 
matarían“. 

Jorge pasó la noche en casa de sus suegros y después se 
escondió en una iglesia local de Tierralta que le ofreció 
refugio. Él, su esposa e hija fueron obligados a desplazar-
se a otra ciudad el 20 de marzo. 
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Semanas antes de la amenaza, un grupo de Águilas Ne-
gras le había exigido a Jorge que le consiguiera comida, 
pero él se había negado a hacerlo. El día anterior a la 
amenaza, él había informado sobre este incidente al Co-
mandante de la Policía de Tierralta.

Caso 19, LP4 (Caso 4, LP5): desaparición forzada, 
desplazamiento forzado y amenaza.

Víctimas: Azaél Hernández, Fanny Montiel, Edil 
Hernández, Roger Hernández, Nelson Hernández, Leonel 
Hernández y familias del pueblo Murmullo Medio. 
Asociación de Iglesias Evangélicas del Caribe (Aiec).
Fecha: 15 de junio de 2008.
Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: Azaél Hernández era un lí-
der comunitario y junto con su esposa, Fanny Montiel, 
tuvieron cuatro hijos, todos menores de edad (tres a 16 
años). Presuntos paramilitares rearmados bajo el mando 
de Rafael Benjamín Contreras desaparecieron a Azaél 
después de que él saliera de su casa en motocicleta 
para la cabecera municipal de Tierralta a las 9:30 de la 
mañana. Fue visto por última vez cerca de Batata donde 
lo detuvieron unos hombres identificados como parami-
litares rearmados. 

Testigos locales alegan que lo llevaron al Reboliático, 
donde fue baleado y luego arrojado a las aguas de la 
Represa Hidroeléctrica Urrá. Días después, mientras bus-
caban su cuerpo, miembros de su familia supieron que 
varios de sus nombres figuraban como objetivo militar 
en una lista de los mismos paramilitares rearmados. En 
consecuencia, el día 24 de junio, varias familias (27) se 
desplazaron desde el pueblo Murmullo Medio hacia la 
cabecera municipal de Tierralta. 

Para algunos fue el tercer desplazamiento forzado oca-
sionado por presuntos paramilitares desde el año 1996. 
Para esa fecha, varias de las familias bajo amenaza se 
encontraban viviendo en un colegio, en condiciones in-
adecuadas. 

La viuda de Azaél, Fanny Montiel, afirmó: “Tememos que 
todos estamos en riesgo porque nos atrevimos a hablar y 
a denunciar lo que pasó ante la oficina del Alcalde, ante 
el Ejército y ante todos los oficiales del Gobierno. Ahora, 
si fuéramos a regresar a nuestra comunidad, temo que no 
volveríamos con nuestras vidas”. 

El presunto paramilitar Contreras, tras ser llamado por la 
Fiscalía, continuó con sus amenazas contra Fanny dicien-
do que “pagará tal como Azaél”.

Caso 37, LP4 (Caso 4, LP5): desplazamiento forzado 
y amenaza.

Víctimas: veintisiete familias campesinas familiares de 
Azaél Hernández. Asociación de Iglesias Evangélicas del 
Caribe (Aiec).
Fecha: febrero de 2008.
Lugar: Tierralta, Córdoba.
Presuntos responsables: paramilitares.

Descripción de los hechos: veintisiete familias campesi-
nas desplazadas que son familiares del asesinado Azaél 
Hernández habían retornado a sus tierras y estaban traba-
jando en una finca entre Batata y Murmullo Medio, pero 
se vieron obligados a desplazarse nuevamente debido a 
las amenazas por su parentesco con Azaél, más la presión 
ejercida por los nuevos paramilitares armados. Además, 
los nombres de 11 familiares aparecieron como objetivos 
militares. 
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Esta fue la tercera vez que estas familias se vieron someti-
das al desplazamiento forzado, ocasionado por presuntos 
paramilitares.

Caso 51, LP4 (caso 15, LP5): desplazamiento forzado 
y amenaza.

Víctimas: Juan Pablo Sandoval* y su familia.
Fecha: octubre de 2008.
Lugar: Bogotá, Distrito Capital.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Juan Pablo,* agricultor de 42 
años de edad, casado y padre de tres hijos de 5, 9 y 10 
años, fue amenazado junto con su familia por presuntos 
milicianos de las Farc-Ep. La amenaza se originó por 
pertenecer al Programa Guarda Bosques, (Caso 50, LP3). 
Una pareja de presuntos guerrilleros, haciéndose pasar 
por trabajadores del hospital de Usme, llegó a la casa 
donde Juan Pablo* vivía con su familia, en el barrio Al-
fonso López, en Bogotá, preguntando por ellos con nom-
bres propios. El dueño de la casa dijo que no estaban y, 
tras averiguaciones posteriores, se pudo determinar que 
el hospital no había enviado a nadie. Por estos hechos y la 
persecución sufrida, se desplazaron nuevamente.

Caso 16, LP3 (Caso 50, LP5): tortura, amenaza 
y homicidio.

Víctimas: Joel Cruz García (pastor), su esposa y su hija. 
Iglesia Cristo Centro.
Fecha: 5 de julio de 2007.
Lugar: Huila, Colombia.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Joel era un pastor de 27 años 
de edad, estaba casado y trabajaba como campesino en 

la vereda La Legiosa. El 5 de julio de 2007, dos indivi-
duos que se identificaron como guerrilleros del Frente 25 
de las Farc-Ep, lo sacaron de su casa con el pretexto de 
interrogarlo. Lo acusaron de ser informante del Estado, lo 
torturaron y le dispararon ocasionándole la muerte. 

Según los testimonios de algunos pobladores, días antes 
el Ejército había llegado a la zona y estuvo patrullando al-
rededor de la Iglesia. Desde entonces, la viuda y la familia 
de Joel han recibido amenazas de muerte también por 
parte del grupo guerrillero, el cual, el 9 de julio, les envió 
una carta asegurando que el Frente 25 había asesinado a 
su esposo “por sapo” [informante]. Con Joel también fue 
asesinado el pastor Humberto Méndez.

Caso 65, LP4 (Caso 50, LP5): amenaza.

Víctima: Martha Parra. Iglesia Cristo Centro.
Fecha: junio de 2008.
Lugar: Colombia, Huila.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Martha fue amenazada mien-
tras daba una vuelta por su finca, por presuntos guerri-
lleros de las Farc-Ep, quienes le dijeron que no hiciera 
rondas porque “no queremos ‘sapos’”. El hermano de 
Martha, el pastor Joel Cruz García, había sido asesinado 
el 5 de julio de 2007, en el municipio de Colombia, Hui-
la, por presuntos guerrilleros de las Farc-Ep, y su familia 
había sido amenazada. El hecho ocurrió en una zona de 
enfrentamientos frecuentes entre Ejército y guerrilla. Los 
pobladores no se han atrevido a denunciar por su falta de 
confianza en el Ejército.
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Caso 20, LP4 (Caso 86, LP5): desaparición forzada. 

Víctimas: William Reyes (Pastor), Idia Miranda, William 
Reyes Miranda, Luz Nelly Reyes Miranda y Estefanía Reyes 
Miranda. Iglesia Interamericana de Colombia. 
Fecha: 25 de septiembre de 2008. 
Lugar: Valledupar, Cesar.
Presuntos responsables: sin información.

Descripción de los hechos: el pastor William Reyes, ca-
sado con Idia Miranda y padre de William de 19 años 
de edad, Luz Nelly de 16 y Estefanía de 9, desapareció 
cuando viajaba de Valledupar hacia la ciudad de Maicao. 
Las investigaciones de la Fiscalía no han arrojado ningún 
resultado hasta la fecha. 

Después de su desaparición, cientos de miembros de la 
comunidad salieron a las calles para pedir por el Pastor 
desaparecido.

Caso 60, LP3 (Caso 101, LP5): amenaza.

Víctimas: Marta Caramés.* Acompañamiento de la Iglesia 
Menonita.
Fecha: 15 de febrero de 2007.
Lugar: Bogotá, Distrito Capital.
Presuntos responsables: Farc-Ep.

Descripción de los hechos: Marta,* de 38 años de edad, es 
madre de tres hijas. Presuntos miembros de las Farc-Ep la 
amenazaron. Según cuenta la víctima: “Estaba esperando 
el Transmilenio en el vagón Tintal, cuando me abordaron 
dos hombres. Uno de ellos se llamaba ‘Mano Trinche’, y 
me entregó un CD diciéndome: ‘Mira china, esto no es un 
juego, esto se lo mandan para que se de cuenta de que esto 
no es un juego y así van a quedar ustedes’. En el CD habían 
unas fotos del daño que le hicieron a algunas víctimas de 
una bomba que explotó en el Barrio Ciudad Bolívar de San 
Vicente del Caguán, donde yo había sido líder comunal”.
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C a p í t u l o  3

Indígenas cristianos Koguis. Oficina Justicia y Vida de la Iglesia Evangélica Luterana de Colombia.
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Capítulo 3.

Una mirada cuantitativa

Durante 2009 se registraron 69 casos de violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Hu-
manitario (Dih) en contra de líderes o personas que pertenecen a iglesias cristianas evangélicas de los departamentos 

colombianos de Antioquia, Atlántico, Bolívar, Caquetá, Cauca, Chocó, Córdoba, Guaviare, Huila, Meta, Norte de Santander 
Tolima, Valle del Cauca y el Distrito Capital. 

En estos casos se identificaron 206 violaciones contra 137 víctimas individuales y aproximadamente 553 víctimas de 
violaciones colectivas.

a.	 Demografía de las víctimas

La Gráfica 1 muestra cómo se distribuyeron las violaciones de derechos humanos según las edades de las víctimas: entre  
0 y 15 años (61 violaciones), 16 y 25 años (19 violaciones), 26 y 45 años (55 violaciones), 46 y 60 años (16 violaciones) 
y un caso a un persona mayor de 61 años. 

En el grupo de personas entre 0 y 15 años se cuentan 2 homicidios, 1 tortura, 2 heridos, 21 amenazas, 31 desplazamientos, 
1 reclutamiento de niños y niñas, y 3 tomas de rehén y secuestro.
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Durante el año 2009 se registró un mayor número de violaciones contra hombres (109 violaciones) que contra mujeres  
(82 violaciones). Se documentaron más desplazamientos forzados contra mujeres con un registro de 40 violaciones, que 
contra hombres donde se identificaron 30 violaciones (ver Gráfica 2). 

Gráfica 2. Violaciones por género.
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Gráfica 1. Rangos de edad.
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Se registraron violaciones a los derechos humanos e infracciones al Derecho Internacional Humanitario contra miembros de 
21 iglesias cristianas evangélicas entre las cuales se encuentran: la Iglesia Interamericana de Colombia (38 violaciones), la 
Asociación de Iglesias Evangélicas del Caribe (35 violaciones) y la Iglesia Cuadrangular (14 violaciones) (ver Gráfica 3).

Gráfica 3. Violaciones según Iglesia.
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En la Gráfica 4 se observa que los sectores sociales con mayor número de casos de violaciones fueron: el indígena (26), el 
campesino (15) y los comerciantes (9). Con respecto a la ocupación de las víctimas, 38 de las violaciones fueron contra 
pastores, 10 contra líderes eclesiales y 8 contra defensores de derechos humanos relacionados con iglesias. Algunas de 
las víctimas pertenecían a organizaciones sociales entre las que se encuentran en mayor número casos de violaciones: 
religiosas (50), personas en situación de desplazamiento (24) y organizaciones campesinas (17).

Gráfica 4. Violaciones según sector social. 
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Respecto a la ubicación espacial, la Gráfica 6 presenta los departamentos en los que se registró un mayor número de vio-
laciones a los derechos humanos e infracciones al Dih. Los departamentos y los casos se distribuyeron así: Córdoba (54), 
Distrito Capital (49), Antioquia (40) y Meta (14). 

Gráfica 6. Violaciones por departamento.
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b.	 Ubicación de las víctimas
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En cuanto a la ubicación temporal se presentó un mayor número de violaciones por desplazamiento y amenaza en los meses 
de enero, abril, agosto y octubre de 2009 (ver Gráfica 5).

Gráfica 5. Violaciones por meses.
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c.	 Presuntos responsables y tipos de violaciones

Entre los presuntos responsables se identificaron grupos paramilitares (113 violaciones), grupos guerrilleros (49 violacio-
nes) y fuerzas regulares del Estado (15 violaciones). En 29 violaciones no se pudieron establecer los autores de los hechos 
(ver Gráfica 7).

Gráfica 7. Violación según presuntos responsables.

Durante el periodo analizado, las violaciones que se registraron con mayor frecuencia fueron: amenazas (94), desplazamien-
tos (71), homicidios (17), lesiones personales (7), torturas (5), toma de rehenes y secuestro (5), desapariciones forzadas 
(2), detenciones arbitrarias (2), reclutamiento de niños y niñas (1), atentado (1) y escudo humano (1) (ver Gráfica 8).

Gráfica 8. Tipo de victimización.

Estatales regulares

Paramilitares

Guerrillas

No identificados

0 100 12020 8040 60

SIJIN SIN INFORMACIÓN PARAMILITARES INPEC GUERRILLA FISCALÍA FARC-EP ELN EJÉRCITO COMBATIENTES

Reclutamiento Objetor, Toma de rehenes,
Secuestro, Deportación, Confinamiento

Reclutamiento de niños y niñas

Escudo

Detención arbitraria

Desaparición

Desplazamiento

Amenaza

Atentado

Tortura

Homicidio

Herido

0 10 20 30 40 50 60 70 80 90 100



94

HOMICIDIO DESPLAZAMIENTOAMENAZA

Sin identificar
y combatientes

Paramilitares

Grupos Guerrilleros

Estatales regulares

0 5010 4020 30

d.	 Víctimas colectivas

La siguiente tabla registra 18 casos que corresponden a un estimado de 553 víctimas colectivas.1 Allí se presentan los ca-
sos identificados durante el año 2009 estableciendo fecha, departamento, presuntos responsables y número de personas.

FECHA DEPARTAMENTO PRESUNTO RESPONSABLE NÚMERO DE PERSONAS
06/02/09 Cauca Farc-Ep 30
15/02/09 Cauca Eln 30
20/02/09 Huila Farc-Ep 5
03/03/09 Norte de Santander Paramilitares 5
05/03/09 Córdoba Paramilitares 18
28/05/09 Córdoba Paramilitares 3
01/06/09 Antioquia Sin información 50
28/06/09 Córdoba Paramilitares 124
10/07/09 Córdoba Paramilitares 50
01/08/09 Cauca Ejército 30
01/08/09 Cauca Guerrilla 30
08/08/09 Córdoba Sin información 30
09/08/09 Córdoba Paramilitares 8
27/08/09 Córdoba Paramilitares 50
28/08/09 Córdoba Combatientes 30
09/09/09 Córdoba Guerrilla 5
14/08/09 La Guajira Combatientes 50
29/11/09 Córdoba Paramilitares 5

Tabla 1. Casos identificados en 2009.

e.	 Víctimas por amenaza, desplazamiento y homicidios

Gráfica 9: Violaciones por amenaza, homicidio y desplazamientoDurante 2009 se registró un au-
mento de las violaciones de ame-
naza, desplazamiento y homicidio 
contra miembros de iglesias cris-
tianas evangélicas por presuntos 
paramilitares (103 violaciones), 
presuntos grupos guerrilleros (42 
violaciones) y presuntas fuerzas 
regulares del Estado (12 violacio-
nes) (ver Gráfica 9).

1	 Cuando se registra una violación colectiva es difícil precisar números y detalles individualizados por la naturaleza de la agresión y las posibilidades 
de la documentación. En estos casos, se estiman cinco personas por familia y treinta por iglesia.

Fotografía de la Mesa de Trabajo de Bogotá sobre Desplazamiento Forzado - Mencoldes
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C a p í t u l o  4

Fotografía de la Mesa de Trabajo de Bogotá sobre Desplazamiento Forzado - Mencoldes
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Capítulo 4.

Perspectiva teológica del Informe

Este capítulo expone una perspectiva teológica sobre la situación de derechos humanos e infracciones del Derecho Inter-
nacional Humanitario contra las iglesias cristianas evangélicas, a partir del análisis del contexto internacional y nacional 

y los casos documentados durante 2009. 

Este análisis pretende profundizar en una de las problemáticas que constituyen la raíz del conflicto armado colombiano, 
estableciendo una perspectiva teológica liberadora sobre la tierra en correspondencia con los derechos humanos y la 
dignidad humana. 

La tierra es vida y libertad�

La historia del pueblo de Dios, consignada en la Biblia, contiene desde sus primeras páginas la promesa de una tierra y 
acaba con la mirada descansando en una tierra prometida. En la Biblia, y en lo más profundo de nuestra existencia, la tierra 
desempeña un papel fundamental. El ser humano viene de la tierra, vive de la tierra, crece en la tierra y al cerrar los ojos 
por última vez, vuelve al seno de la tierra. 

Esa íntima comunión con la tierra es mucho más sentida en los pueblos que diariamente tienen contacto y acarician las par-
celas de la tierra: indígenas, afrodescendientes y campesinos. Estos pueblos ven en la tierra no a un objeto de explotación, 
sino a una madre a la que se respeta y ama. Esta actitud milenaria de los pueblos originarios es de veneración y armonía 

�	  Texto elaborado por el Reverendo Jairo Suárez, pastor de la Iglesia Luterana de Colombia y miembro de Cedecol.
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con la tierra que se labra y se cuida. Esa actitud hace del trabajo, la producción de la comida, la celebración de la cosecha 
y el jolgorio de la comunidad, un encuentro con Dios.

Las técnicas y valores del mundo capitalista globalizado consideran a la tierra como simple factor de producción, objeto de 
compra, venta y manipulación técnica, así como instrumento de poder mediante el cual se dominan territorios y culturas; se 
transforman los paisajes, y se implantan modelos de enriquecimiento rápido. En la medida que esa ideología va penetrando 
en el alma de los detentores de la tierra, poco a poco se va rompiendo la relación íntima que había entre el ser humano, 
la tierra y Dios. Esa dolorosa experiencia de separación ha venido presentándose entre los campesinos, especialmente de 
forma más intensa en las últimas tres décadas en las cuales la penetración de ideologías opresoras ha obligado al éxodo 
y al exilio interno.

El despojo de las tierras, la explotación indiscriminada del suelo y el subsuelo, la implantación de monocultivos que reem-
plazan la riqueza y variedad de la agricultura tradicional y generan erosión en la tierra, explotación de la mano de obra barata 
y un régimen de control de la vida de los ciudadanos, son aspectos que convierten la tenencia de la tierra en privilegio de 
unos pocos. 

Es una paradoja que el campesino o el indígena que siente libertad en su propio terruño, ahora sea obligado a sentirse 
prisionero en la tierra que lo vio nacer. Con llanto y desesperación, los pobladores tienen que huir de la violencia para con-
vertirse en desplazados internos o refugiados que no solo encuentran nuevas fronteras territoriales, sino también culturales 
y económicas que contribuyen a su pérdida de la dignidad.

Parecería que la historia de los más débiles vuelve a repetirse. Historia de lucha por el poder en la cual los que poseen 
el espíritu de violencia dominan a los que ya han perdido hasta el espíritu de esperanza. Esa historia ya se nos presenta 
en el Antiguo Testamento, donde los profetas se ven compelidos a denunciar los atropellos que muchas veces eran 
ejercidos por las mismas autoridades que, supuestamente, estaban protegiendo los derechos de los campesinos (Amós 
2:6-8).

Los desplazados de ese entonces no eran tan diferentes a los de hoy en cuanto son objetos del juego entre fuerzas que 
luchan violentamente por apoderarse hasta de la vida de los demás. Estas prácticas, que en el fondo sirven para expropiar a 
los campesinos y para beneficiar a los latifundistas, son condenadas por Dios a través de sus mensajeros (Miqueas 2:1-5; 
Proverbios 15:25; Nehemías 5:3-5, 7-11).

Quedarse sin tierra era una de las peores desgracias que podía afligir a una persona puesto que, en una sociedad agraria, 
la persona sin tierra ni posesiones tenía que vender su fuerza de trabajo siendo objeto de explotación o tenía que venderse 
como esclava para poder sobrevivir. Por eso los autores bíblicos condenan severamente la acumulación de tierra ya que 
esto contraría el plan liberador de Dios. Esta posición de la Biblia refleja un gran respeto por los derechos humanos y la 
dignidad de las personas.
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La acumulación de tierras conlleva a la inminente esclavización del ser humano. Desde la perspectiva bíblica, Dios es 
el creador y propietario de la tierra (Salmo 24:1-2) y ha querido darla a sus criaturas para que la cuidaran y la hicieran 
producir para todos (Salmo 68:10; Génesis 2:15) por lo tanto esa tierra, que es santa, esa tierra prometida (Éxodo 3:4; 
Josué 5:15), tiene límites en cuanto a su administración. La tierra y quienes en ella viven deben ser respetados para 
garantizar la igualdad y la dignidad, el respeto a la tierra implica el respeto a todos los que la consagran y la mojan con 
el sudor de su frente.

Si hay personas en situación de desplazamiento es porque ni siquiera se respeta la sabiduría de nuestros antepasados 
aborígenes y bíblicos, quienes distribuían la tierra de acuerdo a las necesidades de cada familia, cuántas más bocas para 
alimentar, más tierra debían tener (Números 33:54), estas medidas garantizaban la vida de la familia y suplían las necesi-
dades en contra de los intereses de unos pocos que aprovechaban el poder de la violencia para ampliar sus propiedades 
(Deuteronomio 19:14, 27:17).

Al contrario de la promesa cumplida de una tierra que fluye leche y miel, las personas en situación de desplazamiento y 
las comunidades encerradas en medio del conflicto armado, reciben promesas incumplidas, se les ofrece reasentamiento 
donde la tierra es árida e infértil, y además de la muerte de seres queridos o sus líderes, reciben desprecio, pierden estabi-
lidad familiar, pierden identidad en medio de la masa de las ciudades y pierden hasta la esperanza de volver a ver y a tener 
su propia tierra. 

Ante esto se agrava la situación de desesperanza de las víctimas que se ven obligadas a un segundo y aún hasta un tercer 
desplazamiento y a venderse ante la mirada, muchas veces indiferente, de una sociedad dominada por el miedo.

Aquí, precisamente, es donde la unidad del pueblo cristiano ha de manifestarse en cuanto agente de paz y de libertad, como 
portador de la Palabra de salvación aprendida de Cristo. Aquel que teniéndolo todo se hizo como nosotros, solidarizándose 
con los más pobres, que como desplazado, no tuvo un lugar donde nacer, un sintierra que andaba llevando el evangelio que 
nos invita al discipulado (Lucas 9:23). 

Estamos llamados a articular una acción que devuelva la dignidad a las personas desplazadas, a los sintierra que deambu-
lan con hambre por las ciudades, con ellos como actores, se espera que nos organicemos así como lo hizo el pueblo de 
Dios. 

Sin embargo, también es importante un compromiso responsable con el quehacer de nuestra fe, ser coherentes con 
los valores del Reino de Dios para no dejarnos contaminar con los antivalores del reino de este mundo. Antivalores que 
no nos dejan vivir una ética cristiana genuina y más bien nos imponen discursos moralizantes donde la gente se alegra 
por la muerte de su enemigo, cuando sabemos que la vida es sagrada y que el único que tiene potestad sobre la vida 
es Dios. 
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Bajo esa fe que salva y libera, la sociedad que quiere comprometerse con esta causa, ha de saber que no está sola. Hoy las 
iglesias estamos llamadas a unirnos en pro de la vida y la defensa de los derechos para todos y todas. Pero debemos ser 
concientes de que la dignificación y restauración de este pueblo, de estos hermanos desplazados, y el derecho a la tierra 
de los afrodescendientes y los indígenas, traerán avances y retrocesos. Habrá alegrías y fracasos, obstáculos y ayudas. La 
fe nos ha de mover para saber que las metas tendrán cumplimiento porque como Iglesia de Cristo, hoy también estamos 
siendo guiados por el dueño eterno de la tierra. 
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C a p í t u l o  5

Marcha de Pan y Paz de la Iglesia Menonita de Teusaquillo. Fotografía de Shalom Wiebe.
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Capítulo 5.

Semillas de Esperanza
Propuesta de construcción de paz desde las iglesias cristianas evangélicas

En contraposición con el plan de muerte y los hechos de violencia que sufre la sociedad colombiana, Justapaz ha encontrado 
distintas iniciativas, proyectos y programas desarrollados bajo el liderazgo de las iglesias que, con base en los valores del 

Reino de Dios y su quehacer profético, buscan romper con el círculo de violencia y plantear la trasformación de la sociedad. 

En este capítulo se recopilan aquellas semillas que poco a poco han generado cambios y han producido esperanza, semi-
llas que con esfuerzo y dedicación plantean un nuevo tipo de sociedad basada en el respeto a los derechos humanos, la 
solidaridad y la reconciliación.

a. Comedor San Nicolás, Iglesia Menonita de Teusaquillo, Bogotá �

San Nicolás es un barrio del municipio de Soacha cerca de Bogotá. Desde sus calles principales se pueden apreciar las 
montañas y el cielo abierto. Hay tiendas de la comunidad y niños y niñas jugando en la calle. Sin embargo, este barrio tiene 
muchas dificultades, más de las que se pueden imaginar. 

Muchas familias vinieron a esta comunidad para escapar de la violencia de otras partes de Colombia, y una vez aquí han 
experimentado daños significativos debido al consumo y al tráfico drogas y al reclutamiento forzado por parte de grupos 
armados, además del abandono, hambre y pobreza. 

En el año 2004, las necesidades de tres familias del sector eran tan evidentes, que un grupo de miembros de la Iglesia 
Menonita de Teusaquillo sintió el llamado para ayudarles. Este deseo fue motivado por la observación de los excesos de la 

�	  Este testimonio fue recopilado por Jennifer Chappell Deckert, miembro de Justapaz.
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fuerza pública. El propósito inicial fue el de suplir una necesidad básica y las conexiones personales, acompañado también 
por el llamado de Dios a trabajar para lograr cambios en la comunidad de San Nicolás. 

Cada una de las tres familias tenía necesidades particulares. La 
mamá de una familia murió de cáncer. Otra familia fue testigo del 
asesinato de su padre. La tercera, tenía niños pequeños que esta-
ban solos todo el día. En otras familias de la comunidad la madre 
era cabeza de familia porque su pareja había sido asesinada y a 
otras las habían abandonado o su esposo se había ido a un grupo 
armado. Por eso, las madres solas necesitaban trabajar muchas 
horas en trabajos pesados para conseguir la comida, dónde vivir 
y ropa para sus hijos. Esta es la razón por la que muchos niños 
estaban solos todo el día, sin recursos o dinero para ir a la escuela 
o tener un cuidado básico. 

Algunos factores claves contribuyeron a que miembros de la Iglesia Menonita de Teusaquillo trataran de crear esperanza y 
seguridad para la infancia de esta comunidad. Con una llamada al Ministerio, asistencia financiera significativa de la iglesia 
hermana en Tucson, Arizona, comida que proporcionó el Programa Mundial de Alimentos de las Naciones Unidas (Pma), y 
un lugar construido por Hábitat para la Humanidad, ellos pudieron abrir un comedor para la población más vulnerable de 
San Nicolás. El comedor se creó con el objetivo de ofrecer comida a los niños y las niñas que quedaban solos o que no 
tenían otras opciones de alimentación. 

Cuando el programa empezó, 35 niños y niñas recibían comida y tenían actividades con tres o cuatro voluntarios. El progra-
ma creció y en este momento 93 niños y niñas participan con regularidad y con la ayuda de más de diez miembros de la 
Iglesia. Inicialmente este programa era para personas entre cinco y quince años, pero con frecuencia los niños y las niñas 
traían hermanos de cero a cinco años porque ellos tenían que cuidarlos. Para muchos de estos niños, la alimentación que 
reciben en el comedor es la única comida del día y a muchos otros este espacio les proporciona un lugar seguro libre de 
reclutamiento forzado, actividades de bandas criminales o amenazas. 

El comedor es un espacio para niños, niñas, jóvenes y otros miembros de la comunidad. En este lugar, más que propor-
cionar la comida, el equipo que trabaja en el comedor ofrece atención integral con un diversidad de actividades. Todas las 
mañanas realizan un devocional para los niños y niñas, se orientan actividades de desarrollo motor, se ayuda en las tareas 
a un pequeño grupo que asiste a la escuela y se ofrecen clases de valores de la vida, baile y teatro. Los voluntarios van con 
los niños y las niñas a un parque para la recreación. Además, les dan recursos económicos para los libros y uniformes de 
la escuela, y los remiten en asuntos de salud. Todas las clases y programas son coordinados por los voluntarios, algunos 
son de la comunidad y muchos de la Iglesia Menonita de Teusaquillo en Bogotá. 
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La comunidad de San Nicolás ha recibido bien este 
programa. El comedor tiene una política de puertas 
abiertas. Allí se acoge bien a los niños y a las niñas 
que quieren participar en los programas y les ofre-
cen un espacio seguro sin drogas, bandas, y otros 
problemas comunes en el barrio, en donde hay altos 
índices de desempleo, alcoholismo, consumo de 
estupefacientes, violencia, estrés y dolor. 

El comedor también ha ayudado a crear conciencia 
en la comunidad y anima a las familias a participar de 
la campaña anual denominada Pan y Paz. Inicialmen-
te, esta campaña se organizó como una respuesta 
directa al reclutamiento forzado en la comunidad. A 
los niños y niñas entre once y doce años se les ofre-
cían incentivos para unirse a esos grupos armados 
como la promesa de botas nuevas, buena comida, 
un uniforme limpio o quizás un poco de dinero para 
la familia. Algunas veces esos incentivos eran sufi-
cientes para que niños y niñas aceptaran reclutarse. 
Otras veces, las personas menores de edad recibían 
amenazas en forma de “invitaciones formales”. Di-
chas invitaciones se las mandaban por debajo de la 
puerta de sus casas informándoles dónde y cuándo 
debían presentarse para iniciar el entrenamiento en los grupos armados ilegales. Si ellos la rechazaban, los grupos los 
amenazaban con matar a uno de sus hermanos. En esa comunidad también hay problemas significativos con relación a las 
ejecuciones extrajudiciales, conocidas como “falsos positivos” (jóvenes que han sido asesinados por la fuerza pública, y 
presentados como muertos en combate por supuestamente pertenecer a grupos guerrilleros).

Cuando este programa empezó, los niños y las niñas que participaban eran agresivos, malgeniados y difíciles de manejar. 
La mayoría ha sido afectada directamente o ha sido testigo de eventos traumáticos en sus vidas. Sin embargo, con la asis-
tencia y generosidad de tantas personas que invirtieron en el comedor, los niños y las niñas han cambiado. Ahora tienen 
un mejor entendimiento de cómo llevarse mejor entre ellos, han experimentado relaciones saludables de esperanza y amor 
de Dios. Los voluntarios del comedor han presenciado una disminución significativa en la agresividad y un aumento en el 
entendimiento y manejo de las habilidades básicas. Con confianza y oración esta semilla de esperanza va a extenderse a 
otros miembros de la familia y amigos en la comunidad. En palabras de uno de los voluntarios: “Ellos van a reconocer el 
cambio en sus hijos, lo que va a crear un cambio en sus vidas también”. 

Niños trabajando en sus tareas en el comedor San Nicolás. Fotografía de Shalom Wiebe.
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b.	 La riqueza de esperanza cimentada en sonrisas, Iglesia Unión Misionera, 		
	 Mondomo, Cauca�

El municipio caucano de Toribío se ubica entre verdes montañas que parecieran tejidas por la mano de un artista, las cuales al 
unirse van formando una interminable cadena de belleza y riqueza. Esas montañas, cubiertas por nubes de mazo espesor y car-
gadas de agua, vida y esperanza, bordean a un pueblo que hay que conocer para sentir y ver su belleza, su tierra y su gente.

En 2005, Toribío fue testigo de cómo un líder no solo de la iglesia sino también de la comunidad gestó entre soldados, 
guerrilleros y una que otra bomba y ráfagas de fusil, una semilla de esperanza. Otoniel, como es conocido por su gente, se 
cansó de esperar a tener para hacer y decidido, con un equipo de amigos, comenzó a hacer para poder tener. 

Lo que hizo Otoniel fue entonces crear proyectos de agricultura y, con la ayuda de personas tan sagaces como él, emprendieron la 
siembra, producción y transformación del achira.� Para muchos era una locura pensar en la siembra y producción de este producto, 
pero para ellos era la oportunidad perfecta para mostrarse a sí mismos que sí podían lograr sus propósitos.

Este llamativo pero difícil proyecto, se dio principalmente como alternativa para procurar el mejoramiento de la calidad de vida 
de los oriundos de este pueblo, pero también se gestó pensando en que podría ser el reemplazo de la “mata que mata”.� El 
proceso empezó al insinuarles a diferentes personas que cambiaran los cultivos de coca por el de la mata de achira, tomate o 
lulo. Varias acudieron al llamado con timidez pero, progresivamente, fueron cambiando la semilla de coca.

En junio de 2007 se presentó el primer gran desafío después de haber superado los avatares que se presentaron al iniciar el 
proyecto (la superproducción fue su primer desdén). Al sobreponerse, pudieron conseguir los contactos para comercializar 
el producto. Fue allí cuando el municipio de Mondomo se convirtió en su mejor aliado, pues para el procesamiento de la 
harina se necesitaba una maquinaria específica con la cual contaban en dicho municipio 

Pasado el tiempo tuvieron que tomar la decisión de seguir rentando maquinaria o comprar la propia. Pidiendo préstamos, 
llegaron al Banco Agrario, el que con un crédito de seis millones de pesos les hizo más fácil la producción del producto 
terminado, pues adquirieron la indumentaria que en cada cosecha rentaban en Mondomo.

�	 Este testimonio fue presentado por Hermes Yatacue, líder de la Iglesia Unión Misionera de Colombia.
�	 “En Colombia, de los rizomas se extrae el almidón que es usado para la elaboración de panes, bizcochos de achira, el pan de sagú, los bizcochue-

los y otros panificados, natillas, dulces, coladas y pastas. Las plantas de achira también son ornamentales y forrajeras”. Corpoica. (2001) Análisis 
socioeconómico y técnico de la minicadena agroindustrial de la achira. Reporte técnico. Corporación Colombiana de Investigación Agropecuaria 
(Corpoica) y la Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial (Onudi), Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural de Colombia, 
Bogotá. p. 97.

�	 “La mata que mata” es una campaña de la Dirección Nacional de Estupefacientes emitida desde el 28 de noviembre de 2008, tanto por radio como 
televisión nacional en Colombia. Esta campaña plantea que el mal del narcotráfico radica en la coca, en su siembra y distribución. Audio de la 
campaña: http://www.dne.gov.co/?idcategoria=4034
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Actualmente en la empresa están involucradas once familias que vieron en este proyecto una luz de esperanza al final del 
túnel. La experiencia continúa aunque con dificultad porque muchas veces la falta de recursos económicos limita sus sue-
ños. Aun así han involucrado no sólo personas de la congregación Unión Misionera, sino a la comunidad en general, pues 
en ella también hay necesidad. 

En cuanto a la Iglesia, en general se ha fortalecido, ya que ella se ha consolidado económicamente, pues en el proyecto 
se cuenta con una fuente de alimento e ingreso. Es así como en medio de las dificultades, desesperos, retos y amenazas 
ha ido creciendo una semilla de esperanza que sirve para que muchas personas y familias que han perdido la fe, vuelvan 
a sonreír y puedan ver que aunque la tormenta arremeta sin piedad, la calma espera paciente porque sabe que algún día le 
tocará reinar.

c.	 Encuentro fe y política: teología desde la esperanza, Comisión Intereclesial  
	 de Justicia y Paz, Bogotá�

Del 7 al 10 de abril de 2010 se celebró el Encuentro Fe y Política: Teología desde la Esperanza en Bogotá. En la actividad, 
convocada por la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, participaron más de 120 representantes de 17 comunidades 
indígenas, afrodescendientes y mestizas de Colombia; de iglesias como Evangelio Eterno, Casa de Sión, Pentecostal Uni-
da, Cuadrangular, Interamericana, Adventista del Séptimo Día, Menonita, Presbiteriana, Católica Independiente y Católica 
Romana. Al encuentro también fueron invitados delegados de organizaciones de Estados Unidos, El Salvador, Ecuador y 
Bolivia, así como músicos, estudiantes universitarios, testigos e investigadores socio-religiosos.

Este espacio posibilitó el intercambio de distintas percepciones sobre el papel de la fe, lo religioso, lo sagrado y la articula-
ción de procesos y experiencias de distintas iglesias, comunidades, personas y organizaciones que respaldan los procesos 
de exigencias de derechos de comunidades en Colombia.

Durante los días del encuentro emergieron las palabras, los símbolos, las fotos, los objetos, de personas asesinadas o des-
aparecidas; la memoria del desplazamiento forzado provocado, casi en totalidad, por estructuras militares y paramilitares. 
Se reconoció la condición de víctimas y sujetos que resisten al modelo económico destructivo, inspirados por sus plurales 
expresiones religiosas y de sentido. 

Se afirmó que las comunidades son testimonio de que la fe da fuerza en los momentos de persecución, muerte y des-
plazamiento forzado, animando los procesos de afirmación de derechos que han impedido que multinacionales o grupos 
económicos nacionales se apropien de los recursos y territorios. 

�	 Tomado y adaptado de la declaración del Encuentro Fe y Política: Teología desde la Esperanza, convocado por la Comisión Intereclesial de Justicia y 
Paz, Bogotá, 2010.
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También se generaron espacios para el diálogo de saberes 
entre los representantes de las comunidades, hombres y mu-
jeres teólogos, sacerdotes, pastores, religiosos, líderes de 
iglesias, investigadores socio-religiosos e invitados interna-
cionales sobre la relación entre fe y política. Se reconocieron 
aprendizajes desde las experiencias de creyentes en Boli-
via, Ecuador, El Salvador y movimientos en Estados Unidos. 
También teólogos, biblistas e investigadores compartieron el 
testimonio bíblico que muestra al pueblo de Dios afirmando 
la esperanza en la protección de la vida en los territorios.

Durante el encuentro se construyó un altar en donde estaban 
distintos símbolos que representaban los sufrimientos y las 
luchas de las comunidades. Las palabras estuvieron cargadas 
de imágenes que ayudaron a entender la esperanza en medio 
de la destrucción. Desde la fe en Dios o en lo sagrado, que 
inspira las acciones de dignificación, recuperación y cuidado 
de la biodiversidad de las tierras y la diversidad de las cultu-
ras, se presenta la declaración final y los compromisos:�

1.	 Nos uniremos en las acciones por la vida y la libertad, por el cierre de la Escuela de las Américas, en particular 
con las que se adelanten en Estados Unidos, El Salvador y Colombia, como ante las embajadas estadounidenses 
de los países presentes en nuestro encuentro.

2.	 Adelantaremos nuestro siguiente encuentro en Bolivia, con la posibilidad que las comunidades que afirman sus 
derechos en Colombia y en los otros países presentes en el encuentro puedan conocer la participación de los 
creyentes en la conformación de democracias participativas, democracias económicas, democracias sociales.

3.	 Compartiremos nuestras agendas de acciones, antes de nuestro próximo encuentro con el ánimo de hacernos 
presentes espiritual o físicamente.

4.	 Mantendremos nuestra formación en la fe y la política considerando la posibilidad de construir una escuela de 
formación con períodos determinados de tiempo en los que nos podamos encontrar.

5.	 Participaremos en el encuentro que realizaran las comunidades en Chocó, Colombia, en una zona humanitaria.
6.	 Publicaremos así sea en fotocopias los aportes de este encuentro.
7.	 Editaremos un disco con la música de las comunidades interpretadas en este encuentro.

�	 La Declaración esta disponible en: http://justiciaypazcolombia.com/Declaracion-Encuentro-Fe-y 

Cruz de semillas, fríjoles, hojas y velas con la Biblia. Fotografía de Shalom Wiebe.
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d.	 “Teusaquillo un solo templo”, Alcaldía Local de Teusaquillo, Bogotá�

“Teusaquillo un solo templo”, este es el lema que la Alcaldía Local de Teusaquillo y varios guías espirituales de la localidad 
(Iglesia Menonita de Teusaquillo, Iglesia Presbiteriana Comunidad de Esperanza, Iglesia Católica San Alfonso, el Centro Cultural 
Islámico y algunas personas de origen judío), han decidido apostarle a la paz de nuestro país y comenzar por esta localidad. 

En esta noble iniciativa se constituyó la Mesa Permanente Teusaquillo Territorio de Paz, con el fin de desarrollar un trabajo 
integral, con un mensaje de Dios, que permitiera un acercamiento a la problemática con el que se generen alternativas, 
soluciones sólidas que beneficien a las personas, a las familias y a todos aquellos que de una u otra manera están relacio-
nados con la localidad (entre ellos, la comunidad educativa estudiantil, básica y profesional).

El objetivo es que desde la fe y las comunidades religiosas, en unión con la sociedad civil y otras organizaciones, se cons-
truyan caminos de paz que generen una posibilidad de vida en dignidad. También se espera interactuar desde las diferentes 
denominaciones de fe, unas soluciones mancomunadas que den respuesta a las necesidades sociales y espirituales de la 
zona.

Desde esta visión se ha propuesto una agenda programática a desarrollar que lleva varios temas a favor de alcanzar el ob-
jetivo propuesto: Una paz con justicia social. 

1.	 Convivencia ciudadana y buen trato.
2.	 Respeto por los derechos fundamentales.
3.	 Paz con el medioambiente.
4.	 Resolución no violenta de los conflictos.
5.	 No al porte de armas y cero homicidios.
6.	 Alimentación garantizada.
7.	 Solución negociada del conflicto armado.
8.	 Ciudadanos y autoridades bajo la ley, unidos por la paz.

Los encuentros que la Mesa Permanente ha venido desarrollando –a manera de conversatorios, celebraciones litúrgicas, fo-
ros, seminarios, entre otros–, arrojan un resultado esperanzador, que motiva a seguir trabajando desde las expresiones de fe 
y buscar el anhelo de Dios, su Reino en medio de todos. Con este mensaje se quiere integrar a las comunidades eclesiales, 
la comunidad educativa, la sociedad civil y a las organizaciones no gubernamentales para que se acerquen y hagan parte 
de la Mesa Permanente Teusaquillo Territorio de Paz.

�	 Este testimonio fue presentado por Luis Fernando Sanmiguel, pastor de la Iglesia Presbiteriana Comunidad de Esperanza. Mayor información: http://
culturaformacionidentidad.wordpress.com/teusaquillo-territorio-de-paz/ 
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e.	 Educación en el riesgo de minas. Educación para la prevención de accidentes 	
	 con minas antipersonal y municiones sin explotar, Iglesia Evangélica Luterana 	
	 de Colombia (Ielco), Bogotá�

Por causa del conflicto armado interno que vive el país y la degradación del mismo, los grupos armados han venido utili-
zando estrategias de guerra que afectan directamente a la población civil, especialmente en las zonas rurales. 

Una de las estrategias que aún se mantiene por parte de los grupos armados no estatales es la siembra indiscriminada de 
minas antipersonal (Map) con el objetivo de controlar territorios, proteger los cultivos ilícitos y detener el avance de las tropas 
enemigas. Las minas, por ser armas explosivas, indiscriminadas e inhumanas, generan daños irreparables a las víctimas y se 
constituyen en una grave violación al Dih y a los derechos humanos. Las Map no sólo afectan a los combatientes, sino tam-
bién a la población civil. Los campos minados en Colombia no son debidamente señalizados y la situación es aún más grave 
porque la mayoría de minas son construidas artesanalmente, lo cual dificulta su identificación y posterior destrucción. 

A esto se suma el problema de las municiones sin explotar (Muse) que han quedado como remanentes de combates o aban-
donas en los campamentos de los grupos armados durante las más de cinco décadas de conflicto armado. Estos elementos 
se constituyen en un peligro latente porque en cualquier momento pueden estallar causando la muerte o daños irreparables 
en las víctimas. Es importante recalcar que el problema de las Map y las Muse no es de corto plazo ya que estos artefactos 
explosivos pueden tener una duración de 30 años o más.

Según el Monitor de Minas Terrestres,� Colombia actualmente ocupa el segundo lugar del mundo en número de víc-
timas por año. En 2007 las víctimas de Map fueron 895. De los 32 departamentos colombianos, 31 han presentado 
incidentes con Map y Muse. De acuerdo con el Programa Presidencial para la Acción Integral contra Minas Antipersonal  
(Paicma), los departamentos más afectados por este problema son: Antioquia (19%), Meta (11%), Bolívar (9%), Caquetá 
(7%) y Santander (5%). Aproximadamente la mitad del total de los eventos registrados han ocurrido en estos cinco depar-
tamentos.10

A partir de un curso realizado por el pastor Jairo H. Suárez en 2003, sobre la problemática y la afectación de las minas anti-
personal y las municiones sin explotar, se comenzó un proceso de toma de conciencia y de preocupación por la urgencia que 
este problema presenta en la realidad del país. De esta manera, con recursos de la Ielco, se hicieron talleres de capacitación 
y divulgación de información en las comunidades de la Iglesia. Luego se buscaron recursos en iglesias luteranas hermanas 
y se realizaron capacitaciones a otras comunidades eclesiales y se consolidó el programa llamado Educación en el Riesgo 

�	 Tomado y adaptado de la Semilla de Esperanza elaborada por Fabián Wilches de la Ielco.
�	 El Monitor de Minas es una herramienta que permite hacer el seguimiento al problema de las minas y reporta el progreso de los Estados que han 

firmado el Tratado de Ottawa (1996).
10	 Para mayor información: http://www.icbl.org/lm/2008/countries/colombia.php 
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de Minas: Educación para la Prevención de Ac-
cidentes con Minas Antipersonal y Municiones 
sin Explotar, cubriendo los departamentos de 
Norte de Santander, Bolívar, Córdoba, Boyacá, 
Arauca, Casanare, Meta, Caquetá, Cundinamar-
ca, Tolima y Santander.

El programa es iniciativa de la Oficina de Jus-
ticia y Vida de la Iglesia Evangélica Luterana 
de Colombia. Hasta la fecha la financiación ha 
provenido de la Misión Evangélica Luterana de 
Finlandia, la Iglesia Luterana de Estados Unidos 
y Lutheran World Relief. Los beneficiarios son 
mujeres y hombres de todas las clases socia-
les, edades y condiciones culturales en las di-

ferentes zonas del país. El abordaje de los temas siempre se hace desde una perspectiva bíblico-teológica del compromiso 
social de la iglesia.

El objetivo general es capacitar a la comunidad en la prevención de accidentes con minas antipersonales y municiones sin 
explotar y los riesgos consecuentes, además se busca empoderar a las comunidades para que incidan ante las autoridades 
locales en defensa de los derechos de las víctimas y en la búsqueda de la justicia y la reparación.

Los objetivos específicos son: 1. Disminuir el riesgo de accidentes con Map y Muse a través de un programa de prevención 
que enseña comportamientos seguros. 2. Acompañamiento a víctimas de accidentes con Map y Muse para lograr la aten-
ción integral por parte del Estado y atención de emergencia. 3. Visibilizar ante las autoridades pertinentes la problemática 
que enfrentan las comunidades derivadas de la siembra de Map y Muse para comprometerlas en el cumplimiento de su 
responsabilidad como gobierno local en la acción integral contra minas (Aicm).

Como fortalezas se identificó la posibilidad de llegar a las comunidades desde un leguaje adecuado a miembros de las 
iglesias evangélicas. Este elemento es importante y hace que este trabajo sea diferencial ya que a veces se encuentran 
resistencias en las comunidades evangélicas por el manejo inadecuado de lenguaje por parte de los capacitadores de 
Ong e incluso del mismo gobierno. Otra fortaleza detectada fue el apoyo de la Campaña Colombiana Contra Minas y el 
reconocimiento del Programa Presidencial de Acción Integral contra Minas de la Presidencia de la República. Esto sirvió 
de apoyo institucional y credibilidad. La principal amenaza es la falta de recursos económicos para continuar el programa 
y las limitantes que se pueden dar en algunas zonas por causa del conflicto armado.

Indígenas cristianos Koguis. Oficina Justicia y Vida de la Iglesia Evangélica Luterana de Colombia.
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f.	 La acción social de las iglesias evangélicas en Colombia, Cedecol11

Se publicó el libro La acción social de las iglesia evangélicas en Colombia por el teólogo e historiador Pablo Moreno, rector 
de la Fundación Universitaria Bautista. Esta investigación fue resultado de un proceso que comenzó por la iniciativa de 
Cedecol en 2003, que con la conformación de un equipo de trabajo y el apoyo de agencias como Lutheran World Relief-
Usa, Evangelischer Entwicklungsdienst (Eed)-Alemania y Pan para el Mundo-Alemania, se propone constatar si las iglesias 
protestantes en Colombia tienen dentro de su agenda el quehacer de la acción social o no, y en caso de respuesta positiva, 
cómo lo están llevando a cabo.

Para el desarrollo de esta investigación se tomó como referencia la definición de acción social entendida como todas 
aquellas acciones que las iglesias emprenden a mediano y largo plazo para responder a los desafíos que representan la 
pobreza, la inseguridad, la insalubridad y la violencia en general para las iglesias mismas y las comunidades en las que se 
encuentran presentes. 

Al considerar la perspectiva espiritual de las iglesias para afrontar los problemas sociales y sus respectivas respuestas, se 
implementó una metodología de tipo cuantitativo y cualitativo para el tratamiento del problema planteado. Como parte de 
estas metodologías se realizó una encuesta nacional para indagar sobre la existencia de proyectos que dieran respuesta a 
las problemáticas sociales, sus bases bíblicas y teológicas, y el tipo de proyectos implementados. También se estableció 
un estudio cualitativo de las acciones de las iglesias en siete lugares del país en los cuales se presentaban los impactos del 
conflicto armado y en donde las iglesias tenían una presencia histórica y estaban siendo afectadas por dicha problemática. 
Estas regiones fueron las ciudades de Bogotá y Cali, y los departamentos de Córdoba y Sucre, y las zonas Magdalena Medio 
santandereano, Norte del Cauca y Urabá chocoano-antioqueño. El periodo establecido para dicha investigación fue entre 
1990 y 2005 porque las iglesias protestantes experimentaron cambios en cuanto al crecimiento y comenzaron a incursionar 
en la política electoral por los impactos de la agudización del conflicto armado interno.

La publicación La acción social de las iglesia evangélicas en Colombia se divide en dos partes. La primera está compuesta 
por siete capítulos, así: 

1.	 Panorama general sobre la acción social de las iglesias evangélicas en Colombia en el cual se trata de identificar 
la variedad de iglesias evangélicas constituidas en el país por medio de la comparación entre distintas topologías, 
el panorama histórico de la iglesia evangélica y los escenarios en lo que se hace evidente. 

2.	 Presentación de los resultados de la encuesta nacional identificando las metodologías utilizadas y las principales 
tendencias de la acción social de la iglesias. 

11	 Director de la investigación: Pablo Moreno.
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3.	 Recopilación de las distintas percepciones bíblicas con base en los resultados de las respuestas dadas por los 
interlocutores y su análisis correspondiente. 

4.	 Percepciones y concepciones sobre la sociedad que tienen los miembros de las iglesias evangélicas consideran-
do los personajes históricos, fenómenos y actores sociales. 

5.	 Establece quiénes hacen los proyectos, áreas, sectores, beneficiarios, orientaciones, colaboradores y financiado-
res de la acción social de las iglesias evangélicas. 

6.	 Comparaciones establecidas según las regiones, que servirán de base para una mejor interpretación de los datos 
así como de las recomendaciones. 

7.	 Conclusiones y recomendaciones finales del estudio.

En la segunda parte aparecen los estudios de caso según la región con una presentación del contexto local o regional, una 
ubicación histórica de las iglesias establecidas en la región, y una identificación y análisis de las distintas acciones sociales 
de las iglesias. 

Esta publicación se convierte en un punto de partida para dar a conocer de manera sistemática la labor de acción social que 
vienen desarrollando las iglesias protestantes en Colombia, y constituye una oportunidad de profundizar en los fundamen-
tos, enfoques e impactos de esta labor en la búsqueda de cambios y transformaciones de la sociedad colombiana.

g.	 El acompañamiento de una iglesia a víctimas del conflicto armado.  
	 Relación de doble vía, Iglesia Cristiana Menonita de Teusaquillo, Bogotá12

La iglesia, al lado del Centro Internacional de Bogotá, tal vez por fácil acceso, tal vez por relaciones con entidades, ha sido 
bendecida con la presencia de muchas personas que están sufriendo el desplazamiento forzado. Se dice bendecida porque 
se ha constatado la verdad de las palabras de Jesús cuando dice, en Mateo 25, que cuando se recibe al forastero, a la per-
sona con hambre, en necesidad de ropa, se recibe a Él. Y así ha sido. Estas personas han sido una bendición para la iglesia, 
así como la iglesia lo ha sido para ellas.

Hace unos 11 años, llegaron a la iglesia las primeras personas en situación de desplazamiento por actos de violencia. 
Habían sido sacados de sus tierras por paramilitares actuando a favor de la familia Marulanda de la Hacienda Bellacruz de 
Pelaya, del departamento del Cesar, en la Costa Caribe. A través de ellos, irrumpió en la conciencia de la Iglesia, la crueldad 
e injusticia del desplazamiento forzado. 

Desde ese entonces, han pasado por la iglesia centenares de personas y familias en la misma situación, provenientes de los 
cuatro puntos cardinales del país. Su realidad, cuando llegan a la ciudad, es triste. Lo han perdido todo y están completa-

12	 Este testimonio fue elaborado por miembros del Comité de Justicia y Paz de la Iglesia Cristiana Menonita de Teusaquillo.
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mente desorientados en un ambiente di-
ferente. Más allá de eso, también está la 
hostilidad y la desconfianza que enfrentan 
 
en este nuevo contexto, en el que perso-
nas de la ciudad los reciben con la sos-
pecha de que tuvieron que abandonar sus 
tierras “por algo” y se hacen preguntas 
como: “Quién sabe quiénes son ‘estos’”. 

Así que la primera forma como la iglesia 
actúa en contracorriente es abriéndoles la 
puerta y dándoles una calurosa bienveni-
da. En la iglesia, las personas en situación 
de desplazamiento son bienvenidas. Esa 
situación, en un contexto en el que a cada 
vuelta se encuentran con rechazo y des-
confianza, es un gran paso para superar la soledad y la tristeza. Allí encuentran personas que las escuchan y aconsejan; una 
comunidad que ora y llora con ellos, y que con la que se comparten vivencias.

En lo que puede, la iglesia ha ayudado a mucha gente en el aspecto material, y más allá, lo más importante ha sido cómo 
el acompañamiento ha permitido que se recupere la esperanza. Se les comparten las Buenas Noticias del amor y del poder 
de Dios para sus vidas y ellos empiezan a sanar heridas, a pensar que puede haber futuro, a experimentar soluciones de 
solidaridad y apoyo mutuo. Centenares de personas han encontrado vida nueva, consuelo y esperanza en Cristo Jesús, 
Salvador y Liberador.

Un espacio clave en este proceso es la hora semanal llamada: “Un Momento por la Paz”. En este tiempo, se hace lectura 
bíblica y oración y también se dialoga sobre temas de la vida actual. Pueden ser charlas que tienen que ver con la realidad 
colombiana, orientaciones para personas en situación de desplazamiento, temas legales, prácticas y vivencias o trabajos 
que hacen personas en otros contextos. En su mayoría, son personas desplazadas las que asisten y sienten propio ese 
espacio. Al terminar el Momento por la Paz, se comparte una sencilla sopa o almuerzo, que asistentes que se han apuntado 
de antemano preparan con su sazón regional. Esto también les hace sentir útiles y es una contribución real que hacen al 
grupo.

El apoyo espiritual y social del Momento por la Paz es complementado por personas que han sido capacitadas en acom-
pañamiento psicosocial y ofrecen escucha individualizada a personas que deseen hablar de cómo los ha afectado el 
desplazamiento y la amenaza. Por la tarde de ese mismo día, hay un tiempo para hablar y ser escuchado en grupo, que se 



115

llama “Compartiendo y Aprendiendo de Experiencias Difíciles”. Allí, se invita a los participantes a compartir sus propias 
experiencias debido a la violencia y cómo han empezado a rehacer su vida en la ciudad y han enfrentado las dificultades. 
Del desahogo y el compartir de vivencias se experimenta un apoyo mutuo y las personas salen fortalecidas.

Algunas personas llegan con temores por las amenazas y la persecución que siguen recibiendo aún en la ciudad. Por esta 
razón, hay un Comité de Justicia y Paz de la iglesia que se ha especializado en escucharlas para explorar con ellas las alter-
nativas para sus vidas. Al derramar su dolor, temor y lágrimas pueden comenzar a pensar en posibles soluciones: medidas 
de autoprotección, la conveniencia o no de acciones legales, la posibilidad de emigrar a otro país, etc. El criterio del Comité 
ha sido el de ofrecer un espacio de confianza en el que puedan contar su historia sin temor y explorar posibilidades, con 
miras a reconstruir sus vidas y salvar otras. Hasta la iglesia han llegado personas perseguidas por grupos insurgentes de 
izquierda, por paramilitares y por el Ejército. A todos se les ha recibido y ayudado. Algunos de los casos acompañados se 
documentan en esta quinta edición de Un Llamado Profético.

Esto no es un trabajo de una sola persona, ha sido toda una comunidad de fe que ha abierto su corazón y ha estado dis-
puesta a escuchar la insistente llamada de Jesucristo a su iglesia para atender a una de las tantas necesidades apremiantes 
de Colombia. 

Las personas en situación de desplazamiento han dado testimonio de la gran importancia para sus vidas de los servicios de 
culto, las reuniones de ayuno y oración, y otras actividades de orientación y fortalecimiento espiritual. También participan 
activamente en la implementación de comedores comunitarios de la iglesia y en la realización de acciones de incidencia 
que adelanta la iglesia por un fin al conflicto armado y una paz con justicia. Al involucrarse ayudan a otros, dan expresión 
a sus dones y habilidades y contribuyen a que termine el conflicto armado y la violencia que genera más muerte y despla-
zamiento.

En el transcurso del tiempo, se ha experimentado la protección poderosa de Dios Todopoderoso que cubre a su pueblo 
como una nube y libera a los perseguidos y amenazados. La iglesia tiene muchos testimonios de la mano misericordiosa 
de Dios que salva de la muerte a los que confían en Él. “Sabemos que no andamos solos, pero tampoco es una protección 
de las armas. Como dice el Salmo 91, ‘andamos guardados por la sombra del Altísimo’”.
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C a p í t u l o  6

Celebración de Pan y Paz en un barrio de Ibagué. Fotografía de Shalom Wiebe.
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Capítulo 6.

Recomendaciones

A partir de la información consignada en este informe sobre la violación de los derechos a la vida, la integridad personal, 
la libertad personal, la vida digna, la libertad religiosa y de cultos, y la libertad de circulación contra miembros de las 

iglesias cristianas evangélicas, y con base en los estándares internacionales de protección a los derechos humanos y el 
Derecho Internacional Humanitario (Dih), se recomienda:

a.	 Cese al fuego y negociaciones entre los actores del conflicto

	 Al Estado colombiano: 
•	Reanudar las conversaciones entre el Gobierno y los grupos armados garantizando, de manera plena y oficial, la 

participación de sectores representativos de la sociedad civil, incluyendo las iglesias cristianas evangélicas.
•	Adoptar un acuerdo humanitario entre las partes en conflicto con el propósito de cumplir y garantizar con el principio 

de inmunidad de la población civil y el acatamiento de las prohibiciones y los deberes consignados en las normas 
del Dih.

	 A los grupos armados: 
•	Atender la exigencia y el clamor de la población colombiana por el cese al fuego y el abandono real y definitivo de 

sus prácticas guerreristas. 

b.	 Las iglesias en la construcción de la paz

	 Al Estado colombiano: 
•	Ampliar el ejercicio del derecho a la participación ciudadana y de la libertad religiosa y de cultos, respetando las 

acciones de iglesias cristianas evangélicas que, en el cumplimiento de su misión pastoral y humanitaria y de procla-
mación de la paz, establecen interlocución con los grupos armados y las fuerzas armadas.
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	 A los grupos armados: 
•	Respetar el derecho a la vida, la movilización y la integridad de las y los pastores y líderes eclesiales que por su labor 

pastoral se encuentran en riesgo o amenaza, y los sitios de culto según las normas internacionales establecidas en 
el marco del Dih.

	 A los Gobiernos de Estados Unidos y Canadá, y a la Unión Europea:
•	Que apoyen de manera activa los esfuerzos de paz a través del acompañamiento político y diplomático, que refuercen 

su apoyo a través de la cooperación internacional a la sociedad civil en la búsqueda de la paz, y que desarrollen 
esfuerzos por la búsqueda de la reconciliación con el concurso de las iglesias.

c.	 Políticas de paz

	 Al Estado colombiano: 
•	Reactivar el Consejo Nacional de Paz y los Consejos Territoriales de Paz, creados por la Ley 434 de 1998 como ase-

sores del Gobierno en materia de paz a nivel local, regional y nacional, y garantizar la plena participación efectiva de 
la sociedad civil en dichos consejos. 

d.	 Respetar a la población civil en medio del conflicto armado

	 Al Estado colombiano:
•	Garantizar el ejercicio de la objeción de conciencia a la prestación del servicio militar obligatorio con base en el 

artículo 18 de la Constitución colombiana y las normas internacionales para aquellos jóvenes que no desean invo-
lucrarse directa o indirectamente en el conflicto armado, y que se desarrolle la legislación de acuerdo al fallo de la 
Corte constitucional.

•	Adoptar una política de lucha contra la impunidad que lleve a resultados concretos en la investigación y sanción del 
delito del reclutamiento. 

	 A los actores armados:
•	Abstenerse de seguir instrumentalizando e involucrando a la población civil como parte de una estrategia política y 

de guerra. 
•	Poner fin al reclutamiento forzado y a la utilización de niños, niñas y adolescentes por los distintos grupos armados.
•	Respetar la vida y la dignidad de las niñas y mujeres que siguen siendo usadas como botín de guerra y son víctimas 

de abuso y explotación sexual por los distintos actores armados.
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e.	 Verdad, justicia y reparación a las víctimas

	 Al Estado colombiano: 
•	Garantizar los derechos a la verdad, la justicia y la reparación, y la no repetición de las víctimas de los grupos armados 

ilegales y de crímenes de Estado. 
•	Comprometerse con medidas para garantizar la seguridad y la protección de las víctimas, y facilitar la participación 

de éstas en las audiencias públicas donde se están llevando a cabo los procesos contra los victimarios.

	 Al Gobierno de Estados Unidos:
•	Cuando el Gobierno de Estados Unidos sancione una transnacional de su país que viole los derechos humanos en 

Colombia, que la multa se utilice para la reparación de las víctimas.

f.	 Desmonte del paramilitarismo

	 Al Estado colombiano: 
•	Garantizar los derechos de la población civil ante la violencia de los grupos armados reorganizados después del 

proceso de desmovilización de los paramilitares.
•	Garantizar la investigación, juzgamiento y sanción de los miembros de los grupos paramilitares y sus cómplices 

civiles, militares y funcionarios públicos. 
•	Revisar el procedimiento jurídico contra los paramilitares desmovilizados en el marco de la Ley de Justicia y Paz para 

que se dirija hacia la reconciliación.

	 Al Gobierno de Estados Unidos: 
•	Como donante que ha apoyado el proceso de desmovilización, verificar el desmonte real y definitivo de los grupos 

paramilitares y sus estructuras de financiación y apoyo político, respaldando incondicionalmente los esfuerzos de las 
víctimas en búsqueda de la verdad, la justicia y la reparación.

•	Facilitar la cooperación entre la justicia colombiana y estadounidense para que los jefes paramilitares extraditados 
respondan por los crímenes de lesa humanidad perpetrados al mando de sus grupos armados, y no obstaculicen los 
procesos jurídicos ni los de esclarecimiento de la verdad de los hechos y la reparación a las víctimas.

g.	 Fortalecimiento institucional del Estado colombiano

	 Al Estado colombiano: 
•	Asegurar el fortalecimiento de las instituciones de justicia y en particular cumplir los fallos y respetar la independen-

cia del poder judicial.
•	Fortalecer las Unidades de Derechos Humanos y de Justicia y Paz de la Fiscalía General de la Nación, y garantizar la 

imparcialidad de sus investigaciones.
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	 Al Gobierno de Estados Unidos: 
•	Priorizar el apoyo dirigido al fortalecimiento institucional democrático y al Estado Social de Derecho en Colombia.

h.	 Política militar y antinarcótica

	 Al Estado colombiano:
•	Que se respeten los mecanismos de consulta y aprobación del acuerdo de bases militares firmado entre Colombia y 

Estados Unidos. Al Congreso de la República que no apruebe este tipo de convenios de cooperación militar.  

	 Al Gobierno de Estados Unidos: 
•	Que redireccione la ayuda militar hacia inversiones en asistencia socioeconómica e iniciativas de paz.
•	Que adopte una nueva política antinarcótica que dé cuenta de los nefastos efectos y la futilidad de las fumigaciones 

aéreas, y que se enfoque en el problema de la drogadicción y la demanda de drogas ilícitas que proviene de Estados 
Unidos.

i.	 Personas en situación de desplazamiento y otras poblaciones vulnerables

	 Al Estado colombiano: 
•	Dar cumplimiento a la orden de la Corte Constitucional de formular e implementar una política pública para la pro-

tección y prevención del desplazamiento con un enfoque diferencial.

	 A los Gobiernos de Estados Unidos y Canadá, y a la Unión Europea:
•	Que inviertan en iniciativas locales y comunitarias de paz gestadas por la población civil víctima y que tomen las 

medidas necesarias para garantizar que todo el apoyo llegue a la población vulnerada.

j.	 Defensores y defensoras de derechos humanos 

	 Al Gobierno de Colombia, de Estados Unidos y Canadá, y a la Unión Europea:
•	Que velen por la protección de defensores y defensoras de los derechos humanos y aquellas personas comprome-

tidas con la construcción de la paz a través de programas de protección que permitan la consulta, y los recursos 
financieros que garanticen el ejercicio de las medidas de protección. 

•	Valoramos el espíritu de las Directrices de la Unión Europea sobre defensores y defensoras de derechos humanos y 
recomendamos a los demás países adoptar políticas que prioricen su protección.

Fotografía de la Mesa de Trabajo de Bogotá sobre Desplazamiento Forzado - Mencoldes
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A n e x o s

Fotografía de la Mesa de Trabajo de Bogotá sobre Desplazamiento Forzado - Mencoldes
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Fuentes

•	 Alcaldía Local de Teusaquillo.
•	 Alta Comisionada de la Naciones Unidas para los Derechos Humanos.
•	 Centro de Investigación y Educación Popular (Cinep).
•	 Christian Solidarity Worldwide (Csw).
•	 Coalición contra la vinculación de niños, niñas y jóvenes al conflicto armado en Colombia (Coalico).
•	 Comisión de Vida y Paz del Concilio Evangélico de Colombia (Cedecol).
•	 Comisión Intereclesial de Justicia y Paz.
•	 Coordinación Colombia Europa Estados Unidos (Cceeu).
•	 Corporación Nuevo Arco Iris (Cnai).
•	 Human Rights Watch (Hrw).
•	 Iglesia Evangélica Luterana de Colombia (Ielco).
•	 Misión de Apoyo al Proceso de Paz de la Organización de Estados Americanos (Mapp-Oea).
•	 Periódico El Tiempo.
•	 Plataforma Colombiana de Derechos Humanos.
•	 Revista Cambio.
•	 Revista Semana.
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Glosario1

1	 Estas categorías son tomadas con base en el marco conceptual de la base de datos del Cinep, y desarrolladas por el programa de Investigación e 
Incidencia a través de un manual de campo que recopila la experiencia de trabajo de documentación de casos de violaciones de derechos humanos 
e infracciones al Dih contra iglesias cristianas evangélicas.

Tipo Definición

Amenaza Intimidar anunciando la provocación de un mal grave para la persona o su familia.
Ataque a bienes A bienes civiles, culturales o religiosos así como a bienes indispensables para la supervivencia de la 

población civil. Bajo este rótulo también se agrupa pillaje (destrucción o apropiación ilícita, arbitraria, 
sistemática y violenta por parte de las actores armados en conflicto, de bienes de la población civil, o en 
perjuicio de los heridos, enfermos, náufragos o de las personas privadas de la libertad).

Atentado Intento infructuoso de destruir la vida o de afectar la integridad física de una persona en forma intencio-
nal. 

Desaparición Que se desconozca el paradero de una persona y se presuma que fue tomada por alguno de los actores 
del conflicto (típicamente de las fuerzas estatales).

Desplazamiento Migración obligada a la que se ve abocada una persona o un colectivo humano dentro del territorio na-
cional o hacia las zonas de frontera, abandonando su lugar de residencia y sus actividades económicas 
habituales, porque su(s) vidas, integridad física o libertad han sido vulneradas o se encuentran amenaza-
das por causa y con ocasión del conflicto armado.

Detención arbitraria Privación de libertad individual o masiva por parte de funcionarios públicos que resulta por abuso de 
autoridad o por un proceso penal parcializado o dependiente.

Escudo Utilización de una persona por parte de uno de los actores del conflicto como instrumento de protec-
ción.

Herido Causar lesiones físicas a una persona. 
Homicidio Causar muerte a un ser humano.
Privación de libertad Se restringe la libertad física de una persona, sujetándola o poniéndola en condiciones de subordinación. 

Secuestro, toma de rehenes.
Reclutamiento de niños y niñas Cuando uno de los grupos combatientes incorpora en sus filas personas menores de 18 años.
Tortura Todo acto por el cual se inflija intencionalmente a una persona dolores o sufrimientos graves, ya sean 

físicos o mentales, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión; de castigarla 
por un acto que ha cometido, o de intimidar o coaccionar a esa persona o a otras; o por cualquier razón 
basada en cualquier tipo de discriminación.

Víctima “Las personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o menta-
les, sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, 
como consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los Estados 
miembro, incluida la que proscribe el abuso de poder” (Seminario Internacional Corte Penal Internacional 
instrumento de Paz para Colombia, Febrero, 2004. p. 20) 

Violencia sexual Acceso carnal no consentido o cualquier otro acto de carácter sexual, que atente contra la dignidad de 
la persona.
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Glosario de siglas

Aicm. 	 Acción integral contra minas.
Aiec.	 Asociación de Iglesias Evangélicas del Caribe.
Ais. 	 Agro Ingreso Seguro.
Asodevill.	 Asociación de Desplazados de Villa del Rosario.
Bacrim. 	 Bandas criminales emergentes al servicio del narcotráfico.
Cai.	 Comandos de Atención Inmediata de la Policía.
Cceeu. 	 Coordinación Colombia-Europa-Estados Unidos.
Cedecol.	 Consejo Evangélico de Colombia.
Cicr.	 Comité Internacional de la Cruz Roja.
Cinep. 	 Centro de Investigación y Educación Popular.
Cnai.	 Corporación Nuevo Arco Iris.
Cnrr.	 Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación.
Coalico.	 Coalición contra la Vinculación de Niños, Niñas y Jóvenes al Conflicto Armado en Colombia.
Corpoica.	 Corporación Colombiana de Investigación Agropecuaria.
Crp.	 Comandos Revolucionarios Populares.
Cti. 	 Cuerpo Técnico de Investigación de la Fiscalía.
Das. 	 Departamento Administrativo de Seguridad.
Dih. 	 Derecho Internacional Humanitario.
Eed	 Servicio de Desarrollo de la Iglesia (siglas en alemán).
Epl.	 Ejército Popular de Liberación.
Eln. 	 Ejército de Liberación Nacional.
Erpac. 	 Ejército Revolucionario Antiterrorista de Colombia.
Farc-Ep. 	 Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia - Ejército del Pueblo.
Framem.	 Fraternidad de Ministros Evangélicos de Maicao.
Gaula.	 Grupo especial antisecuestro de las Fuerzas Armadas de Colombia.
Icbf.	 Instituto Colombiano de Bienestar Familiar.
Icfo.	 Integración Cristiana de Fe y Oración.
Ielco.	 Iglesia Evangélica Luterana de Colombia.
Inpec.	 Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario.
Iumec.	 Iglesia Unión Misionera Evangélica de Colombia.
Justapaz.	 Centro Cristiano para Justicia, Paz y Acción Política Noviolenta.
Map. 	 Minas antipersonal.
Muse. 	 Municiones sin explotar.
Ong.	 Organización no gubernamental.
Onudi.	 Organización de las Naciones Unidas para el Desarrollo Industrial.
Paicma. 	 Programa Presidencial para la Acción Integral Contra Minas Antipersonal.
Pma. 	 Programa Mundial de Alimentos de las Naciones Unidas.
Rime. 	 Regional de Inteligencia Militar del Ejército.
Sijin. 	 Sección de Policía Judicial.
Tlc. 	 Tratado de Libre Comercio.
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